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S U M A R I O  

Se abre la sesióii a las cuatro y ciiarerita ciiico riiirirrtos de 
la tarde. 

Debates de totalidad '. . . . 
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4312 Al proyecto de Ley de cultlvor marinos . . . . 
E1 señor Gangoiii Llaguno defiende la enmienda de totali- 

dad del Grupo Vasco (PNV). El señor Montesdeoca San- 
chet defiende la enmienda de totalidad del Grupo Popular. 

El  seiior Murdoiies Seidla defiende la eriiiiieiida de rorali- 
dad del Grupo Ceritrista. El  seiior Trias de Bes i Serra de- 
fieridr la eiiiitieiida de totulidad del Grirpo Miiioria Catala- 
tia. 

Eii riirrio eii coiitra de las arireriores eiirniendas a la totali- 
dad iiitervieiie, por el Grupo Socialista, el seiior Vázqirez 
Foirz. Pura rc'plica intervienen los seiiores Gangoiti Llagii- 
110, Moritesdeocu Sáiichet Mardones Sevilla v Trias de 
Bes i Serra. Les coiitesta de niievo el serlor Vazquet Forcz. 

Para fijacióri de posicioiies hace irso de la palabra el señor 
Lopez Raiinirrido (Grupo Mixto). 

Soriietidas a votacióri las enrriiendas de totalidad debatidas, 
son rechazadas por 97 votos a favor, 180 en contra v tres 
absrencioiies. 
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PApina 

Al  proyocto de Ley de medidas paro la re. 
forma de la Funcldn pública.. . . . . . . . . . . 

El señor Ministro de la Presidencia (Moscoso del Prado y 
Muñod hace la presentación del proyecto de Lev. 

El señor Garcia Agudin defiende la enmienda de devolircioii 
formirlada por el Grupo Centrista. El señor Garcia-Tizón v 
Ldpet defiende la enmienda de devolución presentada por 
el Grupo Popular. El señor P&ez R0.w defiende la en- 
mienda de texto alternativo pnoontada por el Grirpo Mix- 
ta En dcfensa de la enmienda de texto alternativo fonriii- 

la& por el Grupa Popirlar iittervienc el seiior Garria- 
T&n y U p e t  

En  tiirno en contra da las enniienáas de totalidad anterior- 
inenie defendidas iiiiewiene el señor Sanz Coscirllirela 
(Grupo Socialista). En iirnio de réplica hacen irso de la pu- 
labru los seiiores Garcia Agirdin, Gurcia-Tizóri y Lópe; y 
Pérei Royo. Les coiitestu de iiirevo el seiior Saen; Coscir- 
Ilitela. 

Eii tiirno de fijacidii de posiciories iiitewierierr los seriores 
Moiiforte Arregiri (Griipo Vasco, PNV) y Ciratrecusas i 
Membrudo (Griipo Minoria Cuialuna). 

Soirretidas a votacióri, soii desestiriiudas las enriiieridus de lo- 
tulidad debatidus. 

Se sitspende la sesióri u l is  iiiteve y treirita rriiriiiros de lu 110- 

che. 
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Se abre la sesibn a las cuatm y cuarcnta y cinco minutos 
de la tardo. 

DEBATES DE TOTALIDAD 

- AL PROYECTO DE LEY DE CULTIVOS MARINOS. 

El setior VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Se 
abre la sesibn. 

Entramos en el punto primero del orden del día, deba- 
tes de totalidad. En primer lugar, al proyecto de Ley de 
cultivos marinos. Las cuatro enmiendas de totalidad pre- 
sentadas a este proyecto de Ley, todas ellas de devolu- 
ci6n al Gobierno, se tramitarán en un único debate. 

Para la defensa de la enmienda de totalidad número 1, 
del Grupo Parlamentario Vasco, tiene la palabra el sefior 
Gangoiti . 

El setior GANGOITI LLAGUNO: Muchas gracias, sctior 
Presidente. Voy a ser breve, ya que los motivos que han 
movido al Grupo Parlamentario Vasco a presentar esta 
enmienda a la totalidad son muy claros y concretos y, en 
consecuencia, no exigen una amplia exposicicin. 

Nuestro Gmpo había echado en falta, y así lo hemos 
dicho públicamente repetidas veca, que desde el 28 de 
octubre y a peur  de la im&rtancia que tiene el sector 
pcquero, tanto desde el punto de vista econbmico como 

social, en algunas regiones y nacionalidades del Estado y 
en algunos pueblos en concreto, en los cuales viven bási- 
camente de la pesca y de aus industrias derivadas, había 
echado en falta, como digo, que hasta este momento esta 
Cámara no habla tenido la oportunidad de debatir nin- 
gún proyecto al respecto enviado por el Gobierno. El pro- 
blema quizá era mayor si tenemos en cuenta la crisis por 
la que atraviesa el sector, debido a circunstancias inter- 
nacionales, como pueden ser, por ejemplo, la extensión 
de las aguas a dosclentas millas o la crisis petrolífera, y a 
drcunstanclu internas, como es la dejacibn que se ha 
hecho por parte del Kctor a lo largo de divenu Admi- 
nistraciols . 

Deade luego, norotm tenemos que decir que existe 
otra serie de proyectos que urgen más y que éste, real- 
mente, no aporta demasiado, pues es un proyecto que, 
técnicamente, es defectuoso, que se puede considerar co- 
mo un refrito de la Ley de Ordenacibn Marisquera y de 
las 6rdenes ministeriales subsiguientes y que, constitu- 
cionalmente, ofrece grandes reservas, ya que invade las 
competencias de 18s Comunidades Autbnomas. 

La Constitución, en el artículo 148.1.111, reconoce co- 
rno competencia exclusiva de las Comunidades Autóno- 
mas todo lo referente al marisqueo y la acuicultura. Las 
Comunidades Autbnomas limítrofes con el mar tienen ya 
esas competencias y para las Comunidades Aut6nomas 
del interior la competencia exclusiva de la acuicultura 
también está recogida en la Constituci6n. 

Por tanto, nos encontramos una vez más ante un nuevo 
intento de aloapiucibnm, no respetando las competen- 
cias de las Comunidades Autbnomas, sino invadiéndoles, 
y evitando que puedan legislar al respecto, tal y como se 
desprende del artículo 4.", 0, del citado proyecto, que 
r610 faculta a los gobiernos aut6nomos a desarrollar la 
presente Ley y donde, además, se les obliga a formar 
parte de una Junta constituida por el propio Ministerio. 

Pienso que esto, políticamente, es peligroso, puesto que 
es el propio Gobierno quien, en este caso, está infringien- 
do la Constituci6n y puesto que, como se demuestra en la 
práctica, el espíritu que dict6 la LOAPA sigue vivo, lo 
cual puede mover a una seria reflexión a algunos gobier- 
nos autónomos que no sean correa de transmisión del 
gobierno central, y que se puedan replantear la sinceri- 
dad del proceso autonbmico al que estamos asistiendo. 

Desde luego, creo que el aloapizarm en vísperas de dos 
elecciones autonbmicas realmente no es el mejor camino. 
Lo que sí puedo garantizar es que aloapitar. no es el 
mejor medio de pacificaci6n. 

Pero es que, además de ser un proyecto que ataca di- 
rectamente a las competencias de las Comunidades Autó- 
nomas, como he citado anteriormente, estamos ante un 
proyecto técnicamente malo, con importantes incon- 
gruencias, preparado, pance ser, en breve espacio de 
tiempo, y que es un mal refrito, como he dicho antes, de 
la Ley de Ordenación Marisquera y de las posteriores 
órdenes al respecto. 

Para no u n u r  a SS. SS. voy a citar algunos casos a1 
respecto. El proyecto que u preunta adolece de incon- 
gruencias, no sólo en el artlculado, sino dede  la exposi- 
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ción de motivos. Así, se empieza por decir que la Lev de 
Cultivos Marinos mantendrá un carácter supletorio de la 
Ley de Ordenación Marisquera, para !uego, en la Dispo- 
sición transitoria, afirmar, v leo textualmente, que la or- 
denación de los cultivos marinos se regirá por esta Lev 
desde su entrada en vigor v por las disposiciones deriva- 
das de la Lev de 30 de junio, en todo lo que no se oponga 
a la presente Ley. Luego aquí, señores, existe una clara 
contradicción respecto a que Ley es la que se va a apli- 
car. 

En segundo lugar, en el proyecto de Ley de cultivos 
marinos no aparece un articulo en el que se haga men- 
ción a que los concesionarios de establecimientos estarán 
obligados a abonar a la Hacienda pública el correspon- 
diente canon de ocupación, de acuerdo con la extensión 
de la concesión. la importancia del lugar. etcetera. 

En tercer lugar, el proyecto no contiene un título en cl 
que se contemplen las normas conforme a las cuales se 
sancionarán infracciones que se cometan en materia es- 
pecífica de cultivos marinos, ni tan siquiera una remi- 
sión, aunque sólo sea genérica. a las normas sancionado- 
ras en vigor en materia de pesca marítima, con indica- 
ción de los órganos que ostenten la competencia sancio- 
nadora. 

Esto realmente es grave, porque una Ley debe de con- 
templar cuáles son las sanciones que deben de aplicarse 
a quienes la infringen, a no ser que se piense que se va a 
aplicar las sanciones relativas a pesca marítima, que. 
como todos sabemos, son realmente desproporcionadas. 

El provecto del Gobierno, en el artículo 4:. tal v como 
se nos presenta, resulta realmente desordenado y confu- 
so, al mismo tiempo que introduce imprecisiones, care- 
ciendo en algunos aspectos una vez más de rigor tecnico. 

En primer lugar, nosotros echamos en falta el que en el 
articulado se introducen definiciones de concesión y au- 
torización, sin que su concepto quede debidamente clari- 
ficado. 

Asimismo, no se puede considerar el abandono como 
una causa de extinción exclusiva de las autorizaciones 
concedidas en terrenos de propiedad privada, toda vez 
que el cese de la actividad por tiempo superior a un ano 
debe de ser también causa de caducidad de las concesio- 
nes v autorizaciones otorgadas en terrenos de dominio 
público. 

En el apartado 0 del artículo 4." nosotros pensamos que 
también hay un gran error, ya que debía de ser sustitui- 
do por un apartado genérico, pero sin aludir a las dispo- 
siciones de desarrollo de las Comunidades Autónomas. 
(Rumores.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault) Un 
momento, señor Gangoiti. Ruego silencio a la Cámara. 

Prosiga, setior Gangoiti. 

El seAor GANGOITI LLAGUNO: Gracias, senor Presi- 
dente. 

Siguiendo con el proyecto de Ley, encontramos otra 
serie de artículos en los que realmente se notan las im- 
precisiones-y la falta de rigor técnico del mismo. Por 

ejemplo, en el artículo 6." no tiene sentido la preferencia, 
cuando el establecimiento de cultivos marinos vaya a ser 
instalado en terrenos de propiedad privada. Aqui aparece 
una vez más claramente lo que estoy repitiendo, de que 
esta Lev es una amalgama de la Ley de Ordenación Ma- 
risquera v de las Ordenes posteriores. 

El artículo 16, por citar otro ejemplo, sólo recoge un 
caso particular, como es la toma de aguas y desagües de 
establecimientos instalados en terrenos de propiedad pri- 
vada, v en este texto se introduce la regla general v ,  a 
continuación, se presenta un único caso particular. 

Por último, en el artículo 30 es donde una vez más, 
realmente, se ve atacada la autonomía de las Cornunida- 
des Autónomas, va que se habla de la creación de una 
Junta nacional asesora de cultivos marinos, a la cual 
deberán pertenecer todas las comunidades Autónomas. 

En consecuencia, señores del Gobierno, como he dicho 
al principio, creemos que se trata de una Lev deficiente, 
de una Lev que, tthicamente, es muy floja, y de una Ley 
que ataca - c o m o  he dich- a las competencias de las 
Comunidades Autónomas. 

Por ello, pedimos su devolución al Gobierno v ,  en el 
caso de que el Gobierno siga manteniendo dicho proycc- 
to, nosotros lo que le pedimos es comprensión para una 
mejora técnica de este provecto de Lev v para quc las 
competencias de las Comunidades Autónomas sean real- 
mente respetadas. 

Muchas gracias, senor Presidente. 

El senor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 

Enmienda de totalidad v de devolución al Gobierno 

Para su defensa, tiene la palabra el senor Montcsdeoca. 

chas gracias, senor Gangoiti. 

del Grupo Parlamentario Popular. 

El senor MONTESDEOCA SANCHEZ: Scnoras v seno- 
res Diputados, para exponer con clara sistemática los 
criterios del Grupo Popular, que sirven de fundamento 
en orden a solicitar de S S .  S S .  el voto favorable para que 
el provecto de Ley sobre cultivos marinos sca devuelto al 
Gobierno, seguiré la línea metodolagica que seriala el 
propio articulo 110.3 del Reglamento de esta Cámara, 
cuando define las enmiendas a la totalidad. O sea. anali- 
zaré los motivos de nuestra enmienda en relación con la 
oportunidad, los principios v el espíritu del provecto de 
Ley. 

Primero, sobre la oportunidad del provecto de Ley de 
cultivos marinos, la Constituciún española hace expresa 
referencia a la materia de pesca en tres artículos: en el 
130.1, a la actuación de los poderes públicos en dicho 
sector. (Rumores.) 

El senor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Un  

Cuando guste puede seguir. 
momento, señor Montesdeoca, por favor. (Pausa.) 

El senor MONTESDEOCA SANCHEZ: En el artículo 
148.1 . I  1 ,  a las competencias de las Comunidades Autóno- 
mas en el mismo; y en el artículo 149.1.19, a la compe- 
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tencia del Estado, y en este último precepto, en el 
149.1.19 de nuestra norma fundamental se atribuye a la 
competencia exclusiva del Estado la pesca marítima, sin 
perjuicio de E s  competencias que en la ordenación del 
sector les pueda corresponder a las Comunidades Autó- 
nomas, mientras que para el marisqueo y la acuicultura 
el artículo 148.1.1 1 de la Constitución posibilita la asun- 
ción de competencias por parte de las Comunidades Au- 
tónomas, y éstas, las Comunidades Autónomas, todas 
ellas, las diecisiete que integran el estado español así las 
han asumido con carácter de exclusividad en sus  respec- 
tivos Estatutos. Concretamente en el artículo 13.18 del 
Estatuto de Andalucía: en el articulo 35.12 del de Ara- 
gón; en el 10.1 .h) del Estatuto de Asturias; en el artículo 
10.18 del de Baleares; en el 29.5 del de Canarias; en el 
22.9 del Estatuto de Cantabria; en el 3 I,l'.h) del de Casti- 
Ila-La Mancha; en el artículo 26.10 del Estatuto de Casti- 
Ila-León; en el 9:, 17 del de Cataluña; en los artículos 7." 
y 8: del de Extremadura; y en los 27 y 15 del Estatuto de 
Calicia; en el 18.9 de La Rioja; en el 26.9 del de Madrid; 
en el iO.2.h) del Estatuto de Murcia; en el 59.1.b) del de 
Navarra; en el 10.10 del País Vasco; y en el artículo 31.17 
de la Comunidad Valenciana. (El sefiíor Presidetite ocupa 
la Presidencia.) 

¿Cómo es posible que ahora el Gobierno de la nación 
remita a las Cortcs Generales un  proyecto dc Ley sobre 
materia que no es de su competencia? jCómo es posible 
que el proyecto de Ley sobre cultivos marinos, cuya de- 
volución al Gobierno pretende nuestro Grupo Parlamcn- 
tario, establezca cn su artículo 4:, apartado 0. que las 
comunidades Autónomas podrán tener facultades para 
desarrollar dicha Lev, pero. en cambio. no para legislar 
en tal materia? jQuk sentido contradictorio y confuso 
tiene dc la autonomía el Gobierno autor del proyecto de 
Ley para imponer a las Comunidades Autúnomas planes 
nacionales de cultivos marinos y de repoblación, según 
viene prevenido en su artículo 29, cuando la acuicultura 
en general, sea marina o continental -pues no hace dis- 
tingo alguno la Constitución-, es competencia comuni- 
taria y no estatal? 

Además, el proyecto de Ley que pretendemos erimen- 
dar es de evidente inoportunidad, por cuanto el Tribunal 
Constitucional en sentencia número 113/1983, de 6 de 
diciembre, publicada en el .Boletín Oficial del Estadou 
de 1 1  de enero de 1984, al resolver el conflicto positivo 
de competencias planteado por el Gobierno de la nación 
en relación con el Decreto del Gobierno vasco 67/1982, de 
29 de marzo, sobre ordenación del servicio de inspección 
pesquera, marisquera y de plantas de acuicultura, decide 
que la competencia ejercida por dicho Decreto pertenece 
al Gobierno vasco y no al Gobierno de la nación. 

Por tanto, al pretender el Estado, con la norma jurídi- 
ca que debatimos, invadir esferas de Competencia en el 
campo de la acuicultura que han sido o han de ser trans- 
feridas con carácter de exclusividad a todas las Comuni- 
dades Autónomas, de conformidad con la Constitución y 
con los respectivos Estatutos, debe acordarse por esta 
Cámara la devolución al Gobierno del proyecto de Ley de 
cultivos marinos por ser inoportuno. 

Segundo. Por los principios del proyecto. de Ley. La 
exposición de motivos es incongruente con lo establecido 
en su Disposición transitoria, ya que en la exposición de 
motivos se dice que la Ley de Cultivos Marinos tendrá 
carácter supletorio de la Ley de ordenación marisquera 
de 1969, mientras que en la Disposición transitoria se 
previene que la ordenación de cultivos marinos se regirá 
por esta Ley desde su entrada en vigor, y por las disposi- 
ciones derivadas de la de ordenación marisquera en todo 
lo que no se oponga a la Ley de cultivos marinos. Luego, 
jcuál es la norma principal y cuál la supletoria? Si nos 
atenemos a la exposición de motivos, la Ley de Ordena- 
ción Marisquera de 1969 es la principal; si cumplimos lo 
preceptuado en la Disposición transitoria, es la Ley de 
Cultivos Marinos la principal y la de Ordenación Maris- 
quera la supletoria. 

De otro lado, el proyecto de Ley no parece que preten- 
da ordenar las actividades de la acuicultura como perte- 
neciente al sector primario, sino definirla, aunque vela- 
damente, como si de un sector industrial se tratara, des- 
conociendo el propio significado del vocablo nacuicultu- 
rau, que hace referencia al cultivo de bienes o recursos 
naturales y no a su transformación. 

El proyecto de Ley es técnicamente impreciso, pues 
parece como si quisiera alcanzar el rango de norma le- 
gal, dejando a posteriores disposiciones su desarrollo, si 
bien en algunos preceptos contradice esta intención que- 
riendo convertirse, por su casuismo, en norma reglamen- 
taria, todo lo cual conduce a hacerla oscura en su inter- 
pretación, confusa llegado el mandato que sea de su apli- 
cación, pues en el artículo 3: de dicho proyecto de Ley 
no se distingue uconcesiónn de «autorización», cuando 
son actos administrativos completamente distintos; se 
produce la mezcolanza de organismos que3e dejan inde- 
terminados y la indefinición es constante a lo largo de su 
articulado. Así, por ejemplo, usegún correspondan, uen 
cada caso», «organismo competente)), «previos los infor- 
mes que procedan)), uestas industrias y servicios deberán 
cumplir como mínimo con la legislación vigenten y así 
otras muchas expresiones que hacen del proyecto de Ley 
una norma mal estructurada en sus principios, ya que se 
dicen cosas tan peregrinas como lo que contiene el artí- 
culo 19, de que la transmisión de concesiones y autoriza- 
ciones se realizará siempre pro indiviso, como si siempre 
se tuvieran que otorgar a varias y no a una sola persona, 
bien sea natural o jurídica. Probablemente no se conocía 
la expresión latina en que se pensaba, la de u transmisión 
inter vivosn y no upro indiviso., como consta publicado. 

La norma que debatimos adolece igualmente de no re- 
gular los mecanismos para posibles financiaciones y sub- 
venciones, de indudable importancia para un sector nue- 
vo que merece ser fomentado. 

Finalmente, voy a referirme al tercer aspecto que rnoti- 
va la petición de devolución del proyecto de Ley de Culti- 
vos Marinos, o sea, por razón del espíritu del proyecto de 
Ley. 

El último párrafo de su exposición de motivos dice que 
la Ley, al desarrollar una ordenación económica general, 
se mantiene dentro del marco legal del artículo 131 de la 
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Constitución española, y el citado precepto constitucio- 
nal se refiere a la planificación de la actividad económica 
general, para lo cual se exigirá hacerlo de acuerdo con 
las pwvisiones que le sean suministradas por las Comu- 
nidades Autónomas, con el asesoramiento v colaboración 
de los sindicatos v otras organizaciones profesionales, 
empresariales y económicas, para todo lo cual se consti- 
tuirá un Consejo, nada de lo cual se previene en la norma 
legal que debatimos. naturalmente, porque lo que pre- 
tende el provecto de Ley no es planificar el sector de 
cultivos marinos. sino de una manera encubierta nacio- 
nalizar el mismo. contraviniendo con ello el espíritu y la 
letra del artículo 38 de la Constitución, en el que se ceco- 
noce la libertad de empresa en el marco de la economía 
de mercado. Por eso, el proyecto de Ley exige en su arti- 
culo 3." una concesión o autorización no para utilizar los 
disfrutes de un bien o servicio público, sino para ser em- 
presario del sector, otorgando a la Administración facul- 
tad discrecional y no reglada para concederlo según su 
artículo 4,,, v extinguiendose las concesiones autoriza- 
ciones incluso las causas que se señalarán al desarrollar 
la Lev. Asimismo se previene que determinadas exporta- 
ciones precisan autorización, según el artículo 23,  v la 
importación de especies necesitan inlorme favorable del 
Ministro de Agricultura, Pesca y Alimenlación. 

El espíritu de la exposición de motivos y de su articu- 
lado no tiende a lo previsto en el articulo 128 de la Cons- 
titución, o sea, a reservar el sector público mediante Lev 
la zona marítima o recursos naturales, sino a la propia 
actividad económica de cultivos marinos, filosofía con la 
que no está conforme nuestro Grupo Parlamentario. 

Por ello, si lo que pretende el Gobierno es coordinar las 
decisiones comunitarias con una norma de ámbito gene- 
rico, debe acudir a lo previsto en el artículo 149.1.13." de 
la Constitución, promoviendo unas bases de planifica- 
ción del sector, peco en modo alguno regulando los as- 
pectos concretos de la acuicultura. bien-sea marina o 
continental, puesto que el Gobierno de la nación ha de 
dejar a las Comunidades Autónomas el ordenamiento de 
los cultivos marinos, como está constitucionalmente dis- 
puesto, limitándosc el Estado, dentro de sus potestades, 
a contemplar aspectos de ecología, sanidad, defensa o 
coordinación investigadora y tecnológica, lo que no ha 
incluido en este proyecto de Ley, y sobre todo preocupar- 
se y ocuparse de la pesca marítima, que esta si Ir corres- 
ponde por Ley. 

El sector de cultivos marinos, señorías, es importantí- 
simo, y alternativo o complementario de la pesca extrac- 
tiva, por lo que merece su decidido impulso, pero no es 
competencia del Estado, repetimos, su regulación. El Es- 
tado ha de  proteger nuestros caladeros y posibilitar la 
pesca en ventajosas condiciones en aquellos existentes en 
aguas en las que ejerzan soberanía otros Estados, pero en 
ningún caso justificarse con el presente proyecto de Ley 
como sustitutivo de la incapacidad para negociar trata- 
dos o acuerdos internacionales de pesca. 

Hemos tenido recientemente el acuerdo suscrito con 
Marruecos, notoriamente perjudicial para los intereses 
españoles, y por lo que el señor Ministro de Agricultura, 

Pesca y Alimentación anunció en el pasado mes de octu- 
bre en Fuengirola, con motivo de la inauguración del 
Instituto Oceanográfico, algún día deberemos dejar las 
costas de enfrente -rcfirikndose a las marroquíes- v ,  
por ello, es necesario defender y proteger la pesca en 
nuestras aguas, v ahora en el acuerdo con la Comunidad 
Económica Europea, que se encuentra en estos días en 
fase de negociación en Bruselas, y en el que la delegación 
española ha de imprimir condiciones favorables para los 
pesqueros españoles que faenan en aguas comunitarias. 

Ejerz.an, pues, senores del Gobierno, sus autknticas la- 
cultades. las que les son propias, v no se inmiscuyan en 
las que son competencia exclusiva de las Comunidades 
Autónomas. 

Por todo eso, senorias, solicito de todos los Grupos PaI- 
lameritarios el voto lavorablc a la enmienda a la totali- 
dad que propugnamos, acordando la devolución al ~ o -  
bierno del provecto de Lev sobre cultivos marinos. 

El senor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
Enmienda a la totalidad, número 102, del Gtupo Parla- 

mentario Centrista. Para su defensa tiene la palabra el 
señor Mardones. 

El senor MARDONES SEVILLA: Gracias, señor Presi- 
dente, senorias, el Grupo Parlamentario Centrista ha pr-c- 
sentado una enmienda il la totalidad a cstc provecto dc 
Ley de cultivos niarinos, solicitando su devolución al Go- 
bierno, e n  razón de tres objeciones lundamcntalcs que,  a 
nuestro ,juicio, existen en este proyecto presentado por el 
Gobierno. 

En primer lugar, lo que entendemos inncccsariedad de 
la Ley. Este proyecto de Ley, tal como viene concebido 
en su texto. es totalmente innecesario para el desarrollo 
del sector de la acuicultura, de los cultivos marinos o de 
los que tienen su asentamiento como puntos de ubica- 
ción en aquellos territorios que tienen recursos de aguas 
interiores naturales y sobre todo en los recursos artificia- 
les. N o  entendemos ni se nos alcanza cuál es la razón. de 
fondo de la necesidad de esta Ley, Ley que difícilmentc 
puede encontrarse en la legislación comparada con otros 
países; una similitud de planteamientos no existe prácti- 
camente. La norma internacional común va, bien por un 
establecimiento de reglamentos sobre lo que tienen que 
ser actividades productivas o cxtractivas. bien por unas 
limitaciones y unas exigencias propias del mundo de la 
biología animal, bien por la salubridad y sanidad para 
consumo humano de los productos que se obtienen en 
estas fuentes de alimentación, que es el verdadero fin al 
cual se dedica esta producción en cualquier país. 

N o  se encuentra, pues, una razón en Derecho compara- 
do, si lo hubiera, para ver la necesidad y la similitud de 
este proyecto de Ley en España. 

En segundo lugar, entendemos que la invocación que 
se hace, en el preámbulo o exposición de motivos de este 
proyecto de  Ley, de traerlo aquí, justificándolo en el artí- 
culo 131 de  la Constitución, creemos que es un pie forza- 
do de interpretación de las facultades que el Estado tiene 
en la planificación general de economía, porque aquí n o  
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se está planificando una actuación general de la econo- 
mía v ,  fundamcntalmcntc, porque aquí se están contcm- 
plando aspectos engañosos. a traves del titulo del provec- 
to de Lcv que se refiere a cultivos marinos. Cuando se 
estudia detenidamente el articulado de este provecto de 
Ley, nos encontramos, cxplicita e impiicitamcntc, con 
que se está hablando de otra cosa, la ciencia biológica 
moderna distingue perfectamente, a nivel de los primc- 
ros cursos de enseñanza de una Iacultad de ciencias bio- 
lógicas, lo que es un cultivo marino, en el mar, de lo que 
es u n  cultivo de especies acuicolas, que se pueden produ- 
cir, bien cn cauces de agua pública interior, como rios o 
embalses. bien en instalaciones artificiales realizadas en 
estanques dc cultiius, quc es la norma hoy dia más cx- 
tendida en los paises que están avanzados en esta tccno- 
logia. 

Por eso viene a conlundir mucho mas el legislador que 
proyecta esta norma. porque lo que dcbcria ser una re- 
glamentación de aquellos espacios públicos. podría ser 
perfectamente recogida bien en  una Ley de costas rnari- 
nas. bien cn una Ley de riberas y de estuarios. bien en  
una Ley de los cauces y afluentes de los rios o de los 
embalses, pero n o  generar un  confusionismo y ,  lo que es 
más grave, introducir u n  componcntc de intervcncionis- 
mo estatal en instalaciones puramente fisicas, que son el 
fundamento o sustrato de cultivo marino, porque confun- 
de repetidamente esta Ley lo que es la base acuífcra del 
soporte, con lo que cs la especie biolOgica del culti\u 
marino. 

En tercer lugar. señorías. nos oponcmos a este proycc- 
to de Ley porque entendemos que las competencias que 
se han señalado aqui para el Estado son intromisión en 
las competencias senaladas en los Estatutos de autono- 
mia de las Comunidades Autónomas y que, incluso pu- 
diendo admitir el principio de los articulos 131.2 y 132 
de la Constitución, el proceso tenia que ser a la inversa. 
no  generado por el Estado, sino generado por las Comu- 
nidades Autónomas, de abajo arriba, para, al final. rcma- 
tar la figura con una organización de lo que debe ser la 
coordinación de los cultivos marinos, diferenciando per- 
fectamente los aspectos biológicos de los aspccios sanita- 
rios, de los aspectos de consumo y de los aspectos pura- 
mente comerciales, donde tambien se introduce incrci- 
blemcnte este proyecto dc Ley. Así ,  vemos cómo se vic- 
ncn a regular estos aspectos comerciales por el Título V, 
pero con tal imperativo categórico de la intromisión del 
Estado en este mundo. que los aspectos comerciales se 
van a referir incluso a la obtención de licencias de trasla- 
do, pero comenzando por las prohibiciones en el traslado 
de los especimenes que van a constituir alevines, esporas, 
etcétera, del cultivo que se pretende regular aquí. 

Esto es dificil de encontrar, senorias. en una legisla- 
ción extranjera. Podrá haber condiciones sanitarias para 
estos temas, pero, desde luego, dentro del propio territo- 
rio geográfico de un Estado. vo no he encontrado en la 
legislación comparada instrumentos legales del mismo 
tenor y del mismo alcance como los que se han traído 
aqui. 

Finalmente, serlorías, para no abundar en argumentos 

expuestos por los anteriores portavoces de la Minoría 
Vasca (PNV) v del Grupo Popular, que compartimos ple- 
namente, nuestra tercera gran objeción es la tremenda 
imperfección técnica de este proyecto de Ley. N o  se nos 
alcanza a comprender. señorías, cómo con un mínimo de 
conocimiento legislativo se puede hacer una Ley en cuyo 
articulo 2:*, que más bien parecería propio del apéndice 
final de un  reglamento de cultivos, se defina lo que es el 
pre-engordc v el engorde, lo que es una jaula. Yo jamás 
lo he visto en un texto legal, en un  articulo de la Ley, 
sino al final de u n  Reglamento para especificar unas con- 
diciones tccnicas. 

Scnorias, de aprobar esto vamos a sacralizar por Ley 
lo que es el engorde y el pre-engordc, lo que es una jaula, 
un vivero o u n  criadero. Esto, señores, no soporta el mc- 
nor rigor critico de un  análisis ob,jctivo de lo que tiene 
que ser una ley y no una secuela de la misma. Por estas 
razones. señorías. entendiendo que hará falta alguna nor- 
ma coordinadora del mundo de los cultivos marinos v de 
la acuicultura, de los cultivos e n  aguas interiores públi- 
cas y privadas. de instalaciones artificiales, nos opone- 
mos a este prorvcto de Ley y pedimos su devolución al 
Gobierno para que nos llegue un texto minimamente pre- 
sentable, por lo menos en sus aspectos tkcnicos. que es lo 
que, al final, al sector, a la nación y a sus senorias debe 
in tcresar. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, senor Mardones. 
Tiene la palabra el senor Trías de Bes. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Presidente, 
señoras y señores Diputados, el Grupo Parlamentario Mi- 
noria Catalana ha presentado una enmienda de totalidad 
para la devolución de este provecto de I x v  al Gobierno 
por varias razones que intentaré exponer. 

Ya se han mencionado casi todas las razones por las 
cuales un Grupo Parlamentario puede oponerse a la tra- 
mitación de este provecto de Ley. Centraré mi interven- 
ción fundamentalmente en dos. Una, en la inconstitucio- 
nalidad del provecto de Lev; v otra, en su estructura, su 
elaboración o cornposicion técnica. 

En cuanto a la inconstitucionalidad diré lo siguiente. 
Sólo de la lectura de la exposición de motivos inmediata- 
mente surgen dudas en cuanto a la constitucionalidad 
del precepto; naturalmente de una lectura entre líneas de 
la exposicion de motivos, porque la propia exposición 
afirma rotundamente que la presente Lev respeta total- 
mente las competencias asumidas en la materia por las 
Comunidades Autónomas. Y de esta afirmación general 
es desde donde debe partir un análisis concreta del 
provecto de Lev, para ver que efectivamente desde el 
principio hasta el final, en una Disposición transitoria, 
no se respetan en absoluto las competencias de las Co- 
munidades Autónomas. 

Desde la lectura de la exposición de motivos no enten- 
demos cuál es la finalidad de la Ley, Sí la finalidad fuera 
ordenar el sector de cultivos marinos, uno entenderla 
que el Estado pretende ordenar o coordinar una compc- 



tcncia que le pucdc quedar del articulo 148 de la Coiisti- 
tución, en cuanto conipctcncia cii la actividad pcsqucia; 
pero no es asi. Resulta que el Estado. cii este ciiso. piv- 
tcndc regular una cuestión que es competencia csclusi\,n 
de las Comunidades Autónomas. Adcmiis. iio de una sola 
-ya se ha dicho aqui-. sino de casi todas l a s  Coiiiuiii- 
dadcs Autóiiomas. puesto que todas l a s  han asuniiclo cii 
sus Es t ii t u t os. 

sc clicc- L'il In csposicion clc iiioii\os que. ildclllüh. C'Oll 

c%ta  Ley se podra i~cali/.ai~ una oi~dciiacióii conipciciicial 
de los distintos orgiiiiisiiios con intereses cw la c~ostii. sin 
vulnciar las  ati.ibucioiics de los ciitcs iiutoiioiiiicos. Pues 
bicii, lo que he hace cs que 110 se oidciiii iibsuluiaiiiciiic 

dadcs Autóiiomiis. 
iiadii. siiio que sc iii\iidcii coiiipctciiciiis LIL' las C ~ i i i l i i i i -  

Yo 110 sc' -IlucslI'o ci.upo 110 Iia potliclo il \  ci~i&!liai~- 

cual Ch la i 2 L ó l l  que Ile\n al Cobici~iio il pl'csciitiii' cstc 

pro\~ccio de Le\., porque si uiiii de Ins  ix/.oiics I L I C ~ C  lu  dc* 
Ilcnai. un vacio -coi110 tiiiiibii.ii se dice e11 I;i csposicioii 
de motivos. porque no ha\. una iioriiinti\.ii actualimclii c l ~ ~  
lo que es hoy lo industria de los culti\.os niuiiiios \ la Le\. 
de Ordenación Marisqucra h a  qucdndo aiiiicuadri: I;i tcc- 
nica ha a\,aii/.ado taiito que nuestra Icpislncióii iicccsii;i. 
por lo tanto, ponerse al dia. porque Iia quedado cii\,cjcci- 
da-. cstc proyccio no niodcriiim tiada cii absoluto. por- 
que no introduce ningún concepto iiuc\'o. Por oti'a parte, 
se produce una rnc/.cla en la intcrpi.ciación que no sabe- 
mos, dcspui .~  de la lectura del primer al último iirticulo, 
cuál es la Ley principal que se aplicai'ii dcspuc's de la 
aprobaciori de este proyecto de Ley; no sabemos si este 
proyccto de Ley es la Le\. principal la Le\. de Ordciia- 
ción Marisqucra sera la suplcioria o al rc\.c's. Ya se ha 
dicho aquí por distintos oradores que, tccnicamcntc, cii 
cuanto a la norma aplicable dcspui.~ de la aprobación de 
este proyecto de Ley. no sabremos a qui. atenernos. 

Acaba la exposición de moti\us haciendo mención -\' 

nuestro Grupo Parlamentario ha estudiado si esta era la 
finalidad de la Ley- al articulo 131 de la Constitucióii. 
Y dice que este proyecto de Ley desarrolla una ordcna- 
ción económica general, y se mantiene. por tanto. dentro 
del marco legal del articulo 131 de la Constitución. 

Yo no si. s i  la pretensión es la de la planilicación gcnc- 
ral de los cultivos marinos, porque si esa es la pretensión 
del Gobierno para presentar este proyecto de Ley -des- 
de luego no se deduce de su lectura ni planilica absoluia- 
mente nada; al reves, confunde, porque dice que está 
dentro del marco del articulo 131-, iqui. se pretendía? 
i S c  pretendía coordinar o se pretendía establecer una 
norma con carácter previo para cwrdinar  la posible Ic- 
gislación de las Comunidades Autónomas en esta matc- 
ria? Antes de que estas Comunidades Autónomas Icgisla- 
ran, jsc pretende -ya se ha dicho por otro orador- una 
norma de armonización? Porque si lo que se pretende es 
una norma de armonización, hágase una norma de armo- 
nización. La Constitución lo prcvi. -va se ha hecho en 
otras ocasiones-; el Gobierno tiene en sus manos volvcr- 
lo a hacer en un sector concreto de una actividad cconó- 
mica concreta, como es en este caso el sector de los culti- 
vos marinos. Si lo que pretendía la armonización era eso, 

pues Dl.lllolliccsc coi1 Llllil LL? de ilriiiuiii/.aciUii: S I  lo que 
se pi.ciciidc es plaiiil'icni~ los CllIIivos iiiuiiiios o In iiidus- 
tria de los culti\~os iii~iriiios. Iiri&!asc por Le\. L l l l  pliin con- 
lornic al articulo i 3 i , ciCcsc* el Coiisc,jo a que se rclicrc el 
iii.ticulo 131 dc la CoiiSiiiLicióii \ cstiii'ctiios iititc ütiii pln- 
nilicacióii, poi. piiric LIC. I ~ I  Adiiiiiiisti-iicióii. dc 10 qLic SC- 

rán los cultivos iiiariiios o lii iiicliisti.ia de cu l t i \w  iiinri- 
nos en iiucstiu pnis. Todo ello iio se pi.ctcndc coi1 este 

cstrac del niisnio es que lo que se Iiucc con c'l es prccisa- 
nicntc iiiviidii. cspi.csaiiiciitc l a s  coiiipctciiiins de l a s  Co- 
niunidades Autoiioiiiiis. Y coi1 lu i.iiiiboiiibniitc ii1ii.niii- 

iianiciitc l i is  coiiipctciiciiis clc las Coiiiuiiicliidcs A~itóiio- 

nias. 
A pnrtii. de la sciiiciiciii del Tributial Coiistiiucioiial 

sobre la LOAPA iios estanios ;icohiiiiiibi.aiiclo ;I L i i i i i  iiuc\x 

diüiiic Lc\,cs scctoiinlcs iiqlisllo que iio se pudo huccr 
mcdinntc una Ley gciicixl. Si i.su es lu pi.ciciisión, noso- 
tros anunciaiiios dcsdc a1ioi.n que iiistarcnios a los o i p -  

nisnios coiiipctciitcs p x i  que iiiicrponpaii el ~ ~ c c u i w  de 
inconstiiucioníilidad contra este pi~oyccto de Ley. porque 
es nianilicstarnciiic iiicoiistiiucionnl. 

Esta alirmación de inconstitucionalidad no es una alir- 
mación gratuita de la lectura de algunos picccptos \ '  

S S .  S S .  apreciarán que está basada en la propia Ley. 
Tengamos en cuenta que los Estatutos de Autonomía. y 
el que y o  conoLco cspccialmcntc -que es el de Catalu- 
ña-, atribuyen competencia csclusiva a las Coniunida- 
des Autónomas para la materia de los culiivos marinos; 
y les atribuye competencia exclusiva con potestad Icgis- 
lativa reglamentaria de desarrollo y de cJccución, toda. 
Lo que n o  pucdc una Ley como esta es decir que se rcspc- 
ten las competencias c invadirlas; lo dice expresamente 
el apartado 1) del articulo 4:. cuando se rclicrc a las cau- 
sas por las que se extinguirá la autorización, que es .otra 
de las causas que, dentro del ordenamiento ,juridico, 
aprecien las Comunidades Autónomas al desarrollar la 
prcscntc Ley.. Ya se Ic dice que sólo podran desarrollar 
la prcscntc Ley. 

En la elaboración de otros antcproycctos, no de esta 
Lcv, y disposiciones de carácter general e n  la materia de 
cultivos marinos será preceptivo informe del Ministerio 
de Agricultura, y este tendrá carácter vinculantc. 

En todos los preceptos de la Ley supongo que cuando 
se dice que serán oidas las Comunidades Autónomas. es 
que serán oídas; cuando tendría que decir que se hará de 
acuerdo con las Comunidades Autónomas, si  t ienen com- 
petencia exclusiva en esta materia. Aquí se le impone un 
carácter vinculante a un dictamen que emitirá el Minis- 
terio dc Agricultura en futuros antcprovcctos, pero no se 
sabe bien a cuál se refiere. 

Finalmente, en la Disposición adicional primera, moti- 
vo de  inconstitucionalidad evidente, dice que lo dispucs- 
to en el Título 111 de  la presente Lev tendrá carácter 
supletorio respecto a las normas que dicten las Comuni- 
dades Autónomas. Luego sólo el Título 111 tiene carácter 
supletorio respecto de las normas que dicten las Comuni- 

proyccto clc Ley. Por l i l l l lo .  1;i liItiill~i C~oiiclLlSióll que se 

ción e11 la csposicióti de iiioli\'os clc que se 1-cspctnii plc- 

t c'cii icn Icg i sln 1 i \ 'a, q LIC es ~ l i ~ ~ l l o l l  ¡/.a 1' scc loiia I lile 11 te lile- 
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dades Autónomas, cuanto éstas tengan competencia ex- 
clusiva. Bien, de acuerdo, tiene competencia exclusiva. 
Esta Ley, en su Título 111, tiene carácter supletorio res- 
pecto de aquellas normas -es tamos  dentro de la consti- 
t,ucionalidad-, pero, señorías, lo que ocurre es que toda 
la Ley debe ser supletoria de lo que dicten las Comunida- 
des Autónomas en ejercicio de sus competencias exclusi- 
vas, no sólo el Título 111. Luego la propia Ley cae por su 
propio peso, puesto que mezcla conceptos, es inconstitu- 
cional en unos, y no sabemos qué finalidad pretende. 

Por el espíritu de la Ley, como se ha dicho antes, por el 
contenido de la misma, por su invasión de competencias, 
en definitiva, por su manifiesta inconstitucionalidad. 
nuestro Grupo Parlamentario solicita la devolución del 
proyecto al Gobierno e insta de SS. SS. que voten afir- 
mativamente su enmienda a la totalidad. Muchas gra- 
cias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Trias 
de Bes. Para turno cn contra de las enmiendas de totali- 
dad, tiene la palabra el señor Vázquez Fouz. 

El señor VAZQUEZ FOUZ: Señor Presidente, señoras y 
señores Diputados, hemos oído la defensa de cuatro en- 
miendas a la totalidad, todas ellas de devolución al Go- 
bierno, ninguna de ellas con texto alternativo que mani- 
fiestan también, de forma clara, cuáles eran las distintas 
posiciones que los diferentes Grupos Políticos han defen- 
dido en esta tribuna. 

Le ha tocado, en primer lugar y por orden de presenta- 
ción de las enmiendas, al Grupo del Partido Nacionalista 
Vasco, que en esencia ha afirmado la incongruencia que 
existe, o que puede existir, a su juicio entre el proyecto 
de Ley que hoy se presenta a debate de totalidad y la Ley 
de Ordenación Marisquera del 'año 1969. 

En segundo lugar, la razón fundamental de la defensa 
de su enmienda a la totalidad ha sido la carencia dentro 
de la Ley de un titulo específico referido a las sanciones. 
Finalmente, un tercer motivo con una referencia concre- 
ta a la omisión de deberes del pago del canon a la Ha- 
cienda pública. Todo ello, además, mezclado con algo 
que ha sido el hilo conductor de todos los Grupos Parla- 
mentarios y que yo, modestamente, desde esta tribuna 
trataré de demostrar: la constitucionalidad del proyecto 
y el respeto absoluto a las competencias otorgadas en los 
Estatutos aprobados en esta Cámara, y vigente hoy en 
cada una d -  las Comunidades Autónomas, que se tiene 
por parte de la Ley. 

El Grupo Popular ha presentado otra enmienda a la 
totalidad, que se basa en tres aspectos: en el espíritu de 
la Ley, en la oportunidad y en los principios mantenidos 
por la misma. 

El Grupo Centrista, en función de la innecesariedad de 
la Ley y también por las imperfecciones tecnicas, siendo 
éstas las dos razones fundamentales, también presenta 
una enmienda a la totalidad. Y la Minoría Catalana, co- 
mo he dicho anteriormente, ha presentado otra enmien- 
da de una manera casi exclusiva, no respondiendo al 
mandado constitucional y no respetando las competen- 

. 

cias de las Comunidades Autónomas. Este breve resumen 
vale como introducción para tratar de dar réplica a cada 
uno de los Grupos. 

Quiero decir, en primer lugar, al Grupo Vasco que la 
Ley de Ordenación Marisquera fundamentalmente es 
una Ley, como su nombre indica, para el marisco, y den- 
tro de esto especfficamente, de una manera exclusiva, 
para el cultivo de moluscos. 

Es obvio que desde 1969 hasta 1984, exactamente has- 
ta el día de hoy -14 de febrero de 1984-, la tecnologfa, 
los medios de producción, las necesidades de los pueblos, 
las circunstancias económic~sociales y políticas hacen 
que una Ley, que en su momento ya adolecía, y es cierto, 
de imperfecciones, en este se vean más acentuadas y de- 
ban ser corregidas por una nueva Ley. 

En segundo lugar, el segundo motivo de desacuerdo es 
la omisión de las sanciones. Este es un tema que puede 
estudiarse perfectamente durante la tramitación parla- 
mentaria y no parece en sí misma una grave objeción de 
fondo al proyecto. 

Está claro que algunas de las intervenciones que se 
han oído aquí parecen sin fin, es decir, a término de 
proyecto, cuando realmente lo que estamos debatiendo 
es si el espíritu de la Ley, si los contenidos y preceptos 
que lleva en su articulado contradicen de una manera 
sustancial el ordenaminto jurídico vigente, o bien, de 
una manera clara, la Constituci6n. 

Otra objeción que el Partido Nacionalista Vasco pre- 
senta es la relativa al canon de ocupación, que ya es 
simbólica en su recaudación, que se tiene en estos mo- 
mentos en unas cifras muy bajas por ocupación de terre- 
nos de dominio público. Parece más social no incluirlo 
porque normalmente los empresarios y cultivadores pri- 
vados usarán precisamente terrenos de propiedad priva- 
da; las cooperativas, cofradías y agrupaciones de maris- 
cadores lo harán en terrenos de dominio público. 

Cuando desde esta tribuna se preguntaba qué pretende 
el Gobierno con este proyecto, tengo que decir que lo que 
pretende es fomentar, impulsar y dirigir a un sector, a 
una actividad económica que otros países, y España tam- 
bién, han desarrollado. Países como Japón e Israel llevan 
un gran avance en este campo; nosotros también en zo- 
nas del territorio español, en Comunidades Autónomas 
como Galicia, Canarias y Andalucía, tenemos mucho que 
decir, y sobre todo que hacer, en relación al proyecto. 

Los objetivos del proyecto de Ley, señor Gangoiti, son 
claros y concretos. Es, efectivamente, el primer proyecto 
de Ley que el Ministerio de Agricultura, que el Gobierno 
-que es quien envfa los proyectos de Ley a esta Cámara 
en definitiva-, manda a la Comisión de Agricultura. 
.. Eso marca también una preferencia, pero no quiere 
decir que vaya a ser el único proyecto de Ley que envíe el 
Gobierno en relación con este tema -y esto ya se dijo 
tanto en el debate de investidura del Presidente del GO- 
bierno, como en el del programa electoral del Partido 
Socialista, como en la comparecencia del Ministro de 
Agricultura en la Comisión anunciando otros proyectos 
que vendrán a esta Cámara- con el ritmo, el modo y la 
manera que estime oportuno, para que los Diputados y 
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los Grupos Parlamentarios den sus criterios sobre el mis- 
mo en su momento. No es un intento de «loapizaciónu, 
no es un criterio de armonización -tal como se entendía 
en la Ley Orgánica de Armonización del Proceso Auton6- 
mic-, el que se trata de llevar a cabo con este proyecto 
de Ley; tiene finalidades más sencillas, aunque no por 
ello menos importantes. Tiene finalidades de desarrollo 
de un sector, no de coartar ni de competir con las Comu- 
nidades Autónomas. Si para las Comunidades Autóno- 
mas es este sector importante -v en la suya puede ser- 
10- y ustedes estiman que así lo es, resulta que están en 
el fin de una legislatura y a pesar de ello durante esta 
legislatura a este tema, con toda su importancia, ni us- 
ted, ni su Grupo, ni ninguna de las Comunidades Autóno- 
mas con competencias en la materia le han dado la im- 
portancia de desarrollarlo dentro de sus Parlamentos. 

En relación con la enmienda presentada por el Grupo 
Popular, y o  n o  se por dónde. de que forma, ni de que 
manera se puede ver que es una nacionalización cncu- 
bierta, ni de ningún otro tipo. No lo quiere así el Gobicr- 
no, n o  lo plantea así, de ninguna manera, el provecto de 
Ley. Está claro, por el articulo 132.2 de la Constitución, 
que los bienes de  dominio público son los mares, son las 
cotas, y eso es una cosa ya establecida previamente. El 
proyecto cnca,ja perfectamente en lo establecido en el 
artículo 131, que n o  el 21 que citó S. S . ,  que creo que se 
refiere a la equivocación y a los errores de la Administra- 
ción de Justicia en la aplicación de sus competencias. El 
proyecto da definiciones que obedecen a la racionalidad 
y que son congruentes con otros vigentes en el actual 
ordenamiento jurídico. 

Ustedes también, en la motivación escrita que han pre- 
sentado en esta Cámara, senalan como una objeción gra- 
ve las limitaciones a los extranjeros, que no son novedad 
en la legislación espanola, que el provecto mantiene con 
las cautelas necesarias que, por otra parte. existen ya en 
la Ley de Ordenación Marisqucra v están vigentes en la 
actualidad. El proyecto de Lcv no reserva en ninguna 
parte al sector público la actividad de los cultivos mariti- 
nios; mds bicn al contrario, trata de incentivar, de favo- 
recer y estimular la iniciativa privada, garantizando 
igualmcntc la libertad de empresa que mantiene el 
proyecto dc forma absolutamente clara. 

La oportunidad que tiene la Ley y o  creo que no puede 
ser puesta en duda por su serioría; mi Grupo así lo cn- 
tiende v lo afirma. El Estado se mantiene en el limite de 
sus competencias; se respetan de lorma absoluta las de 
las Comunidades Autónomas, v el Gobierno y el Grupo 
Socialista desde esta tribuna hacen ya una llamada a que 
cada Comunidad Autónoma, cada Grupo político. dcmos- 
trando en la realidad su interes por el sector, se pongan. 
corno se ha puesto el Gobierno de la nación v como hará 
esta Cámara, a trabajar y a dcsarrollar todo tipo de nor- 
mas que puedan favorecer los cultivos marinos. 

Las definicloncs ti‘cnicas v las mejoras jurídicas puc- 
don y deben discutirse en los trámites que sigan al del 
día de hoy. Esa es una característica del regimen parla- 
mentario v democrático. Al  estudiar cada articulo v cada 
cnmicnda, allí está Hper se» implícita la capacidad de 

mejora del proyecto. Son. pues, razones generales que, a 
juicio del Grupo Socialista, n o  justifican de manera algu- 
na una enmienda a la totalidad. 

El Grupo Centrista tampoco parece presentar razones 
:n su argumentación escrita, de una vaguedad suya - 
Dermítaseme la expresión- mucho mejor explicitada 
Dor el Grupo Parlamentario y por el Diputado que ha 
tenido el honor de defenderla, pero que sigue careciendo, 
1 nuestro juicio, de las objeciones de fondo necesarias 
que aconsejen retirar el proyecto de Ley y que la Crimara 
vote favorablemente su enmienda a la totalidad. N o  pa- 
rece objeción de fondo porque para ello está, como decía 
interiormente en relación con el Grupo Popular. todo el 
procedimiento parlamentario. 

N o  se puede ignorar desde aquí que este proyecto de 
Ley, si la Cámara así lo estima oportuno, irá primero a 
Ponencia. q u e  emitirá un informe, a Comisibn. donde se 

hará un dictamen. v ,  si así se decide por la Mesa, volverá 
3 este Pleno a discutirse. 

El desarrollo de los cultivos marinos tiene importancia 
para el país, y el Gobierno ha querido dársela con la 
relevancia que merece. Por su contenido v por sus fines 
:s más propio de una Ley que n o  de un Decreto o de un  
Reglamento, como ustedes han manifestado en la cn- 
rnicnda ~ U I -  c s ~ ~ i t o  y aquí en la tribuna. 

Es respetuoso tanibien con las competencias de las Co- 
munidades Autónonias. que  en el caso de Galicia. e11 el 
:aso de Cataluna, en el caso de Euzkadi, en el caso de 
4ndalucia o de Canarias está dentro de las competencias 
Ae las comunidades Autónomas, y se promulga de acucr- 
do con la Constitución y las competencias del Estado. La 
Jbligación del Gobierno es tambicn, conforme al princi- 
p i o  constitucional. desarrollar todos los sectores. 

El proyecto de Ley tiene la concreción necesaria, s in  
pcr,juicio de una mejora tticnica y de asumir en las en-  
miendas parciales las precisiones que sean necesarias o 
xmvcnientcs para los fines de la Ley. 

En relación con la última enmienda a la totalidad de 
ievolución, de l a  Minoria Catalana. tratartj de demostrar 
lo contrario con el texto constitucional en la niano. Pcr- 
rnitanic, señor Presidente, que use un e,jcrnplar que n o  
:stc en buen estado, pero creo que tiene la relc\aicia de 
nabcr sido cl primer ejemplar que  todos los españoles 
Luvicron la oportunidad de tener por primera v c ~  de 
nuestra Const itucibn. 

La Constitución cspanola admite \arias lecturas y va- 
rias interpretaciones; lo que creo que nadie puede negar 
es lo que allí está escrito y sacar de su lectura conclusio- 
nes diferentes a las que  obtiene su Grupo Parlamentario. 
Nos encontramos ya en el Título I de la Constitución, 

<(De los derechos y deberes fundamentales)), dos artículos 
que hacen, a juicio de nuestro Grupo, una referencia cla- 
ra a la constitucionalidad y al contenido que tiene el 
proyecto. El articulo 40 de la Constitución habla de «las 
condiciones favorables para el progreso social v cconómi- 
co» ,  que el Gobierno cree que sc conseguirán con esta 
Lev; mi Grupo así lo estima, asume y defiende. El articu- 
lo 45.2 dice textualmente q u e  “los Poderes públicos vela- 
rán por la utilización racional de todos los recursos natw 
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ralesn, que explícitamente también está recogido en el 
artículo 25 de la Ley sometida hoy a discusión. 

Igualmente el artículo 128.2 habla de ala iniciativa pú- 
blica en la actividad económica*. El artículo 130, tam- 
bién referenciado por S. S .  del Grupo Popular, de ala 
modernización y desarrollo de todos los sectores econó- 
micos. y ,  entre otros, cita la pesca. También el artículo 
13 I habla de la planificación de la actividad económica y 
del estímulo al crecimiento y a la riqueza. 

Paralelamente con esto podrfan buscarse, en los artícu- 
los 149 y otros de la Constitución, elementos colaterales 
sobre temas a los que también se ha referido el Grupo 
Popular - e n  los temas de costas, en los temas de defensa 
nacional, de coordinación y fomento de la investigación, 
etcktera-, que mi Grupo asimismo ha estimado y ha 
aportado como enmiendas que tienen la finalidad de en- 
riquecer la Ley y hacerla mejor. 

Se ha lanzado ante la Cámara v ante este Congreso la 
siguiente pregunta: iqué quiere el Gobierno con este 
proyecto de Ley? El Gobierno, en su exposición de moti- 
vos, señala claramente, en primer lugar, que existe una 
legislación que está desfasada y que es necesario actuali- 
zar. Eso, que es así de simple, es una de las pretensiones 
de este proyecto de Ley, sin ir más alla. 

El Gobierno dice -tambitin mi Grupo lo asume- que 
los avances tecnológicos permiten hoy cultivar especies 
que antes no  se podía ni soñar; que existen tambien los 

recursos necesarios para hacerlo; que hay técnicos con 
preparación para llevar adelante esta labor y esta tarea; 
que el Gobierno quiere impulsar, promover y fomentar 
los cultivos marinos por la necesidad de aprovechar los 
recursos naturales que hoy existen en la Nación, y por 
terminar con una situación, no  deseable. Dicha situación 
nos está llevando a que. por ejemplo, en Galicia - q u e  ha 
tenido y tiene mucho que decir en este camp- todo un 
sector importante, como ha sido el cultivo del mejillón, 
que se ha desarrollado de una manera espectacular en 
los últimos cuarenta y cinco anos, ahora necesita una 
regulación y un apoyo, un impulso que el Gobierno le va 
a dar. Al  mismo tiempo, se están aprovechando de las 
condiciones excepcionales de producción del marisco y 
se está utilizando a Calicia como un simple depósito de 
marisco extranjero, que luego se vende como nacional. 

Así llegamos a la más anacrónica de las situaciones, 
como es la de las ostras, que antaño fueron un orgullo y 
hoy casi nadie puede decir que come ostras de Galicia, ni 
siquiera producidas alli. Estas tienen su origen en Fran- 
cia, en Grecia, en Italia, en Irlanda. Los centollos tam- 
bién son de Francia, Inglaterra o Irlanda. Las langostas 
(y sk que quizá no sea una hora demasiado propicia para 
hablar de este tema, pero creo que decir las cosas como 
son no puede ser extemporáneo de ninguna forma) tam- 
bién son de Gales, de Irlanda o de Sudáfrica. 

No digamos ya lo difícil que a veces resulta probar 
simplemente una almeja con su sabor natural, porque se 
han venido desarrollando enfermedades, precisamente 
traídas con las importaciones (incluso tienen que ser so- 
metidas a depuraciones de todo tipo): insisto que al natu- 
ral, con todo su jugo, es absolutamente imposible tomar- 

las, salvo que uno tenga conocimiento directo de la per- 
sona que las cría y pueda de esa manera tomarlas. (Ru- 
mores.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Vázquez 
Fouz. Ruego a SS. SS. que mantengan silencio. (Pausa.) 

Puede continuar, señor Vázquez Fouz. 

El señor VAZOUEZ FOUZ: Muchas de las parcelas que 
podrían dedicarse a los cultivos marinos no se usan sino 
como depósitos de’ regulación de especies extranjeras, 
que van así al mercado legitimadas por una zona en cuyo 
origen el marisco ha tenido y tiene una gran importan- 
cia, que nosotros deseamos que vuelva a recuperar. 

El Grupo Socialista asume la voluntad política del Go- 
bierno y anima y estimula al mismo desde esta tribuna, 
y especialmente al Ministro de Agricultura y a su equipo 
de pesca, en estas iniciativas. (Risas v ritniores.) 

El señor PRESIDENTE: ;Silencio, por favor! 

El señor VAZOUEZ FOUZ: Parece algo muy natural, 
pero es algo que a veces ha sido todo lo contrario, porque 
de algunos de los que más se ríen podría señalar la antk- 
dota de que desde esta tribuna, cuando estaban en el 
Gobierno, las iniciativas que presentaban tenían sentido 
contrario. 

Pienso también que hav que recoger en el provecto de 
Ley las conclusiones de la Conferencia Técnica de la FA0 
de Kvoto Y Venecia en 1981. 

Mi Grupo propone tambitin que la revolución indus- 
trial que ha de llevarse a cabo en el medio marino signi- 
fique la transición al cultivo v a la cría, que sustituva a 
la actual depredación. Hay que apoyar la investigación y 
desarrollo de las tecnologías: hay que fomentar los culti- 
vos, racionalizar e industrializar su explotación. Esto n o  
sólo evitará el agotamiento inútil de los recursos. sino 
que ha de aumentar el rendimiento de los mismos, para 
que con ello el nivel sociwconómcio de las poblaciones 
que siempre han tenido en el mar una fuente de riqueza, 
de trabajo y en definitiva de bienestar, puedan seguir 
manteniendo v iva  esta esperanza. 

Resumiendo, creo que ha quedado demostrada, o he 
querido demostrar, la constitucionalidad del provecto v 
su respeto por las atribuciones v competencias de las 
Comunidades Autónomas, que es un proyecto convcnicn- 
te, necesario, en el que, a nuestro juicio, no se han visto 
grandes objeciones de fondo que no puedan ser algunas 
de ellas asumidas e incorporadas al texto del proyecto de 
Ley, perfeccionando el mismo. 

Por esto pido que se retiren las enmiendas a la totali- 
dad; y en su caso, de no retirarse, pido a la Cámara el 
voto negativo a dichas enmiendas, que es a su vez un 
voto afirmativo al desarrollo de un  importante sector al 
que todo el mundo ve con posibilidades de futuro, y por 
el que desde luego el Gobierno, y el Grupo que le apoya, 
el Socialista del Congreso, apuesta de una manera clara 
y fuerte. 

Nada más y muchas gracias. (Aplausos.) 
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El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Vázquez Fouz. 
El señor Gangoiti tiene la palabra para réplica, por un 

tiempo máximo de  cinco minutos. 

El señor GANGOITI LLAGUNO: Muchas gracias, señor 
Presidente. Me felicito del optimismo que el portavoz del 
Grupo Socialista ha mostrado al final de su intervención 
respecto al sector pesquero señalando que es un sector 
que tiene mucho futuro. Precisamente por eso es por lo 
que en nuestra exposición hemos dicho que echábamos 
en falta que, después de  más de un año de legislatura, a 
pesar de los grandes problemas que afectan al sector, 
hasta ahora no se haya debatido ningún provecto en esta 
Cámara. 

El portavoz socialista nos decía que se ha tratado úni- 
ca y exclusivamente de una preferencia y que, en conse- 
cuencia, se ha traído en primer lugar este proyecto de 
Ley de cultivos marinos. Yo creo, al hilo de las palabras 
que ha repetido al final, que el futuro del sector pesqucro 
depende de medidas mucho más profundas v de una se- 
rie de medidas que están contenidas en el programa so- 
cialista, como son la reforma de estructuras comerciales 
o la reforma del FROM, para acercarlo al FEOGA comu- 
nitario. Esas medidas no se han dado hasta ahora. Dudo 
mucho que se den a lo largo de este ano, puesto que en 
los Presupuestos n o  se ha contemplado unas partidas pa- 
ra hacer lrcntc a esa situación. 

Respecto al proyecto de Ley de cultivos marinos y a la 
falta de rigor tkcnico del mismo, el portavoz socialista no 
nos ha aportado nada nuevo. En lo que se refiere a que 
n o  invade las competencias de las comunidades Autóno- 
mas tenemos que decir claramente que esta Ley invade 
las competencias de las Comunidades Autónomas; que 
estamos, una vez más, ante un nuevo intento de <(loapiza- 
ción,,, y que,  desde luego, como se ha dicho aquí, la LOA- 
PA, que n o  se pudo aplicar de golpe, se está aplicando 
sectorialmente. 

En este sentido se puede hac.ci. r-elcrcncia a la letra f ) ,  
del artículo 4.", del proyecto del <;obicrno, que me parece 
que es bastante claro; así coi110 al wtículo 30 en el que se 
scnala, v leo textualmente: 1 1 .  .. con objeto de facilitar 
tambikn la coordinacibn entre las distintas Comunidades 
Autónomas, se constituirá en la Secretaria General de 
Pesca Marítima. una Junta Nacional Asesora de Cultivos 
Marinos, dc la que formaran parte todas las Conscjcrias 
de Pesca y e n  la quc será oido el sector de cultivos mari- 
nos >>. 

Si esta es una competencia de las Comunidades Autó- 
nomas, n o  se puede obligar a que estas Comunidades 
Autónomas tengan que formar parte de una .junta, a ni- 
vel estatal, para una coordinación de la labor de esas 
Comunidades Autónomas. 

Por último, al principio de su intervención el portavoz 
socialista se quejaba de que ningún Grupo Parlamentario 
había presentado un tcxto alternativo. Me parece que el 
tcxto alternativo se desprende muy claramente de las 
intervenciones de todos los Grupos Parlamentarios. Se 
trata de que las Comunidades Autónomas, de acuerdo 
coii la ConstituciOn. legislen ellas mismas. 

El señor PRESIDENTE: El seilor Montesdeoca tiene la 
palabra, por un tiempo de cinco minutos. 

El señor MONTESDEOCA SANCHEZ: Señoras y seño- 
res Diputados, voy a decir unas breves palabras para 
replicar al portavoz del Grupo Socialista puesto que, a 
nuestro juicio, las intervenciones de todos los Grupos 
Parlamentarios de la oposición han dejado perfectamen- 
te claras las posturas y fundamentos de las respectivas 
enmiendas a la totalidad, con el fin de que el proyecto de 
Ley sobre cultivos marinos sea devuelto al Gobierno. 

Quisiera replicar brevemente al portavoz del Grupo 
Parlamentario Socialista, en el sentido de que no ha teni- 
do  argumentaciones de ninguna clase para desvirtuar las 
razones fundamentales que todos los Grupos Parlamen- 
tarios hemos esgrimido y en las que, además, hemos 
coincidido: la falta de competencia, por parte del Estado, 
para legislar en materia de cultivos marinos. El Estado 
shlo puede planificar o, de acuerdo con el artículo 149.13 
de la Constitución, sólo puede promover las bases v coor- 
dinación del sector. Lo que el Gobierno debía haber re- 
mitido a las Cortes Generales era un provecto de Lev en 
el que coordinara, como una especie de marco global, 
este sector de cultivos marinos, pero en ningún momento 
debía haber remitido un provecto de Lev que da la im- 
presión de que es una norma reglamentaria por su ca- 
suismo v por lo que tiende a regular de una forma con- 
creta ? minuciosa. 

De otro lado. y con ello quiero terminar, el portavoz 
del Grupo Socialista no ha tenido tampoco, ni ha cxpucs- 
to. argumentos sólidos para combatir todos y cada uno de 
los razonamientos que ha expuesto tanto nuestro Grupo 
Parlamentario como los restantes Grupos de la oposi- 
ción. 

El propbsito de nuestro Grupo Parlamentario no es que 
se coordine el sector de cultivos marinos -un sector im- 
portantísimo y alternativo para la actividad pcsquera-; 
lo que nuestro Grupo pretende es que este proyecto de 
Ley concretamente debe ser devuelto al Gobierno, para 
que sea remitido un nuevo proyecto de Ley que sí este 
dentro de la competencia exclusiva del Estado y no inva- 
da las competencias que son exclusivas del Estatuto de 
todas las Comunidades Autónomas del Estado español; 
no  es. como el portavoz del Grupo Socialista ha dicho, de 
algunos Estatutos de las Comunidades Autbnomas, es 
que la acuicultura está recogida como competencia ex- 

clusiva en todos y cada uno de los Estatutos de las diecisie- 
te Comunidades Autónomas; no es en alguno de los Estatu- 
tos, es en todos los Estatutos de las Comunidades Autóno- 
mas. Por ello, nuestro propósito fundamental al formular 
la enmienda de totalidad es que este provecto de Lev de 
cultivos marinos sea devuelto al Gobierno y se remita un 
provecto de Ley marco, un proyecto de La? global en el 
que. de acuerdo con lo que señala- la Constitución en cuan- 
to a competencia exclusiva del Estado, este propugne las 
bases correspondientes para coordinar la normativa de 
cultivos marinos, pero quien tiene que regularlo espccífica- 
mente son todas y cada una de las Comunidades Autóno- 
mas. De no hacerlo así, el Gobierno incurre en inconstitu- 
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cionalidad, como lo ha especificado el propio Tribunal 
Constitucional en la sentencia a la que antes hacíamos 
referencia al defender la enmienda de totalidad. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Montesdeoca. 
Tiene la palabra el señor Mardones, por tiempo de cinco 
minutos. 

El señor MARDONES SEVILLA: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. Señorías, en mi contestación al señor 
Vázquez Fouz debo comenzar diciendo que, en cuanto a 
la refutación que ya  se ha hecho por los dos portavoces 
que me han precedido en el uso de la palabra, a las mani- 
festaciones del señor Vázquez Fouz nuestro Grupo no 
presentó texto alternativo por entender innecesaria la 
Ley, aparte de la incompetencia que entendemos del Es- 
tado para regular esta materia. Esa es la raz6n obvia y 
fundamental en que se basa esa carencia de un texto 
alternativo. 

En segundo lugar, vamos a dar por supuestos los razo- 
namientos que aquí hemos expuesto los enmendantes a 
la totalidad al pedir su devolución al Gobierno y el envío 
de un texto más pertinente y adecuado constitucional- 
mente, y sobre esto debo añadir lo siguiente. El señor 
Vázquez Fouz ha utilizado un ejemplar de la Constitu- 
ci6n en muy mal estado por el uso. Lo que quisiera es 
que nuestra Constitución no se deteriorara interiormente 
por apoyarse en ella para dar cabida a estos proyectos de 
Ley. 

En tercer lugar, precisamente, aunque pueda perder la 
votación, hay tres cosas que no quiero perder, que son: la 
razón, el tiempo y el sentido del humor, porque uno de 
los argumentos que eran esgrimidos por mí desde la tri- 
buna de oradores sobre las deficiencias técnicas de este 
proyecto de Ley, me permite hacer el panegírico desde el 
sentido del humor, señorías: ahora nos hemos enterado, 
al escuchar su intervención, que va a haber langostas 
legales o ilegales. 

Vuelvo al artículo. El artículo 2.", que sobra totalmen- 
te -insisto, cualquier proyecto de Ley debe remitirse a 
reglamentos y a letra menuda-, es digno de sonrojo pa- 
ra el equipo de pesca, invocado por S .  S . ,  que lo ha re- 
dactado - d i c h o  con la mayor seriedad, pero con un con- 
tenido de humor- cuando se ha llegado aquí a proponer 
definiciones de rango de Ley por las cuales los españoles 
que quieran comer una determinada especie de cultivo 
marino van a tener que someterse a que esté engordada o 
preengordada, como dice la Ley, porque me parece un 
intervencionismo, señorías, que es más bien propio de 
una novela de Julio Camba, donde el sentido del humor 
puede impregnar todas las definiciones. 

Donde el redactor también se luce -y no digo ya en el 
castellano impresentable que utiliza- es cuando viene a 
definir la puesta o desove. Se lo voy a leer a SS.SS. 
porque es de antología. Dice así: *La acción de liberar 
las especies marinas al agua sus huevos, larvas o espo- 
ras,. Se supone que antes de la puesta o desove, acto de 

la paridera' de cualquier especie biol6gica viva que se 
reproduzca sexualmente, salvo que se esté refiriendo a 
los percebes u organismos hermafroditas, habría que 
prejuzgar que el legislador, antes de la cuesti6n parito- 
ria, tendría que definir la cuesti6n de la c6pula, que lo 
viene haciendo aquí metafísicamente cuando habla de 
los cultivos marinos que están antes de la puesta o deso- 
ve, y lo dice con un texto verdaderamente digno de un 
convento de ursulinas: aLa realización de las acciones y 
labores apropiadas para la reproducci6n o crecimiento 
de alguna o varias especies de la fauna y flora marina*. 

Señores, con esta antología sobran mis argumentos pa- 
ra reafirmarse en mi petición de devolución. (Risas.) 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Mardo- 

El señor Trías de Bes tiene la palabra por un tiempo de 
nes. 

cinco minutos. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Senor Presidente, 
señoras y señores Diputados, cuando he visto que el se- 
ñor Vázquez Fouz subía a la tribuna, estaba convencido 
de que era para anunciarnos el voto favorable del Grupo 
Socialista a las enmiendas de devolución; no ha sido así. 
De todos modos, el señor Vázquez Fouz, en su interven- 
ción, no ha aportado ningún argumento que nos convcn- 
ciera en cuanto a la inconstitucionalidad del texto. Senor 
Vázquez Fouz, usted nos ha dicho que como ninguna 
Comunidad Autónoma ha legislado en la materia, cl Co- 
bierno legisla e invade sus competencias. Esto no cs nin- 
gún argumento, señor Váquez Fouz. 

Para seguir en el tono que ha introducido el senor Mar- 
dones, voy a citarle algunos ejemplos. Uno es de carácter 
técnico, para que vea S .  S. que no eran caprichosas las 
acusaciones de falta de rigor en esta Ley. Por ejemplo, en 
la Disposición transitoria se dice: u La ordenación de los 
cultivos marinos se regirá por esta Ley...,, muv bien. u . . .  

desde su entrada en vigor...)), por supuesto, «... y por las 
Disposiciones derivadas de la Lev 59/1969, de 30 de ju- 
nio, en todo lo que no se oponga a la presente Ley,. De 
acuerdo. Antes se había dicho que esta Lev era supletoria 
de la Ley de Ordenación Marisquera y ahora se dice que 
no. Sigue diciendo la Disposición transitoria: u ... y en 
tanto el Estado y las Comunidades Autónomas no dicten 
las correspondientes normas de desarrollo.. Es decir, 
cuando el Estado dicte una norma dc desarrollo, cuando 
cualquiera dicte una norma de desarrollo, entonces, iqué 
pasará? ¿Esta Ley no estará en vigor? Entendido. El ri- 
gor técnico S .  S. lo apreciará. 

Otro aspecto de esta Ley. Cuando habla de las concc- 
siones o autorizaciones dice que se extinguirán por diver- 
sas causas, una de ellas *por vencimiento del plazo de 
otorgamiento,. De acuerdo, se entiende; otra, *sin haber 
solicitado su prórroga*. También se entiende; pero luego 
dice a . . .  o sin abonarse la multa que se impusiera por tal 
cusan. ¿Qué pasa? ¿Que cuándo vence y se impone una 
multa, si no se paga la multa también vence? Su senoría 
comprobará que de la lectura no se entiende nada, 

' 
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Para seguir en el tono anterior, y 1ambii.n querría, 
scnor Prcsidcnic, que  me permitiera citar a lguna dclini- 
cibn que a mi me preocupa. 

El señor PRESIDENTE: Estamos en enmiendas a la 
totalidad, no en  temas de detalle. 

El señor TRlAS DE BES 1 SERRA: Si, scnor Prcsidcn- 
te, pero con ello se rcl'lc,ia la totalidad dc la Ley. 

En el articulo 22 ,  señor Vái.quc/., por c.jcmplo, hay una 
dclinición preciosa, que el señor Maidoncs no ha citado, 
pci-o que yo lo \'o? a hacer. 

El articulo 22 dice: «El traslado de huevos, esporas o 
individuos de talla no conici.cial, e n  cualquier lasc \,¡tal. 
sólo se autori/.aril con lincs de cuIti\ 'o>~. IRi.sci.s.l 

Señor Presidente, a nii estas dclinicioncs, por mi csta- 
tura, sicniprc nic hati preocupado (Ri.s<i.s.),  \ '  en una Le\ 
dc Cultivos Marinos toda\,in más. /Ri.sti.\.) 

En dcliniti\.a, \'o cii mi intcr\~ciicióii, scnoi' Prcsidciitc, 

bicriio con este proyecto de Le\.?. no se nic tia contcsta- 

dido una gran opoi,tuiiidad porque esto\' convencido de 
que tiubii.i.anios sabido lo q u c  prciciidc el Gobicriio con 
toda clnriclad si el señor Miiiistiu hubiera subido íi la 
tribuna para csplicai. el proyccto de Le\.. 

hc liin/.iido una pi.cpiiiitü 211 iiiic: LqUC; pictciidia el Go- 

do. LQuC; pi-ctciidc el Gobiciiio:' C ~ U J  que íiqLii  sc hii pci-- 

Muchas grac i i i  s .  

El sciioi. PRESIDENTE: Para rC.plic;i, poi. cinco iiiiiiu- 

tos.  ticiic la  palabra el sciioi. V á q u c / .  

El señor VAZQUEZ FOUZ: Muchas grncias, señor Prc- 
si den te . 
Yo, sclior G~ll lgoi l i ,  so' oplii11isl;i por l l ~ l t l l r ¿ l l c ~ a ,  por 

L I l l  Indo; por otro lado. tciigo licccsai~iaiiiciilc que SCl' op- 
Iiii1ist;i puesto qLtc ciilrclitc de iiii cas;i I iav  L l l l  scctor 
niu\. iiiiportaiitc de CLII 1 ¡\.os I11¿1ri1los \ ' ,  pi~~lc~tic~l l i ic i i ic ,  

;iuiiquc Iiii?.¿l el1 ii1g1iii caso l l lol i \~¿lclo lus I.is;Is clc la Cii- 
l l ~ a r ~ l ,  \'e0 cI'cccI' clcscls los Iiuc\.os l i a h l n  los pi~oClLi'~1os 

colllcl'c i a les toclos los cu I I i \ 'OS 111;i ri 110s. 

Creo el1 el sccloi' pcsqtic~i'o co1110 sccloi~ clc 1111L11.o. "o 
1 1 0  tic ncgndo cn ningllii iiioniciilo qLlc SLYI Llll SCC~lUi' C ' U I l  

pioblciiiiis. iii iiiüclio i i lC i iob,  \ t ~ i i g o  coiil.iiiii/.ii C I ~  cl Go- 
Ilicriio de qLic prccisaiiiciitc csiá aboi.claiiclo coi1 sci.icclncl 
\ rigoi. esos prublciiins \ '  que Ics C S t i I  clnilclo las solticio- 
I1CS que rcquici~c, íIUIIqLIe niLIcIlils \'eccs puilc clc ellas no 
csiliii elciiii~o de sus pos,ibiIid;idcs pol-qlic clcpcildcli l i l i i i -  

bici1 de IcI'ccros paises, \a qLlc esto 1 1 0  es L I l l D  cosii cloiirlc 
úiiicaiiicnic los cspnñolcs cii c.1 coiicici-10 iiitcriiaciolinl 
iiiipoilgaiilos nucstrli \'o1 de lli~lllcl'il csclLlsi\~n. 

La Le\. ticnc el rigor 1C;cIiico \ '  cl'co que 110 Ii¿i\. -Iic 
a prc lid i do d u I'íl 11 l c SLI el i scri ;le¡ 011 I ;I pa I ¿I b ra " IUiI p i Ll- 

tLirnlc/.n: es iiiLiclio l i l a s  sencillo \ \o el1 cscs sciiticlo ieii- 

clri. que coilsult~ii' por si tciigo L111¿1 loiiopaiia o ilcccsilo 
¿ilgúii logopcdn, porqLic i~calI l lcI l Ie 110 sc' si se nic ciiticii- 

de lo que digo. pero CI'eO que Iia Iiablatlo C'Ol l  bnslaillc 
c I íI I'i dad . 

cióiim-. iiisisio u i i a  iiiiis, i i i i i p i i i  i i i i c i i io  LIC LW;I n;i- 

Por otra parte, yo no confundiría. y pucdc ser deseable. 
la reforma del FROM. N o  si. si este tema lo hemos dcba- 
tido, pero no ticnc nada q u e  ver con el FEOGA de la 
Comunidad Económica Europea. 

Yo Ic diria al representante del Grupo Popular q u c  se 
leyera la Ley. N o  hc citado algunos de los argumentos 
que emplea porquc simplcmcntc me daba un poco de 
vergüenza ajena -no si' si será la palabra exacta-, 
puesto que estamos hablando de la Ley de Cultivos Mari- 
nos, \ citar que cstá recogido en todos los Estatutos co- 
mo el de la Comunidad de Madrid, la Comunidad de La 
Rio,ja, la Comunidad de Castilla y León, que no tienen 
mar, me parecia un poquito al niargcii de uiia Ley de 
Cultivos Marinos carcntc de bastante rigor como argu- 
nicnto para emplear aquí. 

Estamos en una Ley de C u l t i \ x ~ s  Marinos. Creo que 
ternbii.n hal .  una cierta conlusión en los conccptos, de tal 
manera que cii enmiendas parciales presentadas, prcci- 
samcntc algunos de los Diputados de su Giupo quieren 
ampliar a 1;i ;icuicultura terrestre, a la acuicultura conti- 
nental. el iinibito de la Ley; no sólo no rcstriiipii.lo por 
in\,asión de las competencias de las Comunidades Autó- 
nomas, sino ampliarlo a lo que si es de manera clara 
competencia de Ins Coniuniclnclcs Autonoiiias. 

Nosotros no quci.cnios coordinar con este proyccto na- 
da. Creo que hc cliclio con claridnd lo que  el Gobierno 
pi.ctciidc. lo que el Ciupo Socialista asunic \ dclicridc en  
csta ii.ibuiiii. liisisiu una \.CL iiiíis. usicdcs pobiciman tres 
Coniuiiicliidcs Autóiioiiiiis cuii coiiipctciicias iiiai-¡timas 
-Biilciii.~*s. Iii Coiiiuiiidad dc Ciiiiiiibi.iii \ Galiciii-, \ CII  

liiiiguii~i de c~llirs (el1 U l l i l  dc cll¿is \ ¿ l  Iiii pusiido c1 ccu;i- 

qLic licilc. nic iiii~c\~ci.ili ;I decir, \ . i in l  iiiipoi~lnricin. 

Crii i iai~a.  Al1oi.a 110 nos ti~aslaelc LiSICd de L l l l  gallego adiiii- 

doi- anipliaiiicntc la Icgislatuix) han tocado este ~ c m a  

Scñoi. Mni~doiics, c\.idciit c l l l C l 1  te el se11 1 iclo de I Ii LI iiloi' 

no sc debe p~i-dci.  CI'LU quc ha sido consustancial en esta 

i.:iblc. n i L i \  ccrc;~ taiiibiC.ii de cloiidc \'o \.¡\.o, coiiio Julio 
Caniba, al iiiuiido de Alicia cii el Pais de las Mai.a\,illas. 

El p i o \ ~ c ~ c ~ í c )  del Gobicriio coiiiiciic :ilg~iii;is CLieStioiics 
que se pucclcii iiic,jorar, El Giupo Socinlisia ha aportado 

bii.ii. c iiisisto cii lo qLic Iic clic~lio c l~sdc  lii ii.ibüiiii; CI 
unas cuniilas. su Grupo. l~ii~iiiadns por usted iiiisiiio. lit l l l-  

i'cslo clcl i i ~ a i l i i i c ~  pai~lailicilrni~io di1.a al I'innl CUi i l  es lil 

\~ci.dadcia chilclitud. el alcaiicc \ el coiitciiiclo de la L e \ ,  
\ il cllo l l l C  i~clllito. 

l a s  di lci~cii ' i is el1 la i~cpi.oelLiccióii clcl iiiuiido aninlal al 

que los biólogos clistingLtci1 con prccisibn, iiciicii que 

No iciigii ~isictl soiiiujo por lo que ha leido cii cuaiito ;I 
l as  dcl'iiiicioiies, qLic cstiiii bicii. E\.idci1tciiiciitc. h a \  cicr- 

niuiido iciiológico, \ ciitoiiccs esas clilcrcncias de niati/.. 

quedar recogidas i a l  y con10 csiíiii en la Le!., q u e  no es 
una rclcrciicia preciosa. sclior Tiias de Bcs. sitio precisa; 
la «o» sct Ic ha colado a usted e11 csts caso. La rclcrciicia 
que USI'd ha leido es Ullil i.cIci.cncia ptccisa \ '  t icnc un 
coniciiido clriio. Tal ve1 Ic diria que prccisanictitc lo q u e  
se trata col1 ello es de pi'cscr\'ar las 1.iquczas y los rccur- 
SUS naturales. inipedir. de alguna niancra (como iairibic'n 
prctciidcn alguiios otros ai.ticulos de la Ley). el C U l t i \ ~ O  de 
especies de lucia de nuestras lrontci'as, que lo único q u e  
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han traído (como, por ejemplo, recordaba tambien con 
un Diputado del Grupo Popular esta mañana la conver- 
sación con una ilustre patóloga de la Universidad de  
Santiago), es que la enfermedad de la ostra [(Bonamiae 
Ostraew causa en estos momentos mortalidad en los cul- 
tivos marinos del orden del 90 ó 95 por ciento de la 
población cultivada. 

Usted convendrá conmigo en que el Gobierno no  puede 
permanecer impasible ante hechos de esta naturaleza. 
Luego insisto una vez más en el respeto v en las diferen- 
tes lecturas que puede tener la Ley, pero en el respeto 
absoluto que el provecto tiene por las competencias de 
las Comunidades Autónomas. 

El señor PRESIDENTE: Vaya terminando, señor Váz- 
quez Fouz. 

El señor VAZQUEZ FOUZ: Sí, señor Presidente. 
Efectivamente Los Estatutos recogen esas competen- 

cias en materia de acuicultura v marisqueo, que n o  son 
exclusivamente sólo los cultivos marinos. Yo creo que los 
cultivos marinos van más allá. La Lev es respetuosa con 
ello, de tal forma que todo Título VI1 de la Lcv recoge 
claramente esa intención, v así el artículo 30 reniarca 
que ha de realizarse, sin perjuicio de las facultades asu- 
midas por las comunidades Autónomas. Eso lo dice la 
Ley. Igualmente dice la Disposición adicional que las 
concesiones y autorizaciones del Titulo 111 de la Ley son 
de aplicación supletoria sobre las normas que puedan 
dictar las comunidades Autónomas: v ,  finalmente. tam- 
bién la Disposición transitoria insiste en que la Lev ten- 
drá vigor en tanto las Comunidades Autónomas no dicten 
sus propias disposiciones. 

Si de  todo esto usted no deduce el respeto más absolu- 
to del proyecto a las competencias de las Comunidades 
Autónomas. probablemente sea necesario hacer un 
mayor esfuerzo, que el Grupo Socialista se compromete a 
hacer en las siguientes tramitaciones, tanto e n  ponencia 
como en Comisión. 

En consecuencia v por los argumentos expuestos, pido 
a la Cámara el voto negativo a las enmiendas de totali- 
dad y, por tanto, que el provecto de Lev siga su trámite 
parlamentario. 

Muchas gracias. (Algunos senores Dipurados: ;Muv bien! 
El senor López Raimundo pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Vázquez Fouz. 
¿Con qué intención pide la palabra, señor López Rai- 

mundo? 

El señor LOPEZ RAIMUNDO: Para fijación de posicio- 
nes. 

El señor PRESIDENTE: Debia de haberme pedido la 
palabra antes de  la réplica. 

El señor LOPEZ RAIMUNDO: Lo he hecho pero no me 
vio, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Lo ha hecho con poca energía, 
señor López Raimundo. Tiene la palabra. 

El señor LOPEZ RAIMUNDO: Gracias, *.eñor Prcsiden- 
te. 

Señorias, a sugerencia de nuestros amigos de Galicia, 
los Diputados Comunistas desde el Grupo Mixto había- 
mos reclamado que esta Lev viniera por fin a discusión. 
por considerarla necesaria por tres tipos de raLones prin- 
Lipales: primero, para regular e impulsar una actividad 
que constituve una importante fuente de riqueza v de 
cmpleo; segundo, para evitar danos al medio natural, 
que va se están produciendo y que pueden aumentar si 
n o  se regula esta actividad: v ,  tercero, para protcgcr a los 
ciudadanos españoles frente a los extranjeros, y a coní'ra- 
días v cooperativas de trabajadores lrentc a multinacio- 
nales v grandes empresarios e n  una actividad que tiene, 
como hemos dicho, grandes posibilidades de desarrollo. 

De la importancia del sector da  idea el hecho de que 
sólo en Galicia el cultivo del mcjillón da cmplco a 15.000 
personas, v son más de 50.000 las que sc dedican al ma- 
risqueo en los meses de temporada. Esta Ley debería 
servir para proteger y mejorar las condiciones de trabajo 
y los ingresos de esta población. asi corno para íorncntar 
la crcaci6n de nuevos empleos en el  sector. Suponiendo 
que el provecto de Ley se aprucbc, cntciidcmos quc debe- 
rrin tomarse las medidas complementarias necesarias pa- 
ra que la preferencia que se propugna en la concesión 
para las cofradías de pescadores y cooperativas no sea 
formal, v estas reciban los creditos y ayudas necesarios 
para competir con las grandes empresas, que intentarán 
sin duda monopolizar el  sector. 

Muy importante será, si la Ley se aprueba. que el Go- 
bierno respete las competencias de las Comunidades Au- 
tónomas en la materia. v evite que las limitaciones quc el 
proyecto de Ley establece se conviertan e n  fuente de con- 
flictos entre el Gobierno v Las Comunidades Autónomas. 
A este fin esperamos que la coordinación entre el Minis- 
terio de Agricultura, Pesca y Alimcntacibn y los órganos 
de las Comunidades Autónomas que se preven en el arti- 
culo 20 asegure, no sdo que n o  habrá en este terreno 
guerra de competencias, s ino que habrá una conjunción 
de esfuerzos para que los cultivos marinos se desarrollen 
al máximo sin dañar a otros sectores productivos ni u1 
medio natural, y para que la maricultura efectúe su par- 
ticipación en el producto interior bruto v en la promo- 
ción de  puestos de trabajo. 

Por ello, los Diputados comunistas del Grupo Mix to  
votaremos a favor del proyecto de Lcv. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, senor Lópcz Raimun- 
do. 

Terminado el debate de totalidad, vamos a proceder a 
la votación. 

Votación de las enmiendas de totalidad de devolución 
al Gobierno del proyecto de Ley de Cultivos Marinos del 
Grupo Parlamentario Vasco (PNV). del Grupo Parlamen- 
tario Popular, del Grupo Parlamentario Centrista v del 



Grupo Parlamentario de la Minoria Catalana. Comienza 
la votación. íPuitsu.l 

Efectircrdu Icc voruciúri, dio el sigirierite resirltudo: Votos 
erriitidos, 280; u /uvor, 97; eri coritru, 180; uhstericiortes, 
tres. 

El scnor PRESIDENTE: Quedan ixchazadas las en -  
miendas de totalidad, y de este acuerdo del  Pleno de la 
Cámara procede dar traslado a la Comisión corrcspon- 
diente para que continúe la tramitación. 

- AL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS PARA LA RE- 
FORMA DE LA FUNCION PUBLICA 

El scrior PRESIDENTE: Enmiendas de totalidad al 
proyecto de Lcv de medidas para la rclorma de la Fun- 
ción pública. 

Enmienda5 del Cii~.~po Paihmcntario Centrista, del 
Grupo Parlarncritai-io Populai.. del Grupo Parlanicniario 
Mixto, del sciioi. BaridrCs. y del Grupo Popular. scnor 
Guimón. De texto  alternativo las del Grupo Popular y las 
del  Mixto .  

La Mesa de la Comisión ha adniitido únicamente las 
enmiendas núriicius 27,  del Grupo Parlamentario Ccn- 
trista; 138, del Grupo Parlarncntai.io de la Minoria Cata- 
lana; I9Y, del Grupo Parlamentario Vasco, y 316 v 317, 
del Grupo Parlamcntaiio Popular. Han sido rechazadas 
las enmiendas nunicro 28. del scnor BandrCs; número 
117, del  scnor Pc'rc~ Royo. y 246, del scnor Guimbn, por 
no ser a.justadas a l  Reglamento al haber sido presentadas 
a titulo individual por los senores Diputados. 

Para presentar el proyecto tiene la palabra el señor 
Ministro de la Presidencia. 

El scnor MINISTRO DE LA PRESIDENCIA (Moscoso 
del  Prado y M u n o ~ ) :  Señor Presidente, señorías, tengo el  
honor de cumplir con e l  trámite. llamado de coricsia 
parlamentaria, de presentación de la Ley de medidas pa- 
ra la ido rma  de la Función pública. Y lo hago con sumo 
gusto porque cnticndo que L'sta es una  Ley indispensable 
para aconictci. el proceso de rclorma de la Administra- 
ción que, como es sabido. es un proyecto ineludible del 
Gobierno y estaba en el programa del Partido Socialista 
en las últimas conlroritacioncs electorales. 

La Ley cuyo debate se inicia en este momento consti- 
tuve, a ,juicio del Gobierno, un instrumento indispcnsa- 
blc para la rclorma de las Administraciones públicas. 
Constituye, digo. u n  instrumento indispcrisablc. pero n o  
el único instrumento que es preciso traer a esta Cámara 
para conseguir una cficaL i d o m a  dc la Administración 
española. 
Es sabido que ya han venido a esta Cániara algunos 

provcctos de Lcv, concretamente dos proyectos de Ley de 
incompatibilidades: uno. referido a las incompatibilida- 
des de los altos cargos, que va está en vigor y producicn- 
do sus clcctos. v un segundo, rclcrido a las incompatibili- 
dades de los Diputados y Senadores, que si bien ha ter- 

minado su trámite parlamentario, se encuentra en este 
momento en e l  Tribunal Constitucional, pendiente de la 
resolución de un recurso previo de inconstitucionalidad. 
Además de estos provectos y de la Lev cuvo debate se 
inicia en este momento, está va en la Cámara v en el 
orden del día de esta semana un provecto de Lcv de in- 
compatibilidades en la Función pública. 

insisto que será preciso traer muchos más instrumcn- 
tos para conseguir una clicaz reforma de nuestra Admi- 
nistración. Será preciso, en su momento, reformar el pro- 
ccdimiento administrativo, simplificándolo. Será preciso 
igualmente rclormar las estructuras orgánicas de nuestra 
Administración. particularmente del aparato central de 
la misma, dando entrada a organizaciones administrati- 
vas nuevas que surgen al amparo de problemas que han 
de ser considerados desde proyecciones nuevas. Hay al- 
gunas entidades administrati\as que habrá que reformar 
y otras, como digo, que crear: como pueden ser las que se 
rclicrcn a la administracióri del mar. que en este momen- 
to se encuentra dispersa en distintos Departamentos mi- 
nistcr-ialcs, o a la  Administi.acion que se ocupa de este 
tenia lan preocupante para todos. cual es el tenia del 
nicdio airibicritc, que igualniente es una responsabilidad 
compartida por distintos Departamentos ministeriales. 
Será preciso tambicn -y espera el Gobierno poderlo ha- 
cer en pronta Iccha- presentar una  Ley de rCgimen juri- 
dico de la Administración del Estado. Será preciso. adc- 
más, hacer una Ley de contratos del Estado; una Ley que 
posibilite el que, sin perdida de garantías, se agilicc el 
proccdiniicnto, la contratación y el  trálico. Será preciso. 
además. hacer una nue\'a regulación de la Administra- 
ción pcrilCrica del Estado, que va a sulrir tambien im- 
portantes alteraciones en L'I proceso autonómico. Será 
preciso tambien cumplir el mandato de la Ley del procc- 
so autonómico, que. como es sabido. entra en vigor el 
prosirno día 15 de marzo, y reestructurar. como dccia. la 
Admiiiistración central del Estado. rcduciendola. N o  ca- 
be ninguna niodilicación del aparato central del Estado 
que iio signifique su simplificación y su reducción. 

Será preciso tambic'n -y espero que lo podamos hacer 
cn mu!' pronta lecha- una Ley de representación sindi- 
cal de los funcionarios, que posibilite el ejercicio de sus 
derechos sindicales dentro de un marco legal. 

En del'iniiiva. quiero con ello indicar que es preciso 
que el Gobierno traiga a esta Camara muchísimos instru- 
mentos más para que la reforma de la Administración 
sea posible. Por ello dccia al comienzo de mi intcrvcn- 
ción que c'stc es un instrumento. n o  es el único, pero 
cnticndo que es un  importante instrumento. 

La presencia de esta Ley no quiere decir que el Gobicr- 
no abandone su proyecto de culminar el proceso de rclor- 
rna de la Función pública s in  traer el Estatuto de Bases 
de la Función Pública. Postcriormcntc dari. argumentos 
sobre la i w ó n  por la cual el Gobierno ha entendido que 
:n el  momento histórico qiic estamos viviendo era prcfc- 
riblc traer una  Ley de medidas de reforma y n o  directa- 
rnentc el Estatuto de Bases de la Función Pública. 

Podría hacer en este punto una exposición más cxtrn- 
$a, porque, cvidcntcmcntc, son muchísimas las medidas 



que hav que acometer para conseguir que la Administra- 
ción termine de ser una Administración que cumpla el 
mandato constitucional de estar al servicio de los intere- 
ses generales del Estado, pero he querido hacer referen- 
cia a este capitulo de normas que es preciso traer a la 
Cámara para poner de manifiesto algo que quisiera estu- 
viese presente a todo lo largo del debate que hoy se ini- 
cia, y en todo momento en que se estt! pensando en una 
eficaz reforma de la Administración pública. Quiero indi- 
car con ello que el proceso que estamos iniciando ha de 
ser un proceso necesariamente lento; un proceso lento, 
porque los males que aquejan a la Administración públi- 
ca cspanola son el resultado de un proceso histórico que 
ha durado más de un siglo y que hace que esos males 
havan cuajado en la Administración de una forma per- 
manente. Hov podría decir que esos problemas, a los que 
luego me referiré e n  lincas generales, significan el hecho 
real de que la Administración viene a ser hoy en día. en 
muchos casos, un compromiso de intereses históricamcn- 
te consolidados, que nosotros intentamos reformar y mo- 
dificar. 

Hay males en nuestra Administración sobradamente 
conocidos de todos, como es  el corporativismo y la patri- 
monialización, que traen causa de muchos anos atrris y 
no habrá, por consecuencia, en nii intervención ningún 
reproche a ninguna Administración anterior. sino. sini- 
plcmentc, la manifestación de algo que es bien sabido y 
que. s in  duda, toda la Cámara conoce a la perlccción. 
Nos encontramos en un proceso de dcgradacion dc la 

Administración que ha consolidado hábitos y que, en dc- 
finitiva, implica para su rcconducción una modilicacion 
de estos hábitos que, insisto, nos obligarrin a un proceso 
lento y meditado en el que, desde el punto de vista del 
Gobierno, deben participar todas las fuerzas politicas. 
Este proceso de reforma de la Administración ha de ser, 
como digo, un proceso, en consecuencia, generalizado. Y 
digo ya algo que rcpctiri. a lo largo de mi intervención: 
no tiene el Gobierno intcres en absoluto cn hacer una 
reforma de la Administración con criterios partidistas. 
El Gobierno no quiere imponer criterios respecto a la 
Administración que dcba tener el Estado en el futuro. 
Entendemos que estamos en presencia de un tema inhii-  

tucional. que debe ser acometido desde la posibilidad del 
mavor acuerdo entre las fuerzas políticas y entendemos 
que, en definitiva, debemos propender a crear una Admi- 
nistración que sirva para todos. 

La Administración, a nuestro juicio. constituye el es- 
queleto fundamental del Estado. Todos los poderes poli- 
ticos descansan en la Administración y es absolutamcntc 
indispensable que este soporte sea construido entre todos 
v sea asumido por todas las fuerzas políticas. De ahí que 
estemos en un proceso que, desde ningún punto de vista, 
queremos politizar. Es una afirmación que he hecho en 
reiteradas ocasiones v que, una vez más, hago dcsdc la 
seriedad de esta tribuna: no lo queremos politizar. Nada 
más lejos de la intención del Gobierno que politizar el 
proceso de la reforma de la Administración. Nos quere- 
mos limitar exclusivamente a cumplir el mandato cons- 
titucional del articulo 103 de nuestro primer texto v con- 

seguir una Administración, como decía antes, al servicio 
de los intereses generales del Estado, una Administración 
eficaz, una Administración descentralizada y una Admi- 
nist ración democrática. 

Senorias, la historia de nuestra Administración es la 
crónica de una reforma continuamcntc iniciada v conti- 
nuamente aplazada. Y o  vov a hacer gracia a la Cámara 
de hacer una exposición de los reiterados intentos que 
han  existido en nuestra historia para reformar la Admi- 
nistración. Y o  rogaría a los scnorcs Diputados que exa- 
minasen la Memoria que ha acompanado a este provecto 
de Ley. Debo manifestar que es una Memoria <ti  la que el 
Gobierno ha trabajado con gran dedicación y que, en 
definitiva, hace una exposición, que podrá entenderse 
más o menos atinada, pero que quiere ser seria dc las 
razones por las que nuestra Administración ha llegado a 
la situación actual. Con sus defectos y sus virtudes, la 
curiosa realidad es que la Administración cspanola ha 
intentado en muchas ocasiones ser rcí'orniada, y ninguna 
de las Lcycs que se lo propusieron consiguió sus ob,jcti- 
vos. Insisto en que no voy a hacer un estudio de las 
Leyes. pero con cuatro pinceladas podrán SS. SS. com- 
prender lo que les digo. 

El Estatuto de Bravo Murillo no luc aplicado en lo que 
tenia de más importante. en todo lo conccrnicritc a l  or- 
den juridico y ,  particularniente, retributivo. En esta ma- 
teria concretamente eri ningún niorncnto llegó a ser apli- 
cado. 

El Estatuto de Maura, que recibió la denominación de 
Estatuto, pero que se trataba de una Ley de rclornia de 
la Administración. que tuvo una larga vida porque pcrvi- 
v ió  durante cuarenta y sictc anos, intentó implantar la 
carrera administrativa sin conseguirlo en absoluto gc- 
ncró esa proliferación dc cuerpos y escalas que hoy cons- 
tituyen uno de los mayores males de nuestra Administra- 
ción. 

La Le!, de Funcionarios Civiles de 1964. con muchas 
virtudes y algunos dclcctos importantes tambii.ri. desde 
nuestro punto de vista, prácticamente ,jamás llegó a apli- 
carse en problemas conflictivos, como eran los rctributi- 
vos, y el  D c c r c t d c y  de 1977, ya en plena transición poli- 
tica, que tenia tambien virtudes importantes y que intcn- 
ió ordenar todo el dificil capitulo retributivo de los lun- 
cionarios públicos, es bien sabido -y n o  me corregirá 
esta afirmación el que entonces era Ministro de la Prcsi- 
dencia, que no si. si en estos momentos está en los bancos 
del Grupo Popular, el scnor Osori- que desde los Prc- 
supuestos del ano siguiente se boicoteó y luc imposible 
su aplicación. 

Quiero con ello indicar a sus scnorias que evidente- 
mente ha habido intentos de rclormar la Administración. 
pero como dccia antes, la historia de la reforma de la 
Administración es la crónica de una rclorma siempre ini- 
ciada v nunca acabada. En plena etapa de transición ha 
habido dos intentos de traer a esta Cámara dos proyectos 
de Lcv importantes, que pretendían rclormar nueslra Ad- 
ministración. y tampoco han llegado a ser conocidos por 
la Cámara. Si me permite la Cámara cierta ironia, puedo 
decir que tengo cierta satisfacción porque esta Lcv h a  
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batido todos los «rCcordsN referidos a la etapa democrá- 
tica, porque es la primera que llega al Pleno de las que se 
han intentado hacer en esta etapa. 

Quiero concluir con estas afirmaciones que les hacía 
poniendo d e  manifiesto algo que  es 'evidente en la refor- 
ma de la Administración. Todos los grupos políticos 
siempre han manifestado que era preciso iniciarla. La 
realidad es que por distintas razones, que no vamos a 
estudiar, siempre ha fracasado y siempre se ha parado. 
Creo que esta realidad que estamos constatando y que 
cualquier estudioso del tema puede poner de manifiesto, 
nos invita a la meditación, nos obliga a la humildad 
cuando estamos intentando hacer una reforma seria de 
la Administración pública y hace muy desaconsejable la 
ambición. 

Hoy, en el momento político que vivimos, todos los 
Grupos siguen demandando la reforma de la Administra- 
ción. La demanda también nuestra sociedad; es un cla- 
mor en la sociedad, que nos pide que reformemos la Ad- 
ministración. Quiere la sociedad modernidad y eficacia 
en la Administración. La demanda el momento histórico 
que vivimos. Estamos terminando de configurar el Esta- 
do  de las autonomías y estamos en las puertas de Euro- 
pa. El Estado de las autonomías y las nuevas obligacio- 
nes que el Estado tendrá cuando se produzca la incorpo- 
ración a Europa nos obligan a una Administración más 
moderna. Lo demandan los' funcionarios, que quieren 
trabajar, que quieren asumir sus responsabilidades, que 
quieren tener estímulos y que quieren tener una carrera 
por la que siempre han suspirado y jamás se les ha con- 
cedido. 

Hoy, como digo, nos encontramos en una situación en 
la que hay un clamor desde las fuerzas políticas v de 
fuera de la Cámara porque hagamos de una vez v por 
todas la reforma de  la Administración. Pero permítanme 
que antes de que haga las consideraciones que este texto 
me sugiere, les haga algunas otras para poner de mani- 
fiesto la dificultad de este proyecto que está en el ánimo 
de todos. 

Si siempre ha sido dificil reformar la Administración, 
señorías, hoy nos encontramos con algunas dificultades 
añadidas importantes. La primera de ellas es, como de- 
cia antes, la configuración del Estado de las autonomías. 
Se produce la necesidad de  reformar la Administración 
cuando estamos estructurando un nuevo Estado. Ello nos 
hace que tengamos que reformar a la vez v a la par que 
se sigue funcionando; que tengamos que reformar.a la 
par que se sigue funcionando y, además. posibilitando el 
nacimiento de las nuevas Administraciones de las Comu- 
nidades Autónomas. Nos  obliga, además, a crear el mo- 
delo de lo autonómico para evitar que por inexistencia 
del modelo lleguemos a la anarquía de que puedan surgir 
17 funciones públicas dispares y contradictorias en las 
distintas autonomías. Es, evidentemente, un inconve- 
niente, una dificultad añadida, que y o  espero que la Cá- 
mara sepa valorar. 

Hay otras dificultades importantes que se suman en el 
momento presente. Podemos citar, por ejemplo, la evi- 
dente crisis económica, que nadie puede negar. Dificul- 

tad añadida, porque hace que afloren con el carácter de 
falsos algunos verdaderos problemas existentes en la Ad- 
ministración. Podría citar, para que se me entienda lo 
que estoy diciendo, el caso de la jubilación. He leído con 
profunda sorpresa en algún medio de comunicación que 
se dice por quien sea, lo desconozco, que anticipar la 
jubilación a los sesenta y cinco puede ser inconstitucio- 
nal. No  creo seriamente que la constitucionalidad de  la 
jubilación esté en los setenta años y la inconstitucionali- 
dad en los sesenta y cinco. Si es inconstitucional jubilar 
a una persona por razón de la edad a los setenta años, 
será igualmente inconstitucional jubilarla a los sesenta y 
cinco. 

¿Qué ocurre en el momento de crisis económica en que 
vivimos? Que este problema que realmente existe, que lo 
conocemos, se presenta de  forma falsa. N o  existe un pro- 
blema de constitucionalidad en la jubilación; existe un 
problema económico respecto a las retribuciones que 
han de cobrar los funcionarios que se jubilen. Formulan- 
do  el problema de otra manera, sin duda lo entenderá 
toda la Cámara con claridad: nadie alegaría la inconsti- 
tucionalidad de la jubilación anticipada si el funcionario 
que se jubilase lo hiciese con la totalidad de sus dere- 
chos. Pongamos el problema en su sitio y no incurramos 
en el gravísimo defecto de referirse a pryblemas que nos 
surgen por algo que no tiene nada que ver con la consti- 
tucionalidad de este texto, como es el ejemplo que les he 
citado de la jubilación, sino que tiene mucho más que 
ver con la crisis económica que impide al Gobierno adop- 
tar medidas que estaría deseoso de adoptar. Insisto, pon- 
gamos los problemas en su sitio. 

La crisis económica dificulta el proceso de reforma de 
Ip  Administración por muchas más razones. Estamos en 
la obligación de transferir medios personales a las Comu- 
nidades Autónomas y nos encontramos con insuficiencia de 
medios. La transferencia de funcionarios tampoco se le 
oculta a nadie que sería mucho menos traumática si hu- 
biese disponibilidades económicas para indemnizarlos 
con más generosidad de lo que puede hacer el Gobierno. 
Nos obliga la crisis económica a extremar el rigor en la 
contratación de nuevos funcionarios, a extremar el rigor 
en el acceso a la Función pública, pese a que en determi- 
nadas especialidades haya déficit de funcionarios, aun- 
que puedan sobrar en otras especialidades de la Adminis- 
tración v de la Función pública. Nos obliga a una peren- 
toria reducción del gasto público. Todas las fuerzas polí- 
ticas entienden que el gasto público debe de ser reduci- 
do, lo hemos oído con satisfacción en el Congreso de  
Alianza Popular. Evidentemente, nos obliga a reduccio- 
nes importantes del gasto público, que dificulta una poli- 
tica retributiva más justa, una política de pensiones más 
justa, una política de incentivos más justa. 

Estamos en un momento económico malo, como es sa- 
bido por todos, que dificulta un proceso de  reforma que, 
por otro lado, es absolutamente inaplazable. Y es inapla- 
zable, porque estas dificultades a las que me estoy refi- 
riendo -y particularmente las que traen causa del nue- 
vo Estado, del Estado de las Autonomías- son precisa- 
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mente las razones de más urge_ncia para acometer hoy, 
en este momento, la reforma de la Administración. 

Si siempre fue preciso reformar la Administración. 
hoy, por las razones que les he dicho, a juicio del Gobier- 
no, resulta absolutamente indispensable. Y resulta indis- 
pensable, porque corremos el riesgo de seguir con una 
Administración inoperante que no sea capaz de asumir el 
riesgo de Europa, que dificulte nuestra propia integra- 
ción por el exceso de burocracia que padece; porque co- 
memos el riesgo -si no la reformamos inmediatamente- 
de producir una duplicidad de burocracia, que seria un 
auténtico cáncer para el futuro del Estado y que noso- 
tros, a toda costa, queremos evitar. Y porque tenemos el 
grave riesgo de multiplicar, como decía antes, por dieci- 
site el caos - d i c h o  sea con tono benevolente; quizá sea 
una expresión exagerada- de la Administración central 
del Estado. Es preciso poner una referencia a las Admi- 
nistraciones autonómicas que están naciendo para que se 
pueda producir un nacimiento de esas Administraciones 
coherente con 'el sentido del Estado que todos queremos. 

Si esto es así, debe ahora explicar por qué, si es preci- 
sa esta reforma de la Administración, el Gobierno, en 
este momento, ha optado por presentar a la Cámara una 
Ley de Medidas de Reforma y no el Estatuto de Bases de 
la Función Pública. Además, creo que la respuesta a esta 
pregunta -y quiero hacer un paréntesis para indicar 
que el Gobierno no abdica de su voluntad de traer en su 
momento preciso a esta Cámara el Estatuto de Bases de 
la Función Pública- es bien simple. 

Hemos traído esta Ley de Medidas de Reforma, porque 
entendemos que los males que aquejan a nuestra Admi- 
nistración, los males muy graves que la aquejan, exigen o 
hacen aconsejable que, previamente al diseño final de 
cuál va a ser la Función pública, se acometan una serie 
de medidas de urgencia que hagan el efecto de trata- 
miento curativo de los referidos males. 

Seíiorías, no se produce una verdadera reforma de la 
Administración por el hecho de que se haya creado un 
nuevo instrumento jurídico. Vuelvo a apelar a la historia 
-y sus señorías pueden recoger de ella la enseñanza que 
nosotros hemos recogidw para demostrar qué instru- 
mentos jurídicos buenos no han servido para modificar 
nuestra Administración, porque no se han aplicado. El 
ejemplo de la historia, como decía antes, nos obliga a 
meditar y nos obliga a actuar con prudencia. 

Tenemos el Estatuto de Bases de la Función Pública 
elaborado, lo saben sus señorías, porque se presentó co- 
mo texto alternativo en una enmienda en la anterior le- 
gislatura. Pese a tenerlo elaborado, precisamente por 
creer que era más eficaz el camino que estábamos eli- 
giendo, preferimos traer a la Cámara una Ley de Medi- 
das Urgentes que aliviase a la Administración, como di- 
go, de sus mayores males. Y eso, porque creemos que no 
se puede olvidar el hecho cierto de que no estamos crean- 
do UM Administración rex novo~.  Hubiésemos traído 
des& ya el Estatuto de Bases de la Función Pública si 
estuviésemos inventando una Administración. 
Sabemos hacia M e  queremos ir; sabemos lo que 

queremos hacer, pero tenemos una realidad que se plas- 

ma, si hacemos un cálculo global de todos los funciona- 
rios públicos, en un millón quinientos mil funcionarios, 
aproximadamente, con la gran cantidad de problemas 
que la organización de todo ese aparato burocrático ge- 
nera. Como tenemos esa realidad, plantearnos el traer un 
Estatuto de Bases de la Función Pública, que es el diseño 
final del proceso, sería adecuado si fuese una situación, 
como digo, uex novou, pero no cuando se trata, previa- 
mente, de curar los mayores defectos que tiene esa orga- 
nización burocrática. 

Hemos preferido movernos, por decirlo con una frase 
gráfica, a ras del suelo, posibilitando que las medidas 
que apuntamos para la elaboración de la Ley en esta 
Cámara hagan que esta Administración se perfeccione, 
que mejore y que esté en condiciones de acometer nuevos 
pasos tendentes a ese estatuto que, insisto, ha de ser el 
resultado final del proceso. 

Creo que, en cierto modo, la realidad de las enmiendas 
que hoy se van a discutir ponen de manifiesto que lo que 
digo es acertado. 

Las enmiendas del Grupo Popular, y me refiero al texto 
alternativo, son también un texto alternativo de medi- 
das. Cierto es que se plantea la devolución del mismo, 
por cuanto ellos entienden que no es oportuno, quizá, su 
presentación en la Cámara. Ellos nos lo dirán. Pero es 
menos cierto que el texto alternativo que presentan está 
muy pegado -si se me permite la comparacibn. ellos 
entenderán mis palabras- al texto que ha presentado el 
Gobierno. Evidentemente, hay discrepancias, pero trata 
de solucionar, quizá en algunos casos con distintas ver- 
siones y .opiniones, los mismos problemas que el Gobier- 
no está tratando de resolver. 

El otro texto alternativo -solamente hay dos que se 
hayan presentado con las enmiendas- es el que han pri- 
sentado los Diputados comunistas del Grupo Mixto. Yo 
les diría, con todo afecto, agradeciendo el esfuerzo que 
han hecho, que es un texto absolutamente insuficiente. Si 
ese fuese el Estatuto, no se arreglaría la Administración. 
Yo les podría hacer una enumeración de la gran cantidad 
de problemas que ni siquiera tratan, lo cual pone de 
manifiesto que pese a la buena voluntad de los Diputa- 
dos comunistas, que no dudo, no tienen todavía conoci- 
miento suficiente de los problemas que aquejan a la Ad- 
ministración y ,  en consecuencia, no están en condiciones 
de ofrecer a la Cámara las soluciones adecuadas para 
esos problemas. 

Además, ambos textos tienen tal cantidad de Disposi- 
ciones transitorias, tales aplazamientos, que cuestionan 
el diseño final. Se ha presentado un problema que, dicho 
muy simplemente, sería el siguiente: se trata de presen- 
tar el resultado final del Estatuto de Bases de la Función 
pública acompañado de unas Disposiciones transitorias 
que, como no sabemos los resultados que van a producir, 
pueden cuestionar el dibujo de ese resultado final previa- 
mente determinado. 

Nosotros hemos entendido que había que proceder de 
distinta manera: se trata de reformar la Administración, 
de eliminar los mayores males que la Administración 
tenga y, a la vista de los resultados de esta operación de 
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urgencia, de emergencia, de reforma, comprobar las po- 
sibilidades que tenemos de dibujar el resultado final, que 
es el Estatuto de Bases de la Función Pública. 

El Gobierno propone eliminar con esta Ley los mayo- 
res obstáculos; es preciso desbrozar el camino y luego, 
como decía antes, fijar con todos el final del proceso, 
porque entendemos que es una labor política que corres- 
ponde a toda la Cámara. 

Entendemos que hay que posibilitar, desde ya, el 
mejor funcionamiento de la Administración central, de 
las Administraciones autonómicas y de la Administra- 
ción local, y para ello es preciso acometer, como digo, 
con energía, la modificacibn de sus mayores defectos. 

Por eso precisamente, porqqe entendemos que en este 
momento se debe producir la reforma de la Administra- 
ción y fijar una referencia para las Comunidades Autóno- 
mas, es por lo que en este texto, pese a ser un texto de 
reforma, hay un buen número de artículos que son bases 
y que van a obligar a la totalidad de las Administracio- 
nes públicas. (El señor Presidente ocupa la Presidencia.) 

Pero es que, además, senorías, no podemos hacer el 
diseño final, porque acontece otro hecho incuestionable 
que conviene resaltar, y es que hay un buen número de 
factores que han de influir en lo que resulte al final de la 
reforma de la Administración y cuyos componentes aún 
no conocemos, son Factores variables. Todavía no sabemos 
con exactitud, aunque tengamos una idea aproximada de 
la realidad, qué es lo que va a ser la Administración 
central del Estado una vez que se culmine el proceso 
autonómico. Todavía no sabemos con exactitud -y vuel- 
Lo a hacer el mismo paréntesis que antes hacía, es de- 
cir, sabemos qué es lo que queremos hacer, pero todavía 
no se puede hacer con exactitud- el dibujo de cuál va a 
ser la Administración periférica del Estado, una vez que 
se culmine el proceso autonómico. Todavía no sabemos 
el resultado final respecto de qué va a ser la Administra- 
ción local. Saben sus señorías que está pronta a llegar a 
esta Cámara la Ley de Bases del Régimen Local. 

Hay necesidades burocráticas nuevas, que eran desco- 
nocidas en la etapa administrativa anterior y con las que 
nos hemos de enfrentar. 

Vuelvo a llamar la atención sobre el proceso de Euro- 
pa, que obligará a preparar a determinado tipo de fun- 
cionarios, que no existen en este momento en el ámbito 
de nuestra Función pública, y hav problemas tan actua- 
les como el de la reconversión, que obligará igualmente a 
que determinados funcionarios, con nueva preparación, 
quizá con carreras distintas y con objetivos diferentes, 
tengan que ingresar en el ámbito de la Administración. 

Desconocemos también las posibilidades económicas 
del futuro y ,  en consecuencia, no estamos en condiciones 
todavía de dibujar un régimen de retribuciones, de jubi- 
laciohes y de Seguridad Social. que sea absolutamente 
preciso como para permitirnos hacer ya el diseño final de 
este proceso de modificación de nuestras estructuras ad- 
minis trat ivas. 

Son demasiados factores en evolución, demasiados fac- 
tores en cambio, por lo que, una vez más insisto, parece 

más adecuado y prudente una Ley de medidas de refor- 
ma. 

Señorías, yo he examinado con atencibn +ntiendo 
que estamos en el trámite de presentación, por eso no 
voy a hacer más que una breve alusión a ello, no es el 
momento oportuno- las enmiendas que han sido pre- 
sentadas por todos los Grupos Parlamentarios. Yo casi 
me atreverfa a pedir para la Ley cuyo debate se inicia 
hoy, la misma atención y el mismo esfuerzo de estudio 
que yo he puesto en esas enmiendas, porque, lo he dicho 
antes y lo digo ahora, hay una voluntad muy seria, por 
parte del Gobierno, en hacer la reforma de la Adminis- 
tración con el apoyo de todos los Grupos políticos. 

He visto con detalle las enmiendas que presenta el 
Grupo Popular en su texto alternativo, que plantean un 
tema histórico en la Administración; histórico para los 
estudiosos, nunca en la práctica, como decía antes: es esa 
diferencia entre el servicio civil y los cuerpos facultati- 
vos. Yo no sé si será posible o no llegar a un acuerdo con 
la totalidad de los Grupos políticos en éste o en otro 
tema. Lo que sí puedo decir -por eso les traigo un ejem- 
plo- a los Diputados del Grupo Popular es que si im- 
plantar una novedad tan importante en la carrera admi- 
nistrativa, como es esa separación entre servicio civil y 
cuerpos facultativos, va a ser posible alguna vez en este 
país, no cuestionarán S S .  SS. que será mucho más fácil 
cuando hayamos acometido las reformas parciales, que 
es lo que poslbilita esta Ley. Sería más fácil, si estuviéra- 
mos decididos a conseguir este objetivo, cuando los 262 
cuerpos de funcionarios se hubiesen reducido a 50, 60 ó 
70, y cuando las 1.472 escalas de funcionarios que existen 
-no es ningún error, son 1.472 escalas- hubiesen podi- 
do ser reducidas a 80, 90 ó 100, o las que resultasen 
adecuadas. Si fuese ese el objetivo a alcanzar, compren- 
derán que es más fácil alcanzarlo cuando se haya allana- 
do el camino con estas importantísimas medidas de re- 
forma que va a posibilitar esta Lev. 

Pero todo ello, como es lógico, sin renunciar a hacer la 
reforma de la Administración con criterios de moderni- 
dad, sin renunciar a tener una Administración eficaz y 
sin renunciar a que el corporativismo existente, exagera- 
do v excesivo, la patrimonialización de funciones públi- 
cas, la impermeabilidad v tantos otros defectos que tiene 
nuestra Administración tengan que aprovecharse de esta 
reforma para que queden abandonados para siempre. 

Es urgente terminar con la hipertrofia burocrática, sig- 
no inequívoco de degradación organizativa en cualquier 
sistema que lo padezca. La hipertrofia burocrática en 
nuestra Administración es de tal naturaleza que, a mi 
juicio, cuestiona hasta su propia esencia; es decir, s u  ca- 
rácter y su estructura de Administración pública. 

En estas condiciones que le relato, con esta gran canti- 
dad de problemas, más que una Administración moder- 
na, la realidad que tenemos en nuestro país es que nos 
encontramos frente a una inmensa gestorfa con multipli- 
cidad de negociados, absolutamente desvinculados entre 
sí. que es en este momento incapaz de afrontar el gran 
reto de modernizar el Estado. 

Nosotros deseamos, y me consta que lo desean todos 



- 4330 - 
CONGRESO 14 DE FEBRERO DE 1984.-NüM. 91 

los grupos políticos y todos los funcionarios, como decía 
al comienzo de mi intervención, una Administración que 
sea un esqueleto fuerte del Estado; una Administración 
en la que descansen con comodidad todos los poderes 
políticos; una Administración en la que se pueda apoyar 
el poder político, sea cual fuere, siempre que sea un po- 
der politico democrático. 
No podemos asumir, senorías, la reforma si las estruc- 

turas administrativas que sirvieron de base a un Estada 
autoritario y obsoleto sirven con simples retoques para 
articular un Estado democrático y moderno. La Adminis- 
tración hay que reformarla. Y hay que reformarla en pro- 
fundizar. Nos consta que los funcionarios, en su inmensa 
mayoría, desean participar en ese proceso. Por ello -y 
termino esta parte de mi exposición y paso a explicarles 
el contenido de la Ley-, hemos preferido empezar por 
aliviar a nuestra Administración de sus mayores males. 
Es una labor de transición que entendemos que es im- 
prescindible. En la historia hay ejemplos importantes 
para nosotros en los que el cambio de una situación a 
otra distinta, en los que el cambio de un Estado autorita- 
rio a un Estado democrático ha precisado de una etapa 
de transición. 

Con esta Ley de Medidas Urgentes se propone una eta- 
pa de transición con la única finalidad de garantizar el 
éxito de la operación, pero lo importante -insisto- lo 
principal es el resultado final. Y alcanzar el resultado 
final, que espero se pueda alcanzar por acuerdo total de 
la Cámara, precisa de esta labor de salvar lo mavores 
obstáculos, los mavores defectos que en este momento 
tiene nuestra Administración. 

Y después de esta intervención que lamento, porque 
me da la impresión de que ha sido excesiva, ruego a 
SS. S S .  benevolencia por la extensión de mis palabras, 
voy brevemente a tratar de explicar las líneas maestras 
de la Ley cuyo debate se inicia en este momento. 

El proyecto que se presenta, a juicio del Gobierno, es 
respetuoso con las autonomías. Previa configuración del 
Consejo Superior de la Función Pública, posibilita que se 
distinga con claridad entre funcionarios propios de las 
autonomías y funcionarios de la Administración del Es- 
tado. Regula la Ley de una manera eficaz la situaci6n de 
los funcionarios transferidos. La duda que se venía plan- 
teando sobre si quedaba o no en situación de doble de- 
pendencia el funcionario, la Ley la acomete directamente 
y llega a la conclusión de que el funcionario queda total- 
mente integrado en la función de la Comunidad Autóno- 
ma en la que en el futuro va a prestar sus servicios. Con 
ello el proyecto no hace más que reafirmar la legalidad 
vigente contenida en la Ley del Proceso Autonómico, cual 
es la del principio de igualdad de todos los funcionarios 
de las Comunidades Autónomas, previa garantia de su 
integración en la respectiva Función pública autonómi- 
ca, o sea, siendo recibidos como propios y defendiendo la 
situación administrativa de origen. 

El proyecto es respetuoso con las autonomías y es res- 
petuoso con la Ley del Proceso Autonómico que, como 
saben SS. SS., entrará en vigor el dia 15 del próximo mes 
de marzo. Pero el proyecto va más lejos de las enmiendas 

que en algunos casos han presentado algunos de los Gru- 
pos Parlamentarios. El proyecto intenta resolver - c ree -  
mos que con eficacia- todos los problemas de las trans- 
ferencias de los funcionarios y soluciona, incentivando 
los traslados, una serie de problemas que si no existiese 
el proyecto serían mas arduos y mucho más difíciles de 
solucionar. 

Hemos optado en este proyecto de Ley, lo mismo que 
en otras medidas ya aprobadas por el Gobierno, por in- 
centivar los traslados voluntarios de los funcionarios pa- 
ra que las Comunidades Autónomas tengan los servicios 
indispensables, la burocracia precisa para resolver sus 
problemas sin pasar el trauma del obligado traslado for- 
zoso. Creemos que con este proyecto y con las medidas 
acometidas en otras disposiciones, &a es una posibili- 
dad. 

El provecto ha salvado, adcmás, dos problemas que 
nos consta preocupaban hondamente a las comunidades 
4utónomas. El primero, el que se refería a los derechos 
je los funcionarios, referidos -y así lo dice el proyectct- 
- al momento en que’se produce la transferencia, v preo- 
:upaba, con razón, a las Comunidades Autónomas la po- 
iibilidad de crear una Función pública propia si los fun- 
ionarios seguían teniendo los derechos referidos al mo- 
mento en que fueran reclamados. La Lev en este punto es 
:oncreta v creemos que, desde un  planteamiento autonó- 
mico, n o  puede tener ninguna objeción. 

No soluciona de momento el provecto -lo solucionara 
nás adelante, porque es voluntad del Gobierno resolver- 
o- el problema importantísimo que para algunas Co- 
nunidades Autónomas supone el hecho de los funciona- 
-¡os contratados. Es incuestionable que dctcrminadas 
Zomunidades Autónomas empezaron su andadura auto- 
iómica en el ano 1980 v que, en consecuencia, tuvieron 
que incorporar a su aparato central a determinadas per- 
ionas, como nos conta, y así es evidente, que en muchos 
:asos se ha hecho la seleccion de estas personas atendien- 
lo a los criterios de mérito y capacidad. Es voluntad del 
3obierno resolverlo en una disposición que se incluirá en 
:I trámite de Ponencia. 

El proyecto, por primera vez (es un hecho que no ticnc 
irecedentes, con alguna excepción en la Ley del ano 
1964), se preocupa de regular todo lo concerniente a los 
irganos superiores de la Función pública; insisto en que 
>or primera vez y, al menos, de una manera efectiva. 

El proyecto crea el Consejo Superior de la Función PU- 
Aica; nos consta que Sste es un organismo que en la 
:omposición que dibuja es polémico; nos consta que es 
iifícil conseguir una composición que sea fácilmente 
isumible por todos, pero la realidad es que si en ese 
:onsejo Superior de la Función Pública han.de estar prc- 
ientes representantes de las 17 comunidades Autónomas, 
ian de estar presentes, corno es nuestra voluntad, reprc- 
)entantes de los funcionarios, han de estar presentes re- 
Iresentantes de la Administraciún central y de la Admi- 
iistración local, obviamente vamos obligadamcntc a un 
Zonsejo Superior de la Función Pública dc un gran nú- 
nero de personas, lo cual puede restarle operatividad. Se 
,egula este Consejo y se intentan salvar los inconvcnicn- 
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tea que genera esa realidad a través de otros órganos, 
como son la Comisión Superior de Personal y la Comi- 
si6n Permanente, que van a subsanar muchos de los de- 
fectos que se deducen de ese organismo de proporciones 
quizá desmesuradas. 

En todo caso, en esto, como en cualquier otro punto de 
la Ley, el Gobierno está dispuesto a asumir cualquier 
iniciativa que posibilite una configuración más racional 
y que sea mejor asumida por los distintos Grupos de la 
Cámara. 

Desde otra perspectiva, el proyecto se preocupa de ese 
mandato constitucional, recogido en el artículo 103, que 
nos obliga a descentralizar, en lo posible, la Administra- 
ción del Estado y, en consecuencia, la Función pública. Y 
por primera vez confiere un capítulo importante de 
competencias a los Gobernadores civiles y a. los 
delegados de Gobierno en sus ámbitos respectivos, y 
competencias similares a las que en los ámbitos de sus 
Departamentos vienen desempefiando los subsecretarios. 
Ello, como digo, va a obligar a una configuración nueva 
de la Administración pcriférica v es voluntad del 
Gobierno traerla en pronta fecha a esta Cámara. 

La reivindicación tradicional de los funcionarios, 
referente a la carrera administrativa, deslindando con 
nitidez el ámbito de lo político v el de lo administrativo, 
es atendida tambidn, de forma muv importante, por este 
proyecto. 

La carrera administrativa cs la asignatura pendiente 
de la Administración espanola. De siempre los funciona- 
rios públicos han anorado una carrera administrativa 
que todavía no se ha conseguido implantar. 

En el provecto se establece algo que era también 
desconocido a efectos prácticos en el Derecho anterior: 
los puestos de trabajo deberán proveerse por concurso o 
por libre designación con publicidad. Desaparece la 
discrecionalidad cn la adscripción del puesto de trabajo. 
Yo comprendo que para quienes no estth inmersos en 

el problema de la Función pública les parezca elemental 
una afirmación tan simple como la que cstov haciendo. 
pero deben saber S S . S S .  -probablemente lo saben 
todas- que en el momento en que vivimos absolutamen- 
te todos los puestos de la Administración, absolutamente 
todos, son de adscripcih discrecional. Los jefes de 
negociado, los jefes dc servicio, los subdirectorcs 
generales, los directores gcncralcs; todos los puestos de 
la Administración que tenemos son discrecionalmente 
adjudicados. 

El proyecto termina con eso que ha constituido una 
falta de estimulo cntrc los funcionarios v que ha hecho 
que en muchos casos primasen más las cohsideraciones 
políticas, el amiguismo, en definitiva el nepotismo; 
termina con esa realidad de nuestra Administración 
estableciendo, imponiendo con carácter categórico que 
en el futuro los puestos de trabajo deberán proveerse por 
concurso o, si es por libre designación, que quedan 
algunos adscritos todavía a la libre designación, se haga 
siempre con la oportuna publicidad. 

De igual modo, en aras a la promoción profesional, se 
establece que los puestos de trabajo se clasifican en 

treinta niveles y que el Gobierno y los órganos de 
gobierno de las Comunidades Autónomas determinarán 
los intervalos que correspondan a cada cuerpo o escala. 

Se establecen medidas para garantizar el nivel de los 
funcionarios y se consolidan esos niveles en atención a 
los puestos que hayan venido desempeñando con 
anterioridad, medida de reforma que yo me atravería a 
calificar de generosa, que pone de manifiesto la voluntad 
del Gobierno de resolvfr los problemas de la Administra- 
ción sin criterios políticos, porque se va a plasmar en 
una realidad que pongo en conocimiento de la sala, 
aunque los expertos en el tema ya la habrán detectado, y 
es que vendrán a consolidar su intervalo y su nivel 
precisamente aquellas personas que hayan prestado 
puestos de responsabilidad en Administraciones anterio- 
res. 

Se podrá decir del Gobierno que se confunde en la 
técnica o que se confunde en el instrumento que presenta 
a la Cámara, pero, con medidas como éstas a las que me 
estoy refiriendo, no se podrá en ningún momento decir al 
Gobierno que está proponiendo una reforma de la Admi- 
nistración que pueda beneficiar a las personas que han 
sido favorecidas en los cargos que se han promovido des- 
de la Administración socialista. 

Se establecen también mecanismos de garantía del 
puesto de trabajo para que no puedan ser los funciona- 
rios destinados dos grados por encima o por abajo de 
aquel que le corresponde por el intervalo del nivel de 
cada uno de ellos. 

Se formulan previsiones, todas ellas racionalizadoras, 
y se admite en la carrera administrativa, en esta primera 
implantación, hasta el nivel de Subdirector general. Nos 
consta que ha habido una proposición de Lev presentada 
por el Grupo Parlamentario Popular que pretendía que la 
carrera administrativa llegase hasta el nivel de Director 
general. No exclulmos esa posibilidad para el futuro, pe- 
ro creemos, lo digo honestamente, que en los momentos 
políticos que vivimos esta posibilidad hov no se pueda 
aún acometer. 

En otro orden de cosas, los grandes males de la Admi- 
nistración a los que me refería antes, v entre ellos el de la 
patrimonialización, se pretenden evitar con una serie de 
medidas racionalizadoras que creemos los eludirán en el 
futuro. 

Se dice en la Ley que las funciones v competencias de 
los órganos administrativos n o  podrán venir atribuidas a 
los cuerpos salvo en los casos en que se excepcione por el 
Gobierno. Se cvita con ello un mal de nuestra Adminis- 
tración que consiste en la asunción en propiedad, patri- 
monializándolas, de las funciones por determinados co- 
lectivos, mal que impedía una Administración eficaz y 
ágil y mal que fomentaba el corporativismo entre los 
funcionarios. 

Se preve una adecuada distribución de los efectivos de 
los funcionarios mediante la obligación de clasificar to- 
dos los puestos de trabajo de la Administración. Es obli- 
gado fijar los perfiles de los puestos de trabajo, es obliga- 
do fijar los niveles retributivos de los puestos de trabajo 
a los que se refiere la Ley, y es preciso que en los Presu- 
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puestos Generales del Estado se detallen todos los pues- 
tos de trabajo con las cuantificaciones que ello supone 
para la Administración y con los niveles retributivos de 
quienes los van a desempeñar. 

Suponemos que esto es una garantía absoluta de publi- 
cidad que posibilita, además, el control por el parlamen- 
tario, porque cada ano, cuando el Parlamento se encuen- 
tre en condiciones de debatir los Presupuestos Generales 
del Estado, tendrá a su disposición la realidad de la Ad- 
ministración. la realidad del coste de la Administración, 
la realidad de los conceptos retributivos de todos los fun- 
cionarios públicos, de todos los incentivos, con lo cual se 
podrá hacer una política de mucha más claridad v mu- 
cha más simplificación. 

Se posibilita la unificación de cuerpos y de escalas y se 
autoriza al Gobierno a que convoque pruebas unitarias 
para el ingreso en los distintos cuerpos y escalas, con 
objeto de que se puedan racionalizar las plantillas, y ,  
sobre todo, se posibilita también al Gobierno para que 
pueda diferenciar los puestos que han de ser servidos por 
funcionarios públicos de aquellos que han de ser desem- 
peñados por personal laboral. Se trata de ir clarificando 
día a día esa selva complicada que hov en día supone 
nuestra Administración. 

La posibilidad de unificar cuerpos y escalas es algo que 
resulta absolutamente imprescindible si se hace un sim- 
ple examen de la realidad cotidiana. Como decía antes, 
hay en este momento 262 cuerpos y 1.452 escalas de fun- 
cionarios. Hay algunos casos, señorías, donde el ejemplo 
es verdaderamente espectacular. Yo podía citarles - 
aquí tengo un udossiern que podría abrirlo por cuatquier 
página- ejemplos de escalas de funcionarios increíbles. 
Treinta y cinco escalas, por citar un ejemplo - c o n  todos 
mis respetos para todos los funcionarios que en ellas se 
integran-, de delineantes existen en la Administración 
(en casi todos los Ministerios, en casi todas las Confede- 
raciones Hidrográficas, en multitud de organismos autó- 
nomos), lo que hace que se presente un problema en una 
Administración que es absolutamente increíble y absolu- 
tamente insuperable sin el texto de esta Ley. 

Los delineantes. para usar el ejemplo al que me estoy 
refiriendo, es como si se encontrasen metidos en cajas 
herméticamente cerradas. El que es delineante del IRY- 
DA solamente puede trabajar en el IRYDA. Si en el IRY- 
DA hay exceso de personal y en el Icona, donde también 
se necesitan delineantes, faltan delineantes, con la situa- 
ción legal que hoy tenemos no se puede desplazar un 
delineante, aunque le interese a la función, aunque le 
interese al servicio y aunque le interese al funcionario: 
Con la Ley se rompen las paredes de esas cajas herméti- 
cas que hoy tiene nuestra Administración, posibilitando 
la circulación de todos los funcionarios para alcanzar 
distribución de efectivos más eficaz y más racionalizado- 
ra . 

Soy consciente de que esta medida produce en el ámbi- 
to de determinados funcionarios. y en lo que se refiere 
particularmente a determinados cuerpos, el recelo de 
peniar que el Gobierno puede hacer mal uso de esa facul- 
tad deslegaliyadora que le concede la Ley. N o  es ésa la 

intención del Gobierno; el Gobierno intenta unificar 
aquellos cuerpos y escalas que evidentemente deben ser 
unificados y, además, para más garantía, el Gobierno, 
por la persona del Ministro de la Presidencia, comparece- 
rá, siempre que se vaya a proceder a la unificación de 
algún cuerpo o escala, en la Comisión correspondiente 
para debatir ante el Parlamento la necesidad y racionali- 
dad de ese proceso unificador. 

Yo quiero decir a SS. SS. que si no se acude al expe- 
diente deslegalizador, que me consta que es una de las 
objeciones que preocupa más a algunos Grupos y muy 
particularmente al Grupo Popular, si no se acomete esta 
realidad de posibilitar que el Gobierno, deslegalizando, 
pueda proceder a la unificación de cuerpos y escalas, nos 
encontraremos con una reforma imposible, porque, te- 
niendo en cuenta que prácticamente la totalidad de los 
cuerpos, 262, han sido creados por Ley, cualquier altera- 
ción de su estructura actual nos obligaría a traer al Par- 
lamento una nueva Ley. La reforma de la Administra- 
ción, sin este recurso de deslegalización, insisto, nos obli- 
garía a presentar en el Parlamento 300 6 400 Leyes para 
ir dando pasos parciales que contribuyesen a la perfec- 
ción del diseño final. 

Señorías, tengo la impresión de que me estoy exten- 
diendo en mi exposición. Me limitaré a citar algunas 
otras de las medidas que la Ley establece tendentes a la 
racionalidad de la Administración actual como, por 
ejemplo, la creación del Registro Central de Personal 
coordinado con las Comunidades Autónomas, que deberá 
estar debidamente informatizado para posibilitar un sis- 
tema moderno de administración. La modificación esen- 
cial que se plantea en el tema de las retribuciones es quc 
se simplifica. Desaparecen esos 25, 30 ó 34 conceptos 
retributivos que determinados cuerpos o escalas tienen 
en la actualidad; se habla exclusivamente de retribucio- 
nes básicas y complementarias y se regulan las complc- 
mentarias de forma cautelosa para que todo ello funcio- 
ne con efectividad, con productividad, con claridad y 
transparencia; se regulan problemas referentes a la Se- 
guridad Social, al régimen disciplinario de los funciona- 
rios y a las dificultades administrativas; se incorporan 
los beneficios que el Estatuto de los Trabajadores confie- 
re a los trabajadores del sector privado cuando se trata 
de situaciones de permisos. En definitiva. se está tratan- 
do de adecuar la situación de nuestra Administración a 
la situación de lo que es el mundo moderno en esta mate- 
ria, simplificando y eliminando los mayores obstáculos 
que tienen en su modificación. 

Termino, señorías, rogándoles una vez más perdón por 
mi extensión. Y concluyo con unas brevísimas considera- 
ciones. El Gobierno tiene la voluntad política firme de 
proceder a la reforma de la Administración. Tiene esta 
voluntad política porque está convencido de que es preci- 
so adecuada a las exigencias de la etapa moderna y de- 
mocrática que vivimos, pero tiene también el firme con- 
vencimiento de que éste es un tema institucjonal, un te- 
ma que corresponde sólo al Gobierno. Es un tema que 
hay que procurar resolverlo de acuerdo con todas las 
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fuerzas políticas para que sea asumido por la totalidad 
de las mismas y sea de esa manera posibilitado. 

Por esta razón, como les decía al comienzo de mi inter- 
vención, hemos traído un provecto de  Lev abierto con el 
deseo de que en el trámite de Ponencia se produzca un 
real acercamiento entre todas las fuerzas pqlíticas. 

Señoría+, el Gobierno no quiere hacer la reforma de la 
Administración contra nadie. La quiere hacer con todos: 
la quiere hacer con los funcionarios, con el Estado, con 
los Avuntamientos, con las autonomías; la quiere hacer 
con criterios suprapartidistas. El Gobierno desea una Ad- 
ministración que cumpla el mandato constitucional del 
artículo 103: una Administración eficaz, moderna, ágil v 
democrática. Entendemos que este es el momento histó- 
rico, por las razones que les he expuesto. para acometer 
esta reforma. La responsabilidad principal, señorías, es 
del Gobierno. pero entiendo que la responsabilidad nos 
alcanza a todos. Sus señorías tienen la palabra. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Minis- 
tro. 

En relación con las enmiendas a la totalidad admitidas 
y con las denegadas por la Mesa de la Comisión de Rkgi- 
men de las Administraciones Públicas, el Grupo Mixto ha 
presentado un escrito de súplica a la Mesa del Congreso 
respecto a la enmienda presentada por el señor Pércz 
Royo. Teniendo en cuenta los antecedentes dc las en- 
miendas a la totalidad del Grupo Mixto y las alegaciones 
del escrito, la Mesa ha acordado revocar el acuerdo de la 
Mesa de la Comisión de Régimen de las Administracio- 
nes Públicas v admitir a trámite la enmienda del Grupo 
Mixto. Queda firme la decisión de la Mesa de la Comisión 
de Régimen de las Administraciones Públicas en relación 
con las enmiendas del señor Bandrés Molet y del señor 
Guimón Ugartechea. 

Por consiguiente, las enmiendas que se defenderán se- 
rán la del Grupo Centrista de devdución, las del Grupo 
Popular de  devolución y de texto alternativo y la del 
señor Pérez Royo de texto alternativo. 

Para la defensa de la enmienda del Grupo Centrista 
tiene la palabra el señor García,Agudín. 

El señor GARCIA AGUDIN: Señor Presidente, señoras 
y señores Diputados, efectivamente estamos en presencia 
y en el pórtico de  un gran debate de suma trascendencia. 
(Murmullos.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor García 
Agudín. Ruego a SS. SS. que se sienten si permaneceq en 
la sala y que mantengan silencio. Continúe su senoría. 

El señor GARCIA AGUDJN: Decía que ciertamente es- 
tábamos en el poitico de un debate de  suma trascenden- 
cia para el conjunto del país, y no sólo para los funciona- 
rios públicos, por considerar que, en efecto, sea o no el 
número de  funcionarios de un millón y medio, como dijo 
el señor Ministro de  la Presidencia, lo cierto es que la 
Función pública constituye el soporte de la vida de mu- 
chos ciudadanos y supone necesariamente la confronta- 

ción, el diálogo y la conexión con la totalidad de la ciu- 
dadanía del país. 

Ciertamente, en este tema había grandes esperanzas; 
grandes esperanzas en los funcionarios públicos y creo 
que gran interks en los ciudadanos que votaron al Parti- 
do  Socialista Obrero Español. La reforma de la Función 
pública ha sido. era v luc motivo de preocupación singu- 
lar de todos nosotros en la campaña electoral y consti- 
tuvó un capitulo ciertamente notable tambikn en la pro- 
paganda electoral v en el programa electoral del Paitido 
en el Gobierno. 

Tengo que decir. señor Ministro de la Prcsidcncia, con 
gran v harto sentimiento, que aquellas grandes cspcrün- 
Las que en los funcionarios públicos había despertado el 
triunfo del Partido Socialista v el anuncio del advcni- 
miento de una nueva reforma de la Función pública, 
aquellas grandes esperanzas, digo. han quedado total- 
mente frustradas v en el marco de la Función pública se 

registra hov una enorme v gran decepción. N o  es ningu- 
na novedad para S.  S.  el constatar que, en la pcrilcria v 
en el centro, hoy los funcionarios públicos están sumidos 
en una gran decepción, v una gran decepción porque. 
despuks de tantos borradores sobre el Estatuto de la Fun- 
ción Pública, dcspuks de tantos trabajos, dcspuks de tan- 
tos libros v monograíias que llenan o dcbcn llenar la 
biblioteca de cualquier Ministro de la Presidencia, no se 
concibe, se comprende difícilmente, cómo ha venido a la 
Cámara un provecto tan malo. Yo diría que los propósi- 
tos nobilisimos que S.  E. el señor Ministro de la Prcsi- 
dencia ha expresado esta tarde son compartidos cicrta- 
mente por toda la Cámara, son compartidos por todos los 
funcionarios v son compartidos por todos los ciudadanos 
del país; todos queremos sinceramente una reforma irn- 
portante de la Función pública, todos queremos que el 
Estado funcione y nadie ignora que sin una Administra- 
ción eficaz y modernizada el Estado no funciona, lo cual 
nos duele a todos. Pero con este instrumento que el señor 
Ministro ha tenido la honra de explicarnos en esta tarde, 
no me parece posible la afirmación básica del senor Mos- 
coso de que con este instrumento se pretende, ni más ni 
menos, que librar a la Administración de los grandes y 
funestos males que la aquejan. 
Yo digo, con todo respeto y sin la menor connotación 

con otros tiempos, que en estos momentos y en esta tar- 
de. señores Diputados, tengo, como modesto jurista, nos- 
talgias y añoranzas de los legis(adores de 1958 y de 1964. 
La distancia en millas entre la Ley de Procedimiento Ad- 
ministrativo de  1958 o la Ley de la Función Pública de 
1964 y la que hoy estamos aquí considerando es cierta- 
mente meteórica; son magnitudes que no caben en el 
análisis corto y reducido de un proyecto de Ley como el 
que nos ocupa aquí. (El  señor Vicepresidente, Torres Bour- 
sault, ocupa la Presidencia.) En efecto, si ciertamente la 
Ley de Procedimiento Administrativo no regulaba más 
que algunos aspectos de la Función pública, había detec- 
tado perfectamente cuáles eran los males y cuáles los 
objetivos que había que cumplir para que nuestra Admi- 
nistración se adecuase a la modernidad que entonces ya 
muchos pedíamos, y se refería en su exposición de moti- 
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vos y decía en su cuerpo expositivo que había que buscar 
y perseguir los principios, que conocíamos todos, de eco- 
nomfa, celeridad y eficacia, porque había que hacer que 
la Administración funcionase con criterios de empresa 
privada, evitando la esclerotización y burocratización 
cada día crecientes. Principios de economía, celeridad y 
eficacia que yo no veo, con toda honradez, en ninguno de 
los artículos de este proyecto de Ley que, según el Minis- 
tro de la Presidencia, supone, ni más ni menos, que la 
abolición, la liberación de esos grandes males que la Ad- 
ministración pública padece. 
' ¿ Y  cuáles son esos criterios liberadores? ¿Dónde está 
esa redención para la Administración pública, para la 
función pública que este proyecto comporta? ¿Será acaso 
esa simple descripción, en singular, sobre los permisos 
de vacaciones, una hora al día para la lactancia, seis días 
si se enferma un pariente? iDónde están esos grandes 
males y dónde el propósito de liberación? 
Es más, yo también decía que se tiene nostalgia, ano- 

ranza de alguna suerte, del legislador de 1964, porque 
este proyecto de Ley, en lugar de simplificar, como todos 
quisiéramos, complica, ramifica, obstruye, dificulta, ha- 
ce prácticamente imposible la labor del intérprete. Es 
una técnica -los setiores del Partido Socialista sabrán 
por qué la siguen- del parcheo, del presupuesto por 
entregas, que ya hemos tenido oportunidad de criticar en 
otras ocasiones, y que aquí se va a denominar la política 
de la función pública por entregas. 

Es verdad, setior Ministro de la Presidencia, que es 
demasiada tarea acaso el Estatuto de la Función Pública 
que todos ambicionamos y que no será fácil hacer un 
Estatuto brillante que abtenga el consenso de todas las 
fuerzas parlamentarias, el consenso más o menos genera- 
lizado de todos los funcionarios públicos. Pero también 
es difícil conseguir un rechazo tan frontal a un tan mal 
proyecto de Ley, como en esta ocasión, de todos los fun- 
cionarios de la izquierda y de la derecha, de todos los 
Grupos Parlamentarios de la derecha y de la izquierda. 

La primera pregunta que a nosotros, Grupo Centrista, 
se nos ha planteado es: ¿por qué no se afronta de una vez 
por todas el Estatuto básico de la Función Pública? ¿No 
será acaso un mandato constitucional? ¿No era acaso un 
proyecto, una idea que la propaganda electoral socialista 
contenía? ¿No es, según la exposición de motivos del 
proyecto que comentamos, un deseo, y un deseo vehe- 
mente, del Gobierno? *El Gobierno se propone, sin tar- 
danza, abordar inmediatamente su elaboración y el en- 
vio a las Cámaras.D ¿Es que es tan difícil el crear, el 
gestar y el traer a discusión parlamentaria un mejor bo- 
rrador de la Función pública que los que anteriormente 
hemos manejado? 

Con todos los respetos, señores de la Presidencia, la 
exposición de motivos del proyecto no es sincera, no lo 
puede ser. Porque si ciertamente - d e c í a  el sefior Mosco- 
so y deda bien- acaso asusta la magnificencia, la im- 
portancia de un Estatuto como el que nosotros demanda- 
mos, para ver si, de una vez por todas, modernizábamos 
la Admjnistración pública y hacíamos ese esqueleto óseo 
fundamental de la Administración del Estado; si eso es 

verdad y si, por consecuencia, parece más adecuada al 
pensamiento socialista la política de la Función pública 
por entregas, no puede ser sincera la exposición de moti- 
vos cuando dice que no se puede demorar más la presen- 
tación de este pequetio parche de la Función pública, 
porque así lo exige la construcción del Estado de las 
Autonomías, de una parte y, de otra, la propia obsoles- 
cencia de muchas de las normas de la vieja legislación de 
1964. Porque si fuera cierto que la urgencia de este 
proyecto de Ley tan malo viniera dada por las Comuni- 
dades Autónomas, porque había que estructurar, había 
que dar normas para la Función pública en las Comuni- 
dades Autónomas, habría que ver en el texto del proyecto 
de Ley una serie de normas que demandamos para la 
estructuración de la Función pública en las Comunidades 
Autónomas y no simplemente dedicar dos artículos, que 
SS. SS. conocen perfectamente y que son, diríamos, la 
traducción mala de la Ley del Proceso Autónomico, de 14 
de octubre de 1982. Para este viaje no hacen falta al- 
forjas, porque las alforjas vienen dadas por una Ley de- 
clarada inconstitucional, la Ley del Proceso Autonómico, 
como sabemos, parcialmente mutilada por el Tribunal 
Constitucional. 

Luego si la urgencia del tema de este proyecto viene 
dada porque hace falta salir al paso de las urgencias 
-valga la redundancia- que las Comunidades Autóno- 
mas plantean, no se puede traer un proyecto sólo con dos 
normas, simplemente dos preceptos, nada más, dedica- 
dos a la Función publica en las.comunidades Autóno- 
mas, que son literal transcripción y traducción de la Ley 
del Proceso Autonorfiico. 

No puede ser verdad tampoco, setiores de la Presiden- 
cia, dicho con todos los respetos, que el objetivo de estas 
Ley sea -como se dice literalmente en la e'xposición de 
motivo+ suprimir los obstáculos que una legislación 
vleja, anterior a la Constitución, opone al desarrollo del 
Estado de las Autonomías. 

Decía bien el señor Moscoso que éste no es el tema. El 
tema no es que la legislación antigua oponga obstáculos 
insuperables, infranqueables a la construcción del Esta- 
do de las Autonomlas, y si lo es, no puede venir un 
proyecto de Ley hablando de permisos, de vacaciones, 
sindicación, etcétera, sino que la idea será ir parcelando 
el tema de la Función pública con entregas y dedicarse 
aquí a unas cuantas peculiaridades. (Para qué? Para des- 
legalizar toda la materia de la Función pública. 

N o  es, pues, dicho sea con todos los respetos, no puede 
ser el objetivo de esta Ley suprimir los obstáculos. ~ D ó n -  
de están los obstáculos que hubo que superar y derogar 
aquí en este proyecto de Ley para que la construcción 
que todos deseamos del Estado d e  las Autonomías sea 
una realidad? No; ciertamente esto no puede ser la moti- 
vación, la explicación, el objetivo del proyecto de Ley. 
Pero claro es que el Gobierno está en su derecho de man- 
dar por entregas la primera entrega de un proyecto, y 
más importante, cual es el de la reforma de la función 
pública. 

Y nosotros, ya en este campo de admitir su poder, na- 
turalmente, e iniciativa legislativa,le tenemos que decir 
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que este proyecto es realmente tosco, falto de sistema, 
que carece de  coherencia y diríamos, con todos los respe-' 
tos, señores de  la Presidencia: no sirve para nada. No se 
sabe en absoluto cuál es el sistema que tiene este proyec- 
to de ley, no tiene una idea vertebral, no tiene un esque- 
ma,unitario, no sabemos a qué responde y,  junto a pre- 
ceptos puramente reglamentarios, como la regulación 
del Registro de Personal -dedica a eso varios artículos- 
-, como el tema de los permisos a los que hacíamos refe- 
rencia, como el tema de las faltas administrativas, dcn- 
tro de un rimbombante capítulo, «Del régimen discipli- 
nario)), solamente hay un precepto que dice cuáles son 
las faltas muy graves, y nada más. No tiene. pues, ningún 
esquema, ninguna razón. ninguna ordenación interior 
que permita hacer un análisis más objetivo. 

Pero además -y esto puede ser cierto-, en ese deseo 
itinerante de llegar algún día a regular la función públi- 
ca con un Estatuto más global y más completo, se dice de 
alguna manera que esto es una simple reforma provisio- 
nal. Estos preceptos -dice la exposición de motivos- 
tienen necesariamente carácter provisional hasta que se 
desarrolle en su integridad el mandato constitucional, 
esto es, la aprobación del Estatuto de la Función Pública. 
Pues si tiene carácter provisional, jcómo se plantea un 
criterio auténticamente revolucionario, cuál es la movili- 
dad de todos los funcionarios de las administraciones 
públicas? Yo creo que sin experimentar esto, va que tie- 
nen ustedes tanta cautela en no tocar los temas impor- 
tantes. jcómo se puede establecer con esta tranquilidad 
la movilidad de todos los funcionarios de las administra- 
ciones públicas? De esta suerte. de ahora en adelante. va 
no hay fronteras -lo que en parte puede ser deseable- 
entre la Administración local, la institucional y la auto- 
nómica; de esta manera, cualquier persona, por el mero 
hecho de tener el mismo título, podría servir indiscrimi- 
nadamente. iCómo se pierde el capital humano que la 
formación larga de los funcionarios ha demandado al 
país? iCómo se pierde, de  tal manera que la cspecializa- 
ción pueda arruinarse porque es perfectamente pcrmea- 
ble y movible todo funcionario público? 

Si es provisional, si ustedes tienen en estudio el Estatu- 
to de la Función Pública y es posible que este criterio -y 
no decimos que sea inexacto o radicalmente malo- pue- 
da ser acaso plausible, no se introduzca en esta reforma 
provisional, que no tiene más objetivo -según dccia an- 
tes la exposición de motivos- que suprimir los obstácu- 
los que la vieja Ley ponía a la construcción del Estado de 
las Autonomías, porque la movilidad no está pensada, 
señores de la Presidencia, como movilidad entre las Ad- 
ministraciones autonómicas y la Administración central 
del Estado', sino en otro sentido más elemental, como se 
deduce claramente de su texto. 

Pero, por otra parte, yo no quiero criticar, porque me 
consta y me parece claro que la voluntad del Gobierno es 
acertar y hacerlo lo mejor posible en un tema como éste, 
que. además, debiera estar exento de todo contenido 
ideológico, porque aquí nadie discute básicamente de 
ideologías. 

Parece insincero también el articulo 19, y es contrario 

al programa del Partido Socialista, cuando habla de la 
provisión de puestos de trabajo. Eso sí, con gran publici- 
dad, siempre con gran publicidad, y después de haber 
indicado que se puede utilizar la oposición, el concurso o 
la libre designación, en el artículo 19 se establece, se 
institucionaliza la libre designación -eso sí ,  mediante 
convocatoria pública- para cuantos puestos de trabajo 
quiera señalar el Gobierno. 

Quiero recordar, y permítaseme la referencia al pro- 
grama electoral del Partido, que en él se decía que excep- 
cionalmente, sólo excepcionalmente, se podría acudir a 
la libre designación para algunos puestos singularisimos 
de carácter político. Hoy, en el artículo 19, junto al con- 
curso, que será el medio normal de provisión de las pla- 
zas y puestos de trabajo, se establece, con el mismo ran- 
go, con la misma autoridad y con la misma altura, la 
libre designación, con convocatoria pública, para cuan- 
tos puestos se determinen. De manera que no se diga que 
esto es establecer la carrera administrativa, la igualdad 
de oportunidades, sino que esto es establecer un criterio 
realmente peligroso, con mengua sobrada de la seguri- 
dad jurídica. 

En mi opinión, y dicho sea otra vez de paso, el proyec- 
to de Ley que comentamos no sólo no simplifica, sino 
que complica la Función pública, complica el sistema de 
retribuciones, y cuando hace un momento hablábamos 
de la nostalgia que teníamos de los legisladores del ano 
1964, que habían establecido una innovación importan- 
te. una cierta simplificación de las retribuciones públi- 
cas, aquí se complica v no se vuelve al sistema mediana- 
mente claro de aquella tipoca, sino que se incremcntan 
los complementos específicos. los complemcntps de des- 
t ino y productividad. niveles. intervalos de cuerpo, grado 
personal, etcétera; ciertamente es una maraña, que lo 
entienden los iniciados. pero no lo entiende el funciona- 
rio normal. 
. El artículo 28 establece un claro corte, una radical 
limitación a la promoción de los funcionarios. Y esto es 
una simple evasión, u n  simple error, quizá, en la redac- 
ción del texto.  porque al regular la excedencia volunta- 
ria, que no puede ser menor de dos anos, se impide la 
promoción, y a aquel funcionario modesto, que, dentro 
de la propia Función pública, quiere acceder a traves de 
los concursos, le obligan a que al ir trasladado a una 
provincia más o menos periftirica o alejada tiene que 
estar residiendo dos anos, y en la situación actual de 
dificultades en el coste de la vida v en la adquisición de 
vivienda se hace realmente imposible la promoción in- 
terna, de suerte que nadie osa concursar al puesto supe- 
rior porque perdería ciertamente todo estímulo. 

Por último, nos parece, senores del Partido Socialista, 
que contiene una evidente lesihn a los derechos adquiri- 
dos con esas Disposiciones transitorias, que, velando, 
acaso, por un tema tambitin discutihlc, cual es el rcjuvc- 
necimiento de los funcionarios públicos y la aproxima- 
ción a los sesenta y cinco años de la edad de jubilación. 
nos parece, digo, que lesiona los derechos adquiridos 
cuando funcionarios próximos a esa edad, que tienen 
unas expectativas y unas esperanzas y están empezando 
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a ejercer determinados derechos profesionales, se ven de 
la noche a la manana cortados en sus estímulos y en sus 
derechos adquiridos. 

En suma, a nosotros nos parece que el gran mal de la 
Administración del Estado no es la patrimonialización 
tan querida del señor Ministro de la Presidencia; el gsan 
mal de la Función pública es su escasísima eficacia, su 
gran burocratización, su falta de productividad, aquello 
que una encuesta hecha entre funcionarios de este país, y 
de otro parecido, daba como resultado que se trabajaban 
tres horas diarias efectivamente, y esto es lo que hay que 
corregir, a base de estímulos, a base de eficacia, a base 
de informatización, a base de promocionar a los funcio- 
narios, a base de estimular la productividad. 

A nosotros nos parece que este proyecto, y ya termino, 
no va a servir absolutamente para nada, no, desde luego, 
para los fines que dice la exposición de motivos, esto es, 
suprimir los obstáculos que la vieja u obsoleta Ley plan- 
teaba a la construcción y al desarrollo del Estado de las 
Autonomías. Nada hay en el texto del proyecto de Ley 
que propicie la construcción del Estado de las Autono- 
mías. No va a servir, por supuesto, para mejorar la efica- 
cia y la gestión de los servicios públicos; no sirve -lo 
han dicho los funcionarios, por activa y por pasiva- 
para estimular sus esperanzas, su cariño a la Función 
pública. 

En suma, nos parece, con todo respeto, dicho sea con la 
mejor voluntad, que este proyecto no tiene la menor uti- 
lidad. Por eso, nosotros hemos dicho, también con la má- 
xima modestia, que lo procedente sería sacar el máximo 
partido de la legislación vigente. Si hay instrumentos 
perfectamente utilizables en la legislación vigente, no 
caigan ustedes en la torpe tentación de reformar por re- 
formar; que si un etfmulo se llama de una manera distin- 
ta a como se llamaba antes, por eso no va a ser más 
rentable ni más eficaz la Función pública. 

Nosotros creemos, lo digo con todo cariño y con todo 
respeto, que la verdad es la verdad, y estas cosas no van 
a servir, por mucho que se diga, y que el proyecto de Ley 
no contiene más preceptos que los que contiene, y que, 
en el fondo, esas grandes ideas que su señoría ha dicho 
en esta tribuna son compartidas por todos nosotros, pero 
no se han plasmado, desgraciadamente, en este proyecto 
de Ley, y lo mejor que haría el Gobierno es ano sostene- 
Han y uno enmendallas, sino devolver el proyecto para 
que, después de un estudio más sereno, más sensato, se 
pudiese acometer cuanto antes el querido y ambicionado 
Estatuto de la Función Pública. 

Nada más y muchas gracias. 

El seilor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 
chas gracias, señor García Agudín. 

En nombre del Grupo Parlamentario Popular, y para 
defender su enmienda de devolución, tiene la palabra el 
señor García Tizón. 

El señor GARCIA-TIZON Y LOPEZ: Setior Presidente, 
senorías, es cierto, y así lo ha reconocido el seilor Minis- 
tro de la Presidencia, el máximo interés que ha desperta- 

do esta Ley, que supone uno de los grandes tevas pen- 
dientes de la anterior legislatura en el desarrollo consti- 
tucional; máximo interés, que comparte el Grupo Popu- 
lar, toda vez que la reforma de la Función pública, la 
reforma de la Administración, es algo que viene obligado 
por su necesidad, su trascendencia, su alcance institucio- 
nal; necesidad que deriva de superar los defectos, unos 
tradicionales, otros sobrevenidos con posterioridad, que 
presenta nuestra Administración pública; necesidad que 
deriva igualmente de la construcción del nuevo Estado o 
del nuevo marco territorial del denominado Estado de 
las Autonomías. Defectos tales como la enorme prolifera- 
ción de cuerpos y escalas, la progresiva proletarización 
de la Función pública, la multiplicidad de regímenes 
aplicables, la insuficiente racionalización de las tareas e 
inaplicación de las modernas técnicas de administración, 
la insuficiente motivación, la inexistencia de normativa 
para reconocimiento de derechos básicos del funcionario, 
como el de asociación, de huelga y de sindicación, divi- 
sión-estanco de la estructura de personal, gran lentitud 
en el despacho de los asuntoa, rigidez, en definitiva, del 
sistema; necesidad, por otra parte, de proceder a la nue- 
va conformación territorial en el denominado Estado de 
las Autonomías, que trae consigo una delimitación y re- 
parto de competencias entre la Administración general 
del Estado y la propia de las Comunidades Autónomas, 
que exige una redistribución de los medios personales y 
una coordinación básica en la acción administrativa. 

Trascendencia también del proyecto, porque una refor- 
ma de la Función pública supone siempre una reforma 
del 90 por ciento de todo lo que la actividad administra- 
tiva representa; trascendencia por el gran colectivo -lo 
ha señalado el propio señor Ministr-, un millón qui- 
nientos mil trabajadores, al servicio de la Administra- 
ción; trascendencia por todas las actividades que van a 
verse involucradqs o vinculadas por el buen o mal hacer 
de la acción administrativa, acción de policía, acción de 
fomento, acción de servicio público. 

Despertaba también una máxima expectación este 
proyecto de Ley porque era la primera muestra de la 
capacidad creativa y organizadora del Gobierno, no sola- 
mente una actitud crítica de la anterior legislatura como 
oposición, sino también la primera muestra de una capa- 
cidad creativa y organizadora de este Gobierno. 

Debo reconocer que la iniciación de este proceso de 
reforma de la Administración nació con buenos augurios, 
nació con buenas promesas. Me refiero al debate de in- 
vestidura, en el cual el entonces candidato y hoy Presi- 
dente del Gobierno, setior González Márquez, señaló co- 
mo uno de los objetivos urgentes y prioritarios la refor- 
ma de la Administración. y esta oferta se repitió en el 
debate sobre el estado de la nación, en septiembre del 
año pasado. Señalo también que en esa oferta, el Presi- 
dente hizo un llamamiento, hizo un compromiso de que 
esta gran reforma de la Administración, estos grandes 
temas de desarrollo constitucional, exigirían y el Gobier- 
no se comprometía a lograr el mayor acuerdo institucio- 
nal posible entre fuerzas políticas, Comunidades Autóno- 
mas, instituciones y sectores directamente afectados. 
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Señalaba también en su intervención, en su programa 
gubernamental, que la reforma de la Administración en 
la mente del Gobierno tendría que conseguir los siguien- 
tes objetivos: lograr la dignificación del funcionario y su 
mayor y constante consideración social, por la realiza- 
ción efectiva de los principios de mérito y eficacia, reco- 
nocimiento de sus derechos básicos, promoción legítima 
y garantías de imparcialidad en el ejercicio de sus fun- 
ciones. Objetivo también era el configurar unas Adminis- 
traciones públicas modernas y escrupulosamente fieles 
al mandato constitucional del artículo 103 de nuestro 
primer texto normativo, objetivo, definitivamente, com- 
pletar de forma urgente el ordenamiento jurídico español 
por la remisión a las Cortes de los correspondientes 
proyectos que configuran el sistema básico administrati- 
vo, exigido por el articulo 149.1.18 de la Constitución. 

Este programa tuvo una buena acogida entre las dis- 
tintas fuerzas políticas y los sectores afectados, por cuan- 
to pretendía como objetivo básico y urgente la supera- 
ción ya indicada.de esos defectos tradicionales y la aco- 
modación de todo el proceso de reforma al nuevo marco 
territorial. 

Ello, no obstante, quedaron en muchos Grupos políti- 
cos - e n t r e  ellos el Grupo Popular- serias dudas, gran- 
des reservas, acerca de la realización efectiva de ese pro- 
grama gubernamental, habida cuenta de la permanente 
tentación totalitaria que había demostrado el socialismo 
español, el propio comportamiento inmediato de este 
Partido Socialista en aquellos ámbitos de poder en quc 
había asumido responsabilidades de gobierno -tales co- 
mo Ayuntamientos, Diputaciones, Junta de Andalucía-, 
y que demostraba, contrariamenu a esos buenos propó- 
sitos, la regresión a mktodos dccimonónicos de «spoil 
systemn, la acentuación de las notas de subjetividad, ar- 
bitrismo y discrecionalidad en la gestión administrativa. 
Demostraba tambikn una politización creciente en la ad- 
ministración de personal, el clicntclismo político, etcéte- 
.ra. 

A pesar de todo ello, el Gobierno obtuvo en esta matc- 
ria un amplio margen de confianza por parte de la oposi- 
ción -y ahí están las intervenciones de nuestro propio 
Grupo Parlamentario en las Comisiones v en las inter- 
venciones y comparecencias de los principales responsa- 
bles del Gobierno en la materia-, actuaciones de la opo- 
sición que fueron siempre más inccntivadoras que criti- 
cas, esperando que se cumplieran y se realizasen esos 
buenos propósitos. 

Desgraciadamente, debo reconocerlo así, bien pronto 
se advirtió que esas buenas palabras, que ese buen com- 
promiso gubernamental, que esos buenos propósitos SK 

quedaron simplemente en eso, buenos propósitos, buenas 
intenciones y nada más. 

La actuación seguida por el Gobierno hasta el momen- 
to y el propio proyecto que ahora se debate son, lamenta- 
blemente, inequívocas pruebas de lo que acabo de indi- 
car. Esta afirmación es una realidad incontestable. A lo 
largo de 1983 hemos asistido a una insensata v regresiva 
politización de la Función pública, que se manifiesta en 
una política de destituciones y nombramientos ideológi- 

cos, desde los cargos de Director general hasta los de 
directores provinciales, que llega a la remoción de los 
mismos en más de un 95 por ciento; una política de con- 
tratación de conmilitantes, amigos y familiares, superior 
a las 100.000 personas. es decir, aproximadamente un 12 
por ciento del total de los funcionarios en las distintas 
Administraciones públicas; una congelación real de las 
retribuciones de los funcionarios públicos, que aumenta 
su proletarización y les constituye, comparativamente 
con otros sectores y no obstante su condición de Estad+ 
patrón, en el sector de trabajadores por cuenta ajena más 
desamparado. El aumento neto de la retribución, de su 
renta de trabajo, no ha alcanzado en este último año más 
allá del 6 por ciento. Finalmente, una marginación por el 
Gobierno, prácticamente absoluta, de las asociaciones 
más representativas de los funcionarios en la tan procla- 
mada política de diálogo y negociación con las fuerzas 
sociales. 

Pues bien, en este marco, triste pero real, de desalien- 
to, de frustración, de indignación contenida, al ver que 
una vez más y como está sucediendo en tantas v tantas 
promesas incumplidas, se pierde el tren del progreso, de 
la modernidad, de obtener una sociedad más avanzada, 
más justa v más libre, es donde se produce este provecto 
de medidas de reforma de la Función pública que, por si 
lo anterior no bastara, viene precedido de un auténtico 
mar de protestas, incluso de los sectores más proximos al 
Gobierno v que ha provocado en los Grupos políticos 
representados en esta Cámara siete enmiendas a la tota- 
lidad (cinco de ellas de devolución v dos de texto alterna- 
tivo) ? varios centenares de enmiendas. 
Y cs que el provecto dc Ley de medidas para la refor- 

ma de la Función pública, lejos de cumplir aquellos obje- 
tivos marcados en su día por el Presidente del Gobierno, 
v dar la tan esperada solución a los problemas v males 
que aquejan a nuestras Administraciones públicas, los 
agrava v ,  lo que es peor, impide v aleja los remedios de 
que tan neccsitados están. 

El proyecto de Ley presenta una serie de objeciones 
que son lo que determina nuestra enmienda de devolu- 
ción. En primer lugar, incurre el provecto en unas con- 
tradicciones internas difícilmente salvables y que esteri- 
lizan de raíz su propio propósito de reforma. 

Efectivamente, tanto su exposición de motivos como la 
Memoria que 10 justifica, admiten que tanto el imperati- 
vo de los artículos 103 y 149.1.18 de la Constitución, la 
construcción del Estado de las Autonomías, la obsoles- 
cencia de muchas de las normas que regulan la materia, 
como la necesidad de superación de los defectos tradiclo- 
nales de nuestro sistema, exigen un texto completo que 
dk respuesta global a todo el marco de la Función públi- 
ca. 

Sin embargo, de estas afirmaciones, del propio proyec- 
to, de la exposición de motivos y de la Memoria, la pro- 
puesta normativa que el proyecto contiene ni es reforma 
ni es parcial, y predetermina, inexorable y negativamen- 
te, el futuro de esta materia, el futuro del Estatuto de la 
Funci6n Pública. 
No es reforma porque reformar es volver a dar forma a 
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una cosa, rehacerla, y el proyecto se limita a provocar 
una convulsión súbita en el seno de la Función pública, 
que disgrega su estructura actual, sin sustituirla por otra 
nueva. 

Es parcial porque olvida muchos de los grandes temas 
que tiene planteados la reforma (aspectos esenciales de 
la organización de la burocracia de las Administraciones 
públicas, configuración básica de la relación de servicios) 
y en los que aborda, en los temas que trata el proyecto, la 
regulacion básica, que era necesaria, se ve sustituida por 
normas utilitarias, más propias de Leyes de los respecti- 
vos Parlamentos autónomos o de normas reglamentarias. 

Finalmente, predetermina inexorable y negativamente 
el futuro de la reforma, porque al otorgar la naturaleza 
de bases a muchos de sus preceptos que inciden en aspec- 
tos sustanciales, si bien con una regulación incompleta y 
pobre de los mismos, el Estatuto futuro, si nace algún 
día, lo hará inválido, recortado y obsoleto. 

En segundo lugar, el proyecto no va a lograr la dignifi- 
cacitm del funcionario ni su mayor consideración social, 
otra de las grandes promesas, otro de los grandes objeti- 
vos de la oferta gubernamental. 

El órgano de participación y encuentro entre las Admi- 
nistraciones públicas y el personal al servicio de las mis- 
mas -el Consejo Superior de la Función Ríblica, su re- 
gulación en los artfculos 5.0,6." y 7.0 del proyect-.es un 
auténtico escarnio, es una verdadera afrenta en cuanto a 
la representación de este personal; en su comisión per- 
manente no hay un solo representante del personal; en el 
Pleno, su representación no llega a la tercera parte de sus 
miembros. 

La selección del personal, artfculo 18 del proyecto, la 
provisión de puestos de trabajo, artículo 19, la promo- 
ción profesional, artículo 20, y el fomento de la promo- 
ción interna, artfculo 21, lejos de constituir un conjunto 
normativo para objetivar, como dice el proyecto, estos 
procesos, contrariamente a esa misma proclamación del 
proyecto, opera una ddsnatura~ización de la relación de 
servicio, una deslegalización de la materia, puerta abier- 
ta al nepotismo, la influencia, la inseguridad y la discre- 
cionalidad arbitrista; es el Gobierno, y no la Ley, quien 
regula la composición y funcionamiento de los órganos, 
de selección de personal, quien determina los puestos a 
cubrir por el sistema de libre designación. En esto, el 
proyecto, contrariamente a lo que afirma el señor Minis- 
tro, no acaba con la discrecionalidad; al contrario, la 
institucionaliza. Es el Gobierno, y no la Ley, quien fija 
los criterios para la adquisición de un superior grado 
personal, determinante para alcanzar un puesto de tra- 
bajo de cierto nivel, o para el cómputo a efectos de con- 
solidación del grado personal, o quien, en definitiva, fija 
los requisitos para la promoción interna. 

A la vista de esta normativa, jno es cierto que se pro- 
duce una mayor arbitrariedad que la existente? ¿No es 
cierto que se provoca una mayor regresih? iNo son fun- 
dados, entonces, los temores y las dudas de que se some- 
ta la Función pública a fidelidades políticas y no a la 
profesionalidad. independecia y objetividad que deman- 
dan los intereses generales y exige nuestra Constitución? 

¿No se produce una alteración de la relación de servicio 
-situación legal y reglamentaria-, conquista del Esta- 
do moderno, que conculca el principio de legalidad y, 
más en particular, el de la inderogabilidad singular de 
los reglamentos? 

Finalmente, la introducción de factores subjetivos en 
el sistema retributivo, la falta en el proyecto de una vo- 
cación' tajante, concretada en normas específicas, de 
equiparar el funcionario a cualquier otro trabajador por 
cuenta ajena en sus haberes activos y pasivos, y su siste- 
ma de previsión social, el desconocimiento y la vulnera- 
ción de situaciones consolidadas, ya que no derechos ad- 
quiridos -pensiones de orfandad y jubilación-, son me- 
didas que en nada van a contribuir a la dignificación y 
consideración social del funcionario. 

En tercer lugar, el proyecto no propicia una Adminis- 
tración moderna, eficaz y descentralizada. 

Es cierto que nuestra Administración pública adolece 
de una enorme complejidad, que no la habilita especial- 
mente para la vida moderna. Era por ello necesario aco- 
meter en el proceso de reforma un decidido esfuerzo en 
la simplificación y la racionalización. El proyecto es cier- 
to que titula a ciertos preceptos como normas para la 
racionalización, la mejora o la ordenación de la Función 
pública, pero, realmente jordena, racionaliza, simplifi- 
ca? Es claro que no. 

La estructura de personal, con la supervivencia en to- 
dos los órgenes de los actuales cuerpos y escalas, el man- 
tenimiento del actual y excesivo número de niveles, la 
aparición sin una finalidad aparente e inmediata de los 
Grupos nos lleva a la conclusi6n de que jtodo queda 
igual y nada permanece igual! jUn éxito, en definitiva, de 
simplificación! 

En cuarto lugar, el proyecto no favorece la constitu- 
ción del nuevo marco territorial. Al tiempo que faltan 
determinaciones básicas que configuren esos aspectos 
esenciales de la organización de la burocracia, se advier- 
ten otros muchos preceptos de carácter reglamentista 
que pueden menoscabar, en ese nuevo intento centraliza- 
dor, las competencias estatutarias de las Comunidades 
Autónomas o la autonomía de las Corporaciones locales. 

En definitiva, del proyecto no resulta un cuadro básico 
de la organización mínima y esencial de las distintas 
Administraciones públicas. Si es incompleto, si es par- 
cial, este proyecto introduce además una técnica peligro- 
sa, una técnica de deslegalización, que está en franca 
contradicci6n con el principio de reserva de Ley. Un 
principio que es una conquista del Estado moderno; un 
principio que convierte a la Administración en lo que 
verdaderamente debe ser como Poder: ejecutar lo que la 
voluntad general, expresada en la Ley, patentiza y mani- 
fiesta. La Administración debe ser ejecutora, no debe ser 
creadora de esas relaciones jurídicas, especialmente más 
aplicables en un campo como el de la relación de servi- 
cios, en que se desnaturaliza, se arbitra o, al final, se 
introduce una puerta abierta hacia la discrecionaliza- 
ción. 

Este es el verdadero sentido de la inoportunidad de- 
nunciada en el proyecto por nuestra enmienda. No se 



cuestiona, en absoluto, la necesidad de la reforma, ni el 
momento de iniciarla; se cuestiona la forma en que se 
hace, que  es inútil, v estarnos también convencidos de 
que para evitar esa inutilidad hay que ir a lo que e n  s u  
momento el propio Presidente y el propio Ministro han 
reconocido v no se ha cumplido: es el llamamiento a una 
empresa común. Este provecto debe ser obra de todos 
En eso estamos dispuestos a acceder v a poner nuestrc 
grano de arena, pero tambitk debe dar ejemplo el Go. 
bicrno. tambign debe dar ejemplo el Partido Socialista 
de que ese llamamiento que hacc en momentos antcrio. 
res lo cumpla en los momentos actuales. Y corno esa 
olcrta de colaboración del  Grupo Popular es cierta y esta. 
mos dispuestos y cmpcnados como el que  más en la re. 
lorma de la Función pública, esa oferta de llamamicntc 
la dcvolvenios al Gobierno, la devolvemos al Partido So- 
cialista diciCndolcs: Si, hagamos l a  reforma de la Adn;i. 
nistración, hagámosla entre todos. Y para que nucsira 
posición no  quede en un mero vacio, en una pura dccla. 
ración, ahí tienen ustedes un texto alternativo, una oferta 
alternativa sobre la que trabajar y discutir. porque el 
provecto que nos ha presentado el Gobierno es obsoleto 
regresivo, parcial, y n o  nos da la solución al problema. 

Por eso se pide. señoras y scnorcs Diputados, la devolu. 
ción al Gobierno del provecto presentado, porque es ¡no. 
portuno. no por el tiempo. no por la necesidad de la 
rclorrna, s ino tundanicntalmcntc por la forma en que s t  
hace, por csa forma parcial que no rcsuel\.c ninguno d~ 
los problemas planteados. 

El scnor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 
chas gracias, señor Garcia-Tixón. 

Por el Grupo Parlamentario Mixto,  y para dclcndcr su 
enmienda de texto alternativo. tiene la palabra el scnor 
Pcrcx Rovo.  

El señor PEREZ ROYO: Scnoi. Piesidenic. sc*tioi.as Di- 
putadas, scnoi.cs Diputados, e n  noiiibrc de los Diputados 
coiiiuiiistiis vo!. a dclciidci. suciiitaiiicntc Iii cnniiciida a 

I ;i t o i a I i dad de t e s t o a I I c i.n a t i \'o q uc p rcscn i a ni os a I 
pro~'c'c1o de Le\.. 

El punto de partida de las cuisidcrncioiics en que Iun- 
darnos nuestra cnniiciida dchc ser gcncralriiciitc conipar- 
iido; punto de partida que ha sido csplicitado iiiiicrior- 
nicnic por el señor M i i i i s t i u  y por los Diputados que han 
iiiicrvciiido prcccdcntcincntc. Se t i a i i i ,  en dcli ni t ¡\.a, del 
acucido general sobre la necesidad de la ido rma  de la 
Función pública; más aun, sobre el caráctci. luiidamcntal 
que esta relornia rcprcsciita dcsdc el punto de l is ta  de la 
cdil'icación del Estado constitucional. a la al i i ira  del nio- 
mcnlo en que tios encontramos. 

Hay que i'e'conoccr que uno de los grandes dclicit que 
nos han legado los cuxciitü años del rL;gimcii anicrioi., 
los cuarenta anos de lranquismo. ha sido prccisaniciitc 
iinii csiructura de la Administración pública absoluta- 
mente inadecuada para el desarrollo de las tarcas de un 
Estado moderno. Sobre eso, como he dicho. existe acucr- 
do general. cspccialmciitc en el imb i to  de la izquierda y ,  

en general, en el ámbito de las fuerzas de progreso. Por 
eso es lógico que el problema de la reforma de la Admi- 
nistración, el problema de la reforma de la Función pú- 
blica. haya estado presente desde los primeros niomen- 
tos de la restauración de la democracia en nuestro país. 
y asi, e n  1977, uno de los personajes fundamentales de la 
UCD de aquel tiempo, el entonces Ministro de Hacienda, 
senor Fcrnández Ordónez, explicaba en esta misma Cá- 
mara el panorama realmente kafkiano de nuestra cstruc- 
tura funcionarial. 

Decía el scnor Fcrnándcz Ordónez: «En este momento, 
los funcionarios en España se clasifican en: tuncionarios 
de carrera, interinos, eventuales, en prácticas, lunciona- 
rios de asesoramiento. pcrsonal contratado en r+inicri 
dc derecho admi nis t ra i  ¡\,o, personal laboral, personal \'a- 
rio su,jcto a reglamentación de carácter atipico y pci.so- 
nal de la AISS. Cada u n o  de estos colectivos tiene diver- 
sas subdi\,isioncs. Así, s d o  el colectivo de la Administra- 
ción Civil del Estado está a SLI vez rcdistribuido en 255 
cuerpos y 2.000 plaxas no cscalafonadas C'II regímenes 
retributivos diferentes. La  situación es insostenible y da 
lugar a la rnocion que se piw.lucc en la Ley de Pi~csupucs- 
tos pata 1978, para que el Gobierno proceda a enviar 
antes dcl 30 de abril de 1978 un proyecto de Lcy quc 
regule la totalidad dc los aspectos de la luiición pública, 
incluvcndo csprcsamcntc, cnti'c ellos, una nueva ordcna- 
ción Icpl de l a s  ix!tribucioncs,. Asi  decia Fcrriándcz Or- 
dóncx prcsentüiido una moción que  fue aprobada poi. to- 
dos los Grupos de cbta Cániaia, en transacción a una 
cnniiciida que Iiabia sido presentada precisamente por e1 
Grupo Pnrlüiiicntario Coni~triista. N o  hacc falta dccir que 
ese conipiuniiso quedó solcmiicrncntc incumplido. 

En la siguiente Icgisliitura. y cii el niai'co de i ir i  debate 
cspccialniciitc importante, es decir, el debate que prccc- 
dió a la presentación de la moción de ccnsiira. el scnoi. 
Gonxalcx Maiqucz. actual Presidente del Gobierno y a la 
sazón portaw/  del  C;i.~ipo Parlarncntario Socialista del  
Congreso. atribuia una  excepcional iniportanciii a1 tciiiii 

de In rclornia de la AdrninistixiOn y a las dclicicricias 
del Gobieimo del seriot. S u a i c ~  en este punto. 

Decía el scnor Gonxilex Máiquez  entonces: (1 El Esiado 
cspafiol sigue. siendo un Es~;ido antiguo en su estructura- 
cióii. u11 E s i d o  moderno con una cstiuctui'ación antigua 
toda\.ia. La Función pública no se ha i.clurmado, n o  por- 
que n o  lo quieran los f'uriciorinrios. Naturalriic-nie que 
tinbiii q u e  qucbiai. alguiios iiitcrcscs. pcix~ la inmensa 
niayoria de los funcionarios quieren icnci' una oriciita- 
ción, una guia. y hay un mandato constitucional para 
que tengamos oiro tipo de Adniiiiistración. Si n o  hubiera 
que haber hecho la hansloimiación - c o n t i n u a b a  dicicn- 
do el senoi. GonziiIc/.- del Estado centralista por el Es- 
tado de las Autonomías. s i  ese i'cto, ese dcsalio, esa cspc- 
ranza no se hubiera abici-io, iaiiibicii habria que hahci. 
cambiado la Adniinisiración, taiiibicn habria que haber 
modcrnizndo la Adininistración. siniplcmcnic para que 
furicioiic el aparaio del Esisdo conio luiicioria en cual- 
quier otra sociedad occidciital.), Fin de la cita, con la 
cual es imposible n o  coiricidii., tanto por lo quc se i-cfici.c 
al diagnóstico. como por lo que hace a la inipcriosa IICC'C- 
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sidad de abordar la reforma global de este panorama de 
atraso y de  disfunción. 

Y las citas podrían extendcrsc y ampliarse, invocando, 
por ejemplo, el nombre del scnor Ramos Fcrnándcz-To- 
rrccilla, o refiritindonos a actuacioiies parlamentarias co- 
mo la enmienda de totalidad de  texto alternativo que el 
propio Grupo Parlamentario Socialista presentaba en la 
pasada legislatura al proyecto de Estatuto de la Función 
Pública que envió el Gobierno de UCD. Sin embargo, 
cuando el Gobierno del senor Gontálcz Marqucz aborda 
este problema crucial. jcómo lo hace? j L o  hace pr-cscn- 
tando un provecto que ataque realmente la rcforma glo- 
bal de la Función pública. tal como habia indicado cuan- 
do en lugar de eiercer el Gobierno c,jcrcia la oposición? 
La respuesta es negativa. El Gobierno se limita. con el 
presente proyecto de Ley, a una política de parchco, a 
aplicar un tratamiento que podríamos considcrar de ca- 
taplasmas, a un caso que previamente ha sido diagnosti- 
cado, y correctamente diagnosticado, como gravisimo. 

Creo que el Gobierno es consciente de esto. y en e l  
propio Prcrinibulo del proyecto nos viene a decir que  n o  
se renuncia al horizonte -no se le  llama horizonte utópi- 
co, pero casi lo parccc- del cambio e n  esta materia, que 
es el representado por unas auttinticas bases del rtigirncn 
estatutario de los funcionarios públicos, pero por el mo- 
mento se contenta con hacer aprobar estas mcdidas par- 
ciales y provisionales, cspccificamentc calificadas como 
parciales y provisionales. 

Con todos los respetos. tenemos que decir que esto n o  
es cumplir con los compromisos del cambio prometido 
en este ámbito, en esta materia. Estamos nuc\.amcntc 
antc un panorama y un modo de proceder similar al que 
se está produciendo en otros ámbitos de importancia, 
como puede ser. por ejemplo, el de la legislación de repi- 
men local, a la que tambien se ha rcfcrido el scnor Minis- 
tro anteriormente. 

Tras siete anos de parlamentarismo democrático. se- 
guimos con la legislación de rbgimcn local del franquis- 
mo, corregida con mínimos parcheos. y antc un proceder 
muy semejante estamos en este caso. igualmente impor- 
tante, para la estructuración del Estado dc las Autono- 
mias, para la estructuración de un Estado moderno. Tras 
varios anos de poder autonómico, concretamente cuando 
está íinalizando la primera legislatura de los primeros 
parlamentos autonómicos. siguen las Comunidades Autó- 
nomas imposibilitadas de dictar su propia legislación en 
materia de Función pública. sencillamente porque el Es- 
tado no ha cumplido con el mandato constitucional que 
nos recordaba e l  scnor Gonzálcz Márqucz, mejor dicho, 
que le recordaba al scnor Suárcz, tengo que decir más 
exactamente, de aprobar las bases del ri.gimcri cstatuta- 
rio a que se refiere el artículo 149.1.18 de la Constitución. 

El Preámbulo del proyecto que hoy nos ha presentado 
el senor Moscoso dice a este respecto: aEl objetivo princi- 
pal de  esta Ley es suprimir los obstáculos que una legis- 
lación vieja, anterior a la Constitución, opone al desarro- 
llo del Estado autonómico y a las reivindicaciones más 
profundamente sentidas por nuestros funcionarios.. 
Yo creo quc hay que decir, sin embargo, que el propio 

carácter provisional de esta Lcv, el propio carácter reco- 
nocidamente provisional de esta Ley, frustra este noble 
propósito, con el cual, naturalmente, que hav que coinci- 
dir, pero digo, el propio carácter provisional Irustra este 
noble propbsito. 

Etcctivamcntc, si esta normativa de base se establece 
con carácter provisional, es decir, por dclinición, rcvisa- 
ble. incluso revisable próximamente. jcórno van a legis- 
lar los Parlanicntos autónomos sobre unas bases que cx- 
presamente son calificadas como pro\,isionalcs? 

Si se me consiente un siinil arquitectónico, se puede 
decir que en un edificio pueden ser piuvisionalcs las ven- 
tanas. la decoración, ctcl;tcra: pero hay una cosa que no 
puede ser provisional poi. definición: son las bases. los 
cimientos, los cualcs tienen que ser definitivos, porque si 
no es imposible edificar nada sobre cllos. 

En consecuencia. jcómo van a Iegislai. los Parlamento' 
autimonios, cómo se van a poder reiiio\'et. los obstiiculo> 
si iicncii el mensaje de que son bases quc se van a corre- 
gir \ que se van a corregir prósinianicntc? 

Nosotros n o  discrcpanios Irontaliiicnic. coino han tic. 
cho otros Grupos. del contenido singular de las rricdidai 
que sc proponen con este proyecto de Ley. Pero si discrc- 
panios, en cambio. e n  cuanto a la mctodologia, al propio 
carácter provisional de la Ley. como he explicado ante- 
riormente. Justamente por eso,  nosotros proponemos una 
enmienda de texto alternativo que aborde, de manera 
global. la rclornia de la Función pública. 

He escuchado anteriormente con mucha atención al 
scnor Ministro. como siempre que habla un Ministro - 
aunque 1ambii.n escucho con la misma atención al resto 
de los Diputados- en su anterior explicación. la dcscali- 
licacion de nuestro texto altcrnativo, y así he crcido cn- 
tenderlo. de las ideas que se plasman en nuestro texto 

a I t e r na t i vo . 
El scnor Moscoso dcbcria saber. \ ' ,  si no,  se lo puede 

decir el scnor Zambrana o el scnor Ramos Fcrnándcz- 
Torrecilla, que este texto alternativo guarda una simili- 
tud muy grande con el proyecto de texto altcriiativo que 
en la pasada lcgislatura presentaba cl Grupo Parlamen- 
tario Socialista en relación con el Estatuto de Bases que 
presentaba en aquella epoca la UCD. 

Las lincas lundamcntalcs de nuestro texto alternativo 
son muy racionales, con las cualcs han estado general- 
mente de acuerdo los movimientos de íuncionarios de 
izquierda -Comisiones Obreras de la Administración, 
UGT de la Administración- y hemos estado de acuerdo 
en las líneas que en la pasada legislatura presentaba el 
Partido Socialista y con las que nosotros coincidimos. 
naturalmente, como en la mavor parte de los plantca- 
mientos que existieron en la pasada legislatura y,  sobre 
todo, en las referidas a esta materia de incompatibilida- 
des en la Función pública, reforma de la Función públi- 
ca, rcgimcn retributivo del personal, ctcetcra. 

El contenido de este texto alternativo, y voy finalizan- 
do, lo podemos explicar somcramentc en base a los si- 
guientcs puntos: primero, determinación de los limites 
de competencias entre el Estado v las Comunidades Au- 
tónohas,  de forma negativa. Son bases solamente las quc 
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se incorporan en el presente texto alternativo. cuyos prc- 
ccptos tienen ese carácter de bases, sin mezclarlas, como 
hace el provecto del Gobierno, con normas, a las cuales 
se las clasifica expresamente como bases, dirigidas, úni- 
ca v exclusivamente, a regular la Administración central 
del Estado. 

U n  solo texto básico para todos los luncionai.ios del 
Estado, Comunidades Autónomas, Corporaciones locales, 
de niancra que se pueda potenciar la coniunicabilidad 
furicionaiiai entre 111s ti'cs niveles de gobicimo y se pueda 
aprovechar- la cxpcriericia coriipai.tida entre los  dcrnás. 

EII segundo lugar, clasil'icación del pcrs(iiial al sci.viciu 
de la Administración e n  dos grandes segmentos: el perso- 
nal luncionario y el personal ligado 21 la Adniinistracióri 
por una relación de servicio basada en el control laboral, 
acabiindosc con una práctica viciosa, a nuestro juicio, 
lucntc de conl.lictos, como es la contratacitiii adniinisira- 
tiva. 

A l  lado de las dos catcgorias luiidamcntalcs, idcridas 
antcriornicntc, proponemos la dcl personal eventual al 
cual hoy se Ilania de conlianza, con iiotoria impropiedad, 
como si el resto de los luncionarios no IU~IXI de conl'ian- 
za. no lucran mcrcccdorcs de esa conlianm que parece 
predicase cspccificamcntc del personal de designación 

En tercer lugai., potenciar la iiiovilidad ciitrc las dilc- 
rcntcs escalas, lo cual nos lleva a subrayar la importari- 
cia de las cscuclas de Adniiriistraci<in, tanto de las cscuc- 

las del Estado conlo dc las que se cstableLcnn (alguiia 
csistc) a nive l  de Comunidades Autónonias. 

Eri cuarto lugar, rcgulaci0ri de la l&ma de acceso ;i la 
Función pública, tanto c n  el caso de la del acccso a ira- 
vi.s de la via luncionaiial coriio c ~ i i  el c;iso de la \,¡a de 
contrato laboral. basado en l o s  CIOS casos en los priiici- 
pios de publicidad, objetividad y iiic'iiios o capacidad, 
principios que son coniuncs, aunque la cspliciiacióri. el 
desarrollo, la concixción dc estos priricipios scaii dilcrcn- 
tcs. segun cual sera la \,¡a del acccso al luiicioiiai-iado, 
pero los priricipios dcbcri sci. los iiiisiiios. 

J En quinto lugar, consideración de los modos de ad- 
quisición y pi.rdida de la condición de luiicioiiario. con la 
introducción iiovcdosa. de suyo, del piiricipio de la c\'a- 
luación continuada como loimia de coinyii. uno de los 
dclcctos lundanicnialcs de l  anquilosaniicnto de la cstruc- 
tura luncionarial; es decir. lo que se dcri1.a del c;iractci' 
vitaticio, en cierta medida connaiuixl a la piupia cstruc- 

tura funcionarial. 
En sexto lugar, tratamiento cspi'cso de los derechos y 

deberes de los luncionarios y dcrnás pciwnal al servicio 
de las Administraciones publicas, incorporando los dcrc- 
chos v garantias recogidos en la Icgislacion laboi.al, pciu 
todavia hoy n o  aplicables de «iurc» a los ii.aba,jadorcs de 
la Administración: dcrccho de sindicación, de iicgocia- 
ción colectiva, de huelga. 

En scptimo lugar, regulación de la c a i ~ ~ ' r a  adrniiiistra- 
t i va  basada en las exigencias de objc.tivncion y prolcsio- 
nalización. Regulación del ri.girncri de incompatibilida- 
des, rcgimcn de retribuciones y de las bases del regimen 
disciplinario. y regulación tambicn del instrumento co- 

poli tica. 

lectivo que representa el Consejo General de la Funcion 
Pública. 

Entendemos que abordados estos puntos y. aun admi- 
tiendo que el señor Ministro ticnc razón cuando dice que 
no tcncmos experiencia dc gobierno, obviamente que no 
tcncmos la experiencia del conocimiento que la acción 
de gobierno depara en orden a un conocimiento proiun- 
do, exacto por dentro, de la Administración pública: ; I L I I ~  

reconociendo esto y que pueden existir deficiencias. l ay~i -  
nas en otros proyectos. en cualquier caso, lo lundaiiicii- 
tal, lo importante n o  es eso, lo importante es la nictodo- 
logia con la cual abordanios el tenia. Una irictodologia 
que trata globalmciitc el icnia. de ir, de una vez por 
todas, a solucionar este problema que reconoce que es 

ui-pcnic, crucial y que está lastrando, evitando el que se 

cdiliquc rcaliiientc el Estado de las Autonomias en nucs- 
tro país, aparte de la otra vcrticntc que ticnc de sotislac- 
ción de los iiitcrcscs Icgiiimos de los funcionarios, corno 
no5 ha explicado el señor Ministro. 

Entendemos que con un proyecto de esta naturaleza. 
aun incluso i.cconocicrido sus dcliciciicias, presenta unas 
bases de discusión, con rriucho, superiores a las que se 

derivan de un proyecto parcial y provisional como el que 
hoy nos somete el Gobierno. 

Por todas estas razones pedimos el voto lawrablc para 
nuestra ciiniiciida de testo alternativo. 

El scnor VICEPKESIDENTE (Torres Boursault): Para 
la dclcnsa dc su enmienda de testo altcimaii\.o, cii iioiii- 

brc dcl Grupo Popular, ticnc la palabra el scnor Garcia- 
Tizoii. 

Agradccci-C ii  SS. S S .  que el ruido ambiente pcrrriita 
oii, al orador. 

El seiior GARCIA-TIZON LOPEZ: Scf~oi,  Presidente, 
scnoiiis, en la intcrvcncion antci-ioi. se esplicaiun los 
niotiws del  Giupo Populni. respecto de la cmniicrida de 
dcvolucióii. Coriupoiiclc ahora en esta segunda intcn.en- 
cibii iiiaiizar y presentar lu olcrta alicrnativa que prcscii- 
ta este niisnio G i u p o  Pai4nniciitario a la Cáiiiara. 

La olcixi  del Grupo Populai. se inspii.a prccisanicntc en 
aquellos critciios gcncralch que estan auxmtcs cii el pro- 
pio proyecto del  Ciobicriio socialista. Eii priiiici. lugar, la 
necesidad del acueido iiisiitucional, por la coiiviccióii y a  
indicada de que la idoimia ha de contar por su trascen- 
dencia con ese iiiayoi. acuerdo instiiucioiial posible. Aqui 
n o  ,jucgaii iiitcrcscs csclusi\,anicntc de Partido o de sccto- 

res. Y por c i u x  liimcnicnic en todo e l l o  y a dilcrcncia de 
lo que ocurre con el proyccto del Gobierno. esta altcrna- 
t iva de i.elornia n o  rcsporidc a una coiiccpción unitaria y 
partidista; antes. por el contrario, se han tenido en cucn- 
ta las antcrioi.cs propuestas de otros Grupos politicos. 
incluso los del  Partido Socialista. Se han incorporado 
propuestas procedentes de minorias nacionalistas, se han 
negociado. debatido, y lirialmcntc se han incorporado su- 
gerencias y planteamientos de las principales luerxas sin-  
dicales y prolesionales que actúan cii el ámbito de la 
Función pública. 
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Un segundo criterio, tambien ausente en el proyecto 
del Gobierno v por tanto incorporado a nuestro provecto, 
es la necesidad de que la reforma tenga un carácter glo- 
bal. Una de las criticas más certeras producidas en todo 
el proceso autonómico ha sido la de que las distintas 
medidas y pasos seguidos han obedecido a soluciones 
imprevistas v parciales que han producido por ello inse- 
guridades, vacilaciones v resistencias que es preciso 
atajar. La solución es por ello, y contrariamente a las 
manifestaciones discrepantes, el acometer esta reforma 
de carácter global previniendo anticipadamente las exi- 
gencias de todo el proceso. 

Un tercer criterio, tambicin ausente en el provecto del 
Gobierno, es la gradualidad que a juicio del Grupo Popu- 
lar debe presidir todo este proceso de reforma. Hav que 
tener conciencia de la imposibilidad de producir altrra- 
ciones súbitas y convulsivas en un colectivo tan numero- 
so, en un complejo sistema de distintas Administraciones 
públicas, so riesgo, en caso contrario. de detener y provo- 
car la paralización de la propia actividad de la Adminis- 
tración. Se impone. por tanto, un generoso periodo de 
transitoriedad, amplio en su contenido v en su periodo 
de vigencia. 

Acusa el senor Ministro a esta alternativa de excesivas 
Disposiciones transitorias. Crea el señor Ministro que 
con convulsiones súbitas no dejaría de ser una sinfonía 
incompleta. La trascendencia de este proyecto, la transi- 
toriedad, es producto de una voluntad s de un acierto en 
la realizaci6n de la reforma; la misma multiplicidad, la 
misma existencia de esa variedad de cuerpos y escalas, 
su asentamiento pacifico y sin tensiones impone ese pro- 
ceso de transitoriedad. 

Y finalmente, la reforma no puede hacerse al margen o 
con olvido de todo el nuevo sistema de articulación terri- 
torial del Estado, v de ahí las normas de este provecto o 
alternativa del Grupo Popular para acomodar todo el 
proceso a este nuevo marco de conformación territorial. 
Pues bien, inspirados en tales criterios, la alternativa que 
se propone constituye un auténtico, básico v completo 
paso en la materia del desarrollo del articulo 149.1.18 dc 
la Constitución. 

Hago gracia a SS. S S .  del contenido de este texto alter- 
nativo, de aquellas partes que no son más que reproduc- 
ción o incorporación de soluciones anteriores, para ceñir- 
me a lo más esencial, a lo más diferenciado de este 
proyecto con el texto presentado por el Gobierno socialis- 
ta. 

La primera condición que debe cumplir la reforma pa- 
ra conseguir esas dos finalidades de modernización y 
acomodación del proceso es hacer una adecuada delimi- 
tación de su ámbito de aplicación y en este sentido la 
alternativa opta claramente por que el ámbito de aplica- 
ción de la Ley concreta la totalidad de los agentes al 
servicio de las distintas Administraciones públicas, con 
la única excepción de aquellos funcionarios con especial 
tratamiento específico del marco institucional. 

Una vez determinado este ámbito de aplicación se de- 
be proceder, y así lo hace la alternativa, a una delimita- 
ción general del personal al servicio de las Administra- 

ciones públicas sobre la base, y asi se incorpora, de que 
solamente serán funcionarios quienes realicen de verdad 
y desarrollen tareas netamente administrativas, en tanto 
que para el resto del personal al servicio de las mismas 
se propugna la utilización de un régimen jurídico priva- 
do. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Per- 

Señorías, les reitero el ruego de que guarden silencio. 
dón, señor Garcia-Tizón . 

El señor GARCIA-TIZON LOPEZ: Gracias, senor Presi- 
dente. 

La médula o columna en que se asienta todo el proceso 
de organización radica esencialmente en la estructura, 
en el nuevo sistema de articulación que propone la refor- 
ma. Pues bien, en este sentido la propuesta de reforma 
introduce una innovación profunda, un cambio completo 
en nuestras actuales estructuras administrativas. 

En España la Función pública se ha estructurado tra- 
dicionalmente en torno al sistema continental de carrera 
y dentro de él más especificamente al sistema de cuerpo. 
Este es hov el sistema imperante. Este es el sistema con 
el cual nos encontramos, este es, en definitiva, un siste- 
ma que ha suscitado, con razón, muchas criticas, pero 
que también ofrece sus ventajas. 

Examinando estas ventajas e inconvenientes se ha Ilc- 
gado a la conclusión, v asi lo hace el Grupo Popular, de 
superar las mismas mediante el mantenimiento de aque- 
llos logros que se han demostrado válidos en la situación 
anterior e incorporando soluciones novedosas, incorpora- 
ciones con experiencia práctica en paises de nuestro área 
o de nuestro entorno social y que posibilitan realmente 
un cambio en la materia. 

La clave de todd ello está, de una parte, en la supresión 
del sistema de cuerpos. manteniendo el sistema de carre- 
ra para la actuación normal v ordinaria de los agentes de 
la Administración, actuales cuerpos generales, y su susti- 
tución por la creación de un servicio civil único v unita- 
rio en todas las Administraciones públicas. Y consiguien- 
temcnte con ello, una reducción del número actual de los 
cuerpos espe'ciales v su refundición hasta lograr su coin- 
cidencia con las funciones normales de la Administra- 
ción. 

La existencia de un cuerpo está unido al hecho de una 
función específica y diferenciada, dentro de la actividad 
administrativa, cualificaciones que convendrán que no 
concurren en las distintas tareas de las que se ocupan los 
agentes administrativos, considerados por la doctrina co- 
mo generalista. 

Se propone, por todo ello, la adopción de este sistema 
matizado de creación de este servicio civil, v la estructu- 
ración en forma de cuerpo para la recepción en el seno de 
la Función pública de aquellos agentes administrativos 
cuva misión es fundamentalmente aportar a la actividad 
administrativa, la ciencia propia de una determinada 
profesión y no la de encuadrar funcioncs administrativas 
normales. 

Esta concepción unitaria del servicio civil, que se pro- 
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pone en las distintas Administraciones públicas, no signi- 
fica, sin embargo, que el mismo vaya a contemplar un 
solo grupo de servidores públicos. La misma graduación, 
la misma complejidad de las tareas exige y conlleva la 
admisión de categorías diferenciadas, dentro de  este co- 
lectivo. 

Así ,  en la alternativa que se propone el servicio civil 
se distribuye en tres estadios o escalas: la auxiliar, la 
ejecutiva y la directiva, en función de la preparación y el 
desempeño de las distintas actividades. 

Dentro de cada una de estas escalas se distinguen dis- 
tintos niveles, igualmente por la complejidad de estas 
responsabilidades, hasta cuatro en la escala auxiliar, cin- 
co en la ejecutiva y seis en la directiva. identicos motivos 
de racionalización y de necesaria especialización acon- 
sejan una clasificación en el terreno de los cuerpos facul- 
tativos, distinguiendo entre unos especialistas, entre 
unos técnicos, entre unos superiores, en función de aque- 
llas titulaciones profesionales o académicas correspon- 
dientes con las distintas titulaciones existentes en nues- 
tro país. 

Pues bien, en estos cuerpos facultativos la existencia de 
niveles queda vinculada al cuerpo como tal, conforme a 
la clasificación indicada, a diferencia del provecto del 
Gobierno, en donde no existe el menor atisbo de estruc- 
turación de la Función pública en que todo queda discre- 
cionalmente a lo que decida, haga o quiera en su día el 
Gobierno, principlo de deslegalización; no existe esta es- 
tructuración. Es claro que en esta propuesta alternativa 
del Grupo Popular queda perfectamente delimitada por 
Ley. no por el Gobierno, sin arbitrismo posible, en todos 
sus aspectos esenciales, la nueva estructura que se pre- 
tende para la Administración. 

Esta cstructuraclhn posibilita y permite lo que falta v 
se echa de menos cn el provccto socialista: la implanta- 
ción de una autcintica carrera administrativa, anhelo lar- 
go tlcmpo sentido por los propios funcionarios v de pece- 
saria cxliitcncia para la eficacia de la Administración. 

En la propuesta que se oírccu a esta Cámara, la carrera 
adminiutrativa conslstc esencialmente en el paso de un 
nivel a otro, de unah escalati a otras, dentro del survicio 
civil o de un cuerpo facultativo a otro cuerpo faculiativo, 
o de un cuerpo íacultativo al servicio civil o 3 las escalas 
del scrviclo civil o vicuvcrsa, Dentro del servicio c iv i l  lo6 
ascensos de nivel vcindrán determinados por anligücdad 
v mL'rltos, bicn cntcndidu quu la antigiiudad por si sola 
nunca será dotcrminsntc Jcl ascenso de escala, pero si 
del ascenso dc nivel. 

El ascenso de cocala pucdc tener lugar o pur up tyrnu 
de antlgüedad y rntiritos, o por un turno de oposici<in con 
propuesla de beneficio do convalidación du pruubas tcú- 
rica6 y Jispcniia de titulacion acadiirnica. La carrera cun- 
sistc en ul paso Jtt un cuurpo facultativo a utro. La pro- 
moción de esto6 funcionarios sólo tiuna luggr mediante 
oposición con aplicación de beneficio y conyalidaciqn dc 
pruebas tuóricas correspondientes y con reserva de un 
número de plazas, no inferior nunca al 20 por cicnto de 
la misma. En todo caso vn estos cuerpos pur Iq propia 

especialización de la carrera sicmprc se requiere la titu- 
lación a c a d h i c a  correspondiente. 

Todo el cuadro anterior se completa con una previsión 
contenida en esta altcrnativa de que los funcionarios del 
Estado y de las Comunidades Autónomas podrán servir 
puestos de trabajo en otras Administraciones públicas 
distintas. 

Podrán ser nombrados para puestos de libre designa- 
ción en igualdad de condiciones con los funcionarios de 
la Administración en que existan vacantes. Podrán parti- 
cipar en concursos de méritos para provisión de puestos 
de trabajo en  igualdad de condiciones con los funciona- 
rios de la Administracion pública en la que también exis- 
tan vacantes. 

Para que la movilidad sea completa tambitjn contcm- 
pla el provecto la posibilidad de que los funcionarios de 
cuerpos o escalas de la Administración local puedan ser- 
vir puestos de trabajo en la Administración dc su rcspec- 
tiva Comunidad Autónoma, de acuerdo con las normas 
que a tal efecto dicte la misma, pero que respete, en todo 
caso, ese mínimo que se establece para e l  colectivo en 
general. 

El llamamiento a la participación y negociación quc en 
todo caso y en todo momento se ha venido haciendo por 
los distintos Grupos, entre ellos el Partido Socialista, en- 
cuentra, y a diferencia del proyecto del Gobierno, un cau- 
ce adecuado, amplio de participación cn la olerta del 
Grupo Popular. 

En e l  proyecto socialista solamente se prcvti un supucs- 
to, un órgano de encuentro, el Consejo Superior de la 
Función Pública. En tiste la representación del personal 
es exigua o escasa. Por e l  contrario, en la oferta del Gru- 
po Popular se prcvt'n hasta tres órganos. distinguitjndose 
claramente la problemática especifica general propia de 
u n  Departamento que tiene la Función pública y se dis- 
tinguen en el proyecto tres órganos de encuentro o parti- 
cipación: el Consejo Superior de la Funcion Pública, los 
Consc.jos Departamentales y el  Consejo de Cuerpos y Es- 
calas; frente a la exigua representación que les concede 
el proyecto del Gobierno, en este proyecto alternativo del 
Grupo Popular se establece que esa representación sea 
paritaria, igual número de representantes de las Admi- 
nistraciones, igual qomcro de representantes del perso- 
nal. 

Del cuadro general de los derechos y obligaciones quc 
delimita esta relación dc servicios y que por su distinto 
tratamiento debe sgr objeto dc considcracibn en cuanto 
que se diferencia de la propuesta del Gobierno, interesa 
destacar solamcntp los refercntcs a los sistemas retributi- 
vos o de previsiún social y el sistema de jubilación. 

El proyecto socialista no acomcfc, en realidad, una re- 
Iorma en prqfundidad del qistcrna retributivo que actual- 
mcqfc cxistc cg España; nq da  Yolución a loa problemas; 
no da soluciún a quc spa iqfprior al quc existc en el sector 
privado; ofrece pna gran cqmplejidad con escasa trans- 
parencia para la facultad de comprensión; introduce fac- 
tores de subjetividad, como el de la productividad, y po- 
sibilita la discrccionalidad v dcsnaturalización de esa re- 
lación jurídica de la relación de empleo. 
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Por el contrario, en la propuesta alternativa se acepta 
el principio de equiparación. tanto en haberes activos 
como pasivos, con el sector privado, y ésa es la verdadera 
solución del problema de las retribuciones, que este obje- 
tivo se complemente con otras caracteristicas, tal como 
la generalidad de la estructura básica de este régimen de 
retribuciones, la objetividad en la determinación de los 
criterios que han de servir como base para el mismo y la 
sencillez en los distintos componentes de esas retribucio- 
nes. 

En el tema de la jubilación forzosa, el provecto socia- 
lista, al socaire de una pretendida politica de solidaridad 
de empleo, consuma, en definitiva, un despojo, una 
amortización de plazas, un desafuero que está lejos de la 
modernidad, la progresividad, la justicia v la igualdad de 
trato y que entraña. permítanme decirlo así, una autcnti- 
ca regulación regresiva, injusta y socialmente desafortu- 
nada. 

En el momento presente la jubilación forzosa ya no 
puede concebirse ni considerarse como una conquista del 
proceso de humanización del trabajo ni como una medi- 
da de protección a la tercera edad. La política de protcc- 
ción a la tercera edad, tal como se plantea actualmente, 
va dirigida y obedece a criterios opuestos a los que sir- 
vieron en su momento de fundamento a la jubilación 
forzosa. 

La recomendación 162 sobre los trabajadores de edad 
adoptada por la Conferencia Internacional del Trabajo 
en Ginebra en el año 1980 establece, entre otros, los si- 
guientes principios: el problema de empleo de trabajado- 
res de edad deberá tratarse en el contexto de una estrate- 
gia global y equilibrada de pleno empleo, garantizando 
así que el problema del empleo no se desplaza de un 
grupo a u r o .  

Los trabajadores de edad deberán disfrutar necesaria- 
mente, sin discriminación por razón de edad, de igual- 
dad de oportunidades y de trato respecto de los demás 
trabajadores. 

Deberá garantizarse, en el marco de un sistema que 
permita una transacción progresiva entre la vida profe- 
sional y un régimen de actividad libre, el paso de un 
trabajador a la situación de retiro que se efectúe volunta- 
riamen te. 

En síntesis, la más reciente política de protección de la 
tercera edad propugna, y así ha sido recogido en una 
sentencia del Tribunal Constitucional de 2 de julio de 
1981, la voluntariedad y la progresividad de la jubila- 
ción, rasgos muy contrarios a la oferta del Gobierno de la 
forzosa situación de la jubilación. 

Pues bien, la alternativa del Grupo Popular -sin apli- 
car, por un evidente sentido de pragmatismo, hasta sus 
últimas consecuencias esta filosofía, pero aceptando lo 
esencial de sus principios y reconociendo el acierto de los 
mismos- pretende con la regulación que propone paliar 
los efectos negativos e injustos del provecto del Gobier- 
no. Esta alternativa acepta, en principio, que la edad de 
jubilación sea a los sesenta y cinco anos, pero se comple- 
menta con el reconocimiento y respeto a situaciones ya 
consolidadas y admite sistemas progresivos de jubilación 

de carácter voluntario sin merma de la capacidad econó- 
mica del funcionario. 

Por último, la alternativa popular pretende esencial- 
mente una despolitización y profesionalizacioíi de la 
Funci6n pública. Se establecen medidas que afectan has- 
ta el cargo de Director general o equivalentes tendentes a 
conseguir una profesionalización de la Administración. 
Se limita la presencia de los funcionarios eventuales en 
cargos de confianza, en Gabinetes de Ministros y Secre- 
tarios de Estado. Se establece el concurso de mérito co- 
mo forma normal de acceso, con la excepción del caso de 
los Directores generales. Se implantan unas Jefaturas de 
Personal despolitizadas y al margen de los cargos de ca- 
rácter político. 

Señoras v senoresDiputados, esta es, en definitiva, la 
oferta que hace el Grupo Popular para la reforma de la 
Función pública. Una oferta completa, meditada v seria 
que es consciente de la necesidad v de la urgencia de 
sacar a nuestra Administración pública de la crisis en 
que se encuentra; que sc ofrece ante la insuficiencia de la 
propuesta del Gobierno a la misma, v lo hacemos sin 
protagonismo. con scncilleL, buscando constructivamen- 
te el mejor hacer de la política. Creemos honestamente 
que con este proyecto alternativo se da solución a los 
problemas básicos que tiene la Administración española; 
se asegura un  proceso de conformación territorial sin 
tensiones. ambiguedades ni lagunas. Se da seguridad ju- 
ridica a los ciudadanos v a los funcionarios se les permite 
la promoción profesional y la adecuación a las exigencias 
y necesidades actuales, y todo ello presidido con un critc- 
rio abierto, no partidista ni sectario. Se han tenido muv 
en cuenta las distintas propuestas y puntos de vista de 
los diferentes Grupos políticos, incluso los del propio 
Partido Socialista, desgraciadamente olvidamos en mu- 
chos de los aspectos del provecto dcl Gobierno. Se han 
tenido en cuenta aspectos v puntos de vista manifestados 
por las Comunidades Autónomas v minorías nacionalis- 
tas. 

En definitiva, nuestra oferta ha sido debatida v consul- 
tada con todos los sectorcs y con los grupos sociales afcc- 
tados, incorporando muchas veces sus propuestas con la 
convicción profunda de quc este provecto es una empresa 
común, una empresa destinada a servir a toda la socie- 
dad española sin exclusi¿m para los ciudadanos de hov v 
para los ciudadanos de mañana. Es una oferta de una 
nueva Administración más moderna integrada por hom- 
bres libres no sometidos a la discrccionalidad o al arbi- 
trismo; una oferta de libertad, una oferta precisamente 
al servicio de esos hombres libres, pues, en definitiva, no 
otro es el propósito de nucslra Constitución: el progreso, 
la justicia y la libertad. 

Señor Presidcnte, señoras v señores Diputados, esta es 
nuestra oferta v nuestro propbsito: sencillamente el 
mejor servicio a la socicdad cspanola y una ofcrta leal de 
colaboración y construcción que se ofrece al Gobicrno y a 
toda la sociedad. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): ;Tur- 
no en contra de estas cnmicndas? íPuif.suJ El scnor Sicn/ 
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Coscullucla, por el Grupo Parlamentario Socialista, ticnc 
la palabra. 

El scnor SAENZ COSCULLUELA: Scnor Presidente, 
senorías. creo que de las intervenciones que se han pro- 
ducido a lo largo de este debate cabe concluir que hay 
una absoluta unanimidad en la valoración que merece la 
situacibn de la actual Función pública cspanola; valora- 
ción en la que venimos coincidiendo todos los Grupos 
politicos dcsdc los tiempos de la transición politica. Em- 
pezando por el señor Ministro, quien ha presentado el 
provecto de Ley, v continuando con las distintas y succsi- 
vas intervenciones, todas SS. SS. han insistido en el mal 
funcionamiento de la Administiacibn espanola. en los 
males que vicnc arrastrando de antano, en el  corporati- 
visrno que existe, en las lascs en las que se ha producido 
una utililación politilada. partidaria. de la Administra- 
ción pública. Todos hemos coincidido al escuchar a los 
distintos oradores cuando Iraloraban el grado de csccpti- 
cismo social que se produce en torno a la actividad de la 
Función pública y el propio descontento en que se cn- 
cucntran los luncionarios públicos respecto a su propio 
traba,io pi-olcsional v respecto a la acogida que ese ira- 
baio recibe por parte de la sociedad cspanola. 

Las propias Cortes constituyentes abordaron ya esta 
preocupación c incluycron dentro dc las previsiones 
constitucionales la necesidad de acometer una reforma 
amplia y prolunda de la Función pública. porque dichas 
Cortes constituyentes eran pcrlcctamcntc conscientes de 
la naturaleza \ '  alcance de estos problemas. 

Los sucesivos Gobiernos que han ejercido sus compc- 
tcncias a partir de la aprobación de la Constitucibn cspa- 
nola tambicn plantearon succsi\w intentos. ( E l  sciior- Vi-  

Lamcntablcnicntc, con la salvedad del Decreto de n i w  
/.o de 1977, que supuso un pcqucno, pero sipnilicaiivc~ 
paso en la linca de acometer la solucibn de ciertos. pro 
blcmas. la verdad es que no ha habido iduntad poliiica 
o h a  habido diticultades insuperables para los Gobicino: 
anteriores -yo ahora no voy a hacer \.aloraciones con. 
cretas-. o no ha habido, sencillaniente. sulicicntc capa- 
cidad para acometer e s a s  idoimas. Rclornias que dc\.ic- 
iien mis necesarias toda\,ia con la pidiindi/.acibii de un 
proceso autonbni ico q uc I'cq uicrc i IlceSB n l e s  1 ra nslcrcn- 
cias a las Comuiiidadcs AutUnonias y dar contenido a las 
previsiones cstaiutarias. En una palabra, ha\.  que acoiiic- 
ter tambicn desde la Función pública el problema que 
suscita la crisis económica: por tanto. el \,icjo problema 
lo tenemos hoy agravado y hay que acometerlo. 

Quiero manilcstar a SS. SS. que el  Grupo Socialista no 
solamente no considera insincera, conio se ha puesto de 
manilicsto por un orador, la voluntad poliiica de acomc- 
ter una prolunda rclorma de la Adniinistración pública, 
sino que la comparte. la sustenta y la v a  a apoyar lirnic- 
mcntc. El Gobierno se ha comprometido ante esta Cáma- 
ra a ctectuar una prolunda rclorma de la Función públi- 
ca y el Grupo Parlamentario Socialista va a mantener la 
actitud de apoyo incondicional a esa voluntad politica; 
i d u n t a d  politica de i-clorrna que ticnc unas caractcristi- 

C Y ~ W S  idti I I c ,  C'LI I'VU MLI 1'1 i i  IC: ,  OL'I 1 p J  ILI P K C . S ~ ~ C I  IC IC I . )  

cas que va ha explicado con suficiente detalle el señor 
Ministro de la Presidencia, pero en las que yo quiero 
insistir, en nombre del Grupo Socialista. La reforma que 
se acomete a partir de este proyecto de Ley n o  es una 
reforma que se base en la imposición o en la proposición 
de un modelo ideológico de Administración pública, ni se 
trae al debate de SS.SS.  un proyecto de Ley con un 
contenido doctrinal por el que haga una opción expresa 
el Gobierno de la nación, ni vamos a sostener aquí la 
dclcnsa de un proyecto con connotaciones de exclusivis- 
mo hacia las posiciones que pueda sustentar la i/.quicrda 
en materia de Función pública: porque no se trata de 
hacer una rclorma negativa -coincidimos con las marii- 
lcstacioncs de SS. SS.-, n o  se trata dc hacer una rclor- 
nia contra o Ircntc a los luncionarios públicos, ni se tra- 
ta ,  ob\,iamcntc. de hacer una rclornia de la Furicibn pú- 
blica que pueda causar perjuicios al desarrollo del Esta- 
do autonbmico. 

La rclorma ticnc un contenido positivo, un contenido 
consirucii\~o que, en sintesis, \ '  reitero inter\,encioncs an- 
teriores, trata de modcrni/.ai. la Función pública cspaño- 
la, de hacerla clical.. de hacerla un instrumento útil. apto 
para la sociedad espanola para rcsol\w los problemas de 
luncionamicnto de toda indolc, tambicn los cccinbmicos. 
Se  busca el rcridimicnio, se busca la utilidad, sc busca la 
clicacia, se busca, en una palabra. dar una adecuada res- 
puesta a las necesidades sociales; respuesta que pasa por 
rechazar planteamientos corporativistas. por estimar po- 
siti1.a y respetuosamente las preocupaciones de los lun- 
cionarios públicos. de los servidores de la sociedad, que 
quieren tener una rcniuncracibn nioral respecto de su 
trabalo, un reconocimiento de lo que supone su trabajo 
en el seno de la sociedad. 

Esta rcloinia licndc a borrar escepticismos generados 
por la ausencia. por ciciiiplo, de unii cüi-ixra admiiiistra- 
t i v a :  este es el sentido de la rclorma. Creo tiabcr aprecia- 
do corrcct;imcnte a SS. SS. si digo que hemos coincidido 
absolutaiiiciitc hasta el nionicnto; quilii las discrcpan- 
cias iiaccn a partir del modelo, del nietodo, del sistema 
que se 

El Gobierno ha sostenido a t ra \ ,Cs del Ministro de la 
Presidencia, el Grupo Socialista nianticiic esta  atirnia- 
cibi i ,  que la rclornia debe ir conligurando un riiodclo a 
partir de i.clormas de nicdidas urgentes que permitan 
aconictcr los nialcs m i s  pravcs que m i s  pcrcnioiia- 
nicntc s u l i ~  la sociedad. 

El iiconictcr con urgencia esos problemas que tiene la 
Adiiiiiiistracion publica en la actualidad no v a  ii iiiipcdii- 
el desarrollo de esa rcloimia ii partir de u11 Estatuto dc la 
Función Pública. en su dia, que \.a a tciicr I;i ventaja de 
partir de la espcricncia, de la coinprobacibn del rcsulta- 
do de estas iiicdidas urgentes, de estas  briscs iniciales que 
pcriiiiteii, conio digo. scnalai- la solucibn de algunos de 
los problciiias niás acuciantes. 

U n  proyecto de Ley, en sunia, que n o  cierra el proceso, 
que n o  hace de la rclorma administrativa un acto titáni- 
co unico, sino el clcmcnto de un proceso que se \'a a 
sostener con una dccidida voluntad politica. Un proyec- 
lo, un mciodo, que permite tambicn al Gobierno. y luego 

a acoiiictci para clcctuar esla rclornia. 
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aludiremos a estas cuestiones. tener instrumentos de ac- 
ción inminente. 

Yo no entiendo, señorías, senor portavoz del Grupo 
Centrista, a quí. se debe esa profunda decepción. Tengo 
la convicción de que hay una serie de problemas que se 
abordan en este provecto de Ley, y que se abordan con 
eficacia. Ya discutiremos aspectos concretos de esas me- 
didas y las reformas que puedan introducirse; pero califi- 
car el proyccto como decepcionante, decir que o Estatuto 
o nada, porque el proyecto n o  significa nada en este pro- 
ceso de  reforma, me parece una valoración grave, muy 
negativa y,  en mi opinión, injusta. Porque acometer el 
problema de las remuneraciones de los funcionarios pú- 
b l i co~ ,  introducir la oferta pública de empleo. introducir 
la coordinación de los registros de personal en el ámbito 
d c  todas las Administraciones públicas, dar contenido al 
Consejo Superior de la Función Pública, a la Comisión 
Superior de Personal, establecer públicamente la i-cla- 
ción de puestos de trabajo e n  el seno de la Administra- 
ción pública, planificar. superando algunos módulos, los 
sistemas de acceso v de selección, la forma de provisión 
de  puestos de trabajo de la Administración pública o 
proceder a la unificación de ese bosque que constituyen 
los distintos cuerpos y escalas de la Administración pu- 
blica, creemos que constituye un paso importante, en  
modo alguno calificable, con ,justicia, de decepcionante. 

Ha habido una serie de enmiendas, presentadas por 
distintos Grupos Parlamentarios. algunas de las cuales 
tenían la naturaleza de la devolución. Yo me pregunto. 
señorías, si esas enmiendas tienen la impronta, contienen 
la voluntad política de usar la enmienda de devolución 
para legítimamente establecer una diferenciación politi- 
ca, jes que sinceramente han llegado a la convicción de 
que este provecto es un instrumento inútil para el debate 
parlamentario, un instrumento inservible para, a partir 
del debate parlamentario. adoptar medidas urgentes, 
que nadie duda en calificar de necesarias? ¿O es que el 
contenido de algunas enmiendas radica en la oposición 
al contenido de  las reformas, algunas tan importantes 
como la que he mencionado de unificación de cuci~pos y 
escalas o ia movilidad horizontal de los funcionarios en 
el seno de las Administraciones públicas? 

Sus senorias han ido abundando en algunos argumen- 
tos en los que me voy a detener. Se ha manifestado. tanto 
en la versión escrita de las enmiendas como en algunas 
de las intervenciones a lo largo del debate de esta tarde, 
que el proyecto regula las cuestiones reglamentarias. Yo 
ignoro el alcance doctrinal que puede tener esa manifes- 
tación o el rigor con que se p u e d q  defender esas mani- 
festaciones desde una perspectiva doctrinal. Lo que sí 
afirmo es que crear los registros de  personal, coordinar 
los registros de personal en todas las Administraciones 
públicas, sea una cuestión reglamentaria q no, es una 
importante medida, una eficaz medida que va a permitir 
resolver muchos problemas y muchas situaciones. El 
plantear la oferta de  empleo en la Administración públi- 
ca ignoro en este momento, o no quiero entrar en esas 
cuestiones, si se trata de una cuestión reglamentaria o 
no, pero es una medida reformadora eficaz. Insistirk más 

en la apelación o en la acusación de  deslegalización que 
han hecho sus senorias. 

Han manifestado que no  es aceptable, que no es de 
recibo, que se deslegalicen algunas cuestiones, dando, 
por tanto, instrumentos al Ejecutivo para directamente 
abordar, por ejemplo, la racionalizacion de plantilla, la 
unificación de cuerpos v escalas; lo que lleva a la tesis, 
por cierto bastante más irnpcdiente, de acometer con ra- 
pidez la rcforrna, de aprobarla por Lev. 

¿Cuántas Leyes, cuántos proyectos de Ley -tambii.n 
lo ha señalado el señor Ministro de la Presidencia- ha- 
rán falta para proceder a unificar 254 cuerpos y más de 
1.400 escalas en el seno de la función pública? 

Se ha dicho que este proyecto n o  define el modelo de la 
Función pública a que aspiramos desde el Gobierno, dcs- 
de el Grupo Parlamentario Socialista ahora. quc no es el 
Estatuto de la Función Pública. que no es la gran id'or- 
ma integral que reclaman todos los grupos politicos. Ilc- 
gando incluso a decirse que el piuyccto no permite aca- 
bar con la burocratimción. con la ineficacia o con la 
desmoralización. Me voy a permitir afirmar a Ss .  ss. 
que bastaria con que este proyecto de Ley contuviera 
solamente tres medidas para podcrlo calificar de impor- 
tante, de positi\u y de urgcntc. 

U n  proyecto de Ley que acometiera exclusivamente la 
posibilidad dc unilicar cuerpos y escalas; que permitiera 
separar y n o  incorporar al ambito del trabaio de los dis- 
tintos cuerpos dc la Administración la función especifica, 
es decir, que n o  integrara plcnamcntc el concepto de 
cuerpo con el concepto de función adniinistrativa en u n a  
determinada materia; un proyecto que, en tercer lugar, 
permitiera la movilidad horirontal de los funcionarios 
públicos. el trasvase desde la Administración civil del 
Estado a las distintas Adminitracioncs; solamcnic un 
proyecto con este contenido ya merecetia el calificativo 
de importante reforma e n  el ámbito de la función públi- 
ca.  Y sctior Pí.rcz Royo -si no recuerdo mal, ha sido 
S.  S .  quien ha calificado de cataplasma el provecto de 
Ley; le ruego que me excuse si no  es S.  S.  quien ha hecho 
esta calificación-, bastarían vstos tres conceptos para 
poder afirmar que este provecto de Ley resuelve impor- 
tantes e históricos problemas que padece la Funcibn pú- 
blica cspanola. y ,  por tanto. la sociedad española. 

¿Acaso la ineficacia, la burocratización, la dcsmorali- 
zación de los funcionarios se va a ver rcsyolta mantc- 
nicndo el principio de que deben ser unificados los cuer- 
pos por Lcv? 25cguir con Jas actuaJcs rctribucionos no es 
una forma de  mejorar esos ámbitos de la Administración 
pública, o seguir sip la coordinaciún de Rogistros dc Pcr- 
sonal? (Complica cl provcctq de reforma de la Función 
pública esta Lcy, o bien vienc a resolver lagunas impor- 
tantes. que van a pcrmitir progresar pn ese proceso al 
que aludía, hacia un modelo de Función pública más 
eficaz? 

Senprias, el Grupo Socialista no cree que estos avances 
merezcan una votación de rechazo, merezcan Una actitud 
de rechazo frontal. El Grupo Socialista, por p1 contrario, 
cree qqe este provectq puede ser un  buen soporte para un 
debate parlamentario, en el quc, lo anuncio desde ahortt, 
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ratificando y reiterando criterios expuestos por el Go- 
bierno, vamos a actuar con flexibilidad, con generosidad, 
y vamos a entrar en un debate parlamentario en el que,  
especialmente en este caso, es preciso oír a todos y consi- 
derar todas las posiciones. (El señor Vicepresidente, Torres 
Boursauli, ocupa la Presidencia.) 

Queremos ir a una Administración pública más eficaz, 
y queremos ir a esa Administración no por intereses sec- 
tarios, sino porque estamos convencidos de  que esa Fun- 
ción pública, mejorada, más eficaz, reformada, debe ser- 
vir a la sociedad espanola en su conjunto, a todos los 
Gobiernos que sucesivamente puedan ostentar la respon- 
sabilidad de gobernar esta nación. Queremos dejar una 
Función pública que sea eficaz, que sirva, que tenga cre- 
dibilidad para todos, para todos los Partidos políticos, 
para todos los posibles Gobiernos y para todos los ciuda- 
danos. 

Insisto que en esa labor de estudio de las distintas 
aportaciones hechas por todos los Grupos Parlamenta- 
rios, el Grupo Socialista va a poner un especial interés, 
porque, a l  fin v al cabo, la reforma de la Función pública 
es una responsabilidad de todos nosotros, no sólo del 
Grupo mayoritario. 

N o  puedo dejar de hacer, siquiera sea brevemente, al- 
gunas consideraciones sobre el texto alternativo que en 
mi opinión más llamativamente se apartan del provecto 
presentado por el Gobierno. 

La enmienda del texto alternativo que ha suscrito v 
detendido el Grupo Popular contiene planteamientos y 
criterios con los que sustancialmente no estamos de 
acuerdo en el trámite en el que nos encontramos. Me vov 
a detener a valorar algunos de los aspectos. 

En primer lugar, se plantea una Comisión Superior de 
la Función Pública, una Comisión Superior de  Personal 
-dos organismos qu; también contiene el provecto de 
Lev del Gobierno-, juntamente con unos Consejos de- 
partamentales v de cuerpo; aspectos estos que nos resul- 
tan extraordinariamente llamativos y sinceramente con- 
t raproducen tes. 

Plantea tambith,  v estoy en los aspectos en los que más 
visiblemente se produce la sorpresa al estudiar el texto 
alternativo del Grupo Popular, un texto que contiene un 
ámbito de aplicación que anticipo va desde ahora es sus- 
cribible por los socialistas. ampliar al ámbito de la Ad- 
ministración local v autonómica el carácter de esta Lev, 
pero plantea unas Competencias para el Gobierno muv 
reducidas. El Gobierno en ese texto prácticamente se l i -  
mita a coordinar la programación de necesidades de per- 
sonal, de.jando muchas competencias en favor de un or- 
ganismo v eliminando prácticamente las competencias 
del Ministerio de la Presidencia, si y o  no he interpretado 
mal su provecto de Ley, dejando en cambio, en  suma, 
muchas competencias a un organismo en el que se csta- 
blece una composición paritaria Administración del Es- 
tado y otros participantes, según el modelo que utilice- 
mos para la composición de ese organismo. Este es un 
aspecto sobre el que vo llamo la atención a s .  S.,  porque 
cualquiera que sea la conclusión a la que se llegue en un 
debate parlamentaqio, en el seno de la Ponencia o Comi- 

sibn, el criterio de la paridad ya inicialmente debo signi- 
ficado como un criterio absolutamente discutible. 

Su señoría ha hecho manifestaciones defendiendo un 
concepto, contraponiendo a los grados que plantea el 
proyecto de Ley del Gobierno, los grados dentro de unas 
medidas de racionalización y de unificación de cuerpos y 
escalas, y plantea la existencia de un cuerpo facultativo y 
de un servicio civil general. inicialmente, este plantea- 
miento es tan contrapuesto al que hace el proyecto de 
Ley del Gobierno que yo creo que habrá ocasión de en- 
trar en análisis más detallados, en análisis más críticos. 

Creo que también es forzoso hacer, siquiera sea ele- 
mentalmente, un comentario sobre las Disposiciones 
transitorias en torno a la jubilación, porque e l  plantea- 
miento del texto alternativo aplaza «ad  calendas grae- 
cas», valga la expresión, la aplicación general del princi- 
pio de la jubilación. 

Yo, de todas las maneras, señorías, quiero significar 
que sin pejuicio de este análisis inicial v hecho al calor 
del debate, tan sólo -quiero significar formalmente- 
representando al Grupo Socialista, que, de la misma ma- 
nera que no devolver el proyecto de Ley del Gobierno no 
implica, en absoluto, suscribir todos sus contenidos, to- 
das sus propuestas v todas sus afirmaciones, el Grupo 
Socialista, pidiendo la desestimación de las enmiendas 
de devolución, pidiendo la desestimación de los textos 
alternativos. manifiesta que en absoluto implica esta so- 
licitud un rechazo global, detallado, exacto, general o 
concreto de las distintas aportaciones que se hacen en las 
enmiendas alternativas. 

Aseguro a SS. SS. que e l  Grupo Socialista está firme- 
mente convencido de que la reforma de la Funcion públi- 
ca no cs  exclusiva ni única función del Grupo mavorita- 
rio; es una responsabilidad colectiva y global de todos 
los Grupos políticos y de todos los Grupos Parlamenta- 
rios. 

E insisto, de la misma manera que mantener el proyec- 
to de Ley en tramitación no supone para los Grupos Par- 
lamentarios suscribir todo su contenido, de la misma 
manera -afirmo- rechazar los textos alternativos en 
modo alguno implica la renuncia o e l  rechazo por parte 
del Grupo Socialista a considerar seriamente todas las 
aportaciones que han hecho los Grupos Parlamentarios 
con un afán constructivo, que debe concluir, a l  final del 
debate parlamentario, en un proyecto de Ley que sirva a 
la sociedad española, que permita mejorar fundamental- 
mente la Administracicin pública espanola. 
Yo confío en que, si no  la pobreza de mis manifestacio- 

nes, sí al menos la lealtad y la sinceridad con que he 
esbozado los planteamientos v las actitudes que suscribe 
el Grupo Socialista, me permiten pedirles con un míni- 
mo de esperanza que no rechacen este provecto de Ley 
devolviéndolo al Gobierno, porque tenemos la firme de- 
cisión de que el trabajo de la Ponencia v de la Comisión 
este abierto a todos los Grupos, a todos los planteamien- 
tos, de manera que cl diálogo constructivo nos permita 
acometer con i'xito esa reforma, tantas veces reclamada 
y tantas veces desatendida. Muchas gracias. 
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El seiror VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 

En turno de réplica, el señor Garcia Agudin tiene la 
chas gracias, seiior Sáenz Consculluela. 

palabra por cinco minutos. 

EI  señor CARCIA AGUDIN: Gracias, scior Presidente. 
Yo agradezco. cómo no, la cordialidad v la buena vo- 

luntad de que ha hecho gala el portavoz del Partido So- 
cialista, y ello por el bien del pais, por el bien de la 
sociedad española v por la mejora de la Función pública, 
porque por medio de ese contacto y colaboración sin du- 
da mejoraremos todos el trabajo que el Gobierno ha re- 
mit.ido a esta Cámara. 

El nervio fundamental de nuestras argumentaciones, 
señor Sáenz Cosculluela, no ha sido captado por el Parti- 
do Socialista. De una parte, yo no dije que el proyecto 
fuera decepcionante, sino que afirme ún hecho, que ha 
decepcionado. No conozco, ciertamente porque no ma- 
nejo todas las fuentes de información que existen en el 
país. ni un solo grupo de funcionarios, ni una sola asocia- 
ción, ni siquiera las más próximas al Partido del Gobicr- 
no, que hayan mostrado el más tímido aplauso a un 
provecto de Ley que ha decepcionado al país. 

En segundo lugar, v es un juicio de valor de nuestro 
Grupo Parlamentario, creemos que este proyecto es inefi- 
caz, que no es sincero en su exposición de motivos, por- 
que no sale al paso de los grandes obstáculos que la vieja 
Lev plantea al Estado de las Autonomías, y que tiene 
otra finalidad mucho más modesta que atacar algunos de 
los posibles males de la Función pública, por carecer de 
fuerza suficiente de cara al Estatuto de la Función Públi- 
ca. 

¡Ojalá en esa colaboración que el portavoz del Grupo 
Socialista ha prometido podamos encontrar un camino 
para su mejora! Porque insisto en nuestra afirmación, el 
proyecto, tal como viene, no sle al paso de los grandes 
males de la Función pública y no sirve absolutamente 
para nada. A ver si con la colaboración que vamos a 
prestar pudiéramos aportar un tímido servicio a la Fun- 
ción pública española. 

El senor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 

El señor García-Tizón tiene la palabra. 
chas gracias, señor Garcia Agudin. 

El señor GARCIA-TIZON LOPEZ: Señor Presidente. 
señorías, en la comparecencia del portavoz del Grupo 
Socialista se dice que la reforma debe ser de todos, que 
la reforma no se hace frente a nadie; pero de verdad me 
gustaría saber jpor qué si es ésa la voluntad del Gobier- 
no, si ésa es la voluntad del Grupo Socialista, esta acti- 
tud, manifestada aquí por el Ministro, primero, y por el 
portavoz, después, no se ha iniciado ya en la fase de 
elaboración, no se ha concretado de tal manera que no 
tuviera que venir esta Ley huérfana y coja, como ha veni- 
do a este Parlamento? ¿Por qué no se ha atendido a los 
grupos sociales más representativos y que han demanda- 
do día tras día la presencia, la comparecencia ante el 
Ministro de la Presidencia? 

El Gobierno dice que piensa que debe acometerse esta 
reforma por medidas parciales. Se afirma tambitin que 
no sabe cuál va a ser el modelo resultante. Esta afirma- 
ción es grave. Si el Gobierno no sabe cuál va a ser el 
modelo resultante, es una grave improvisación acometer 
cualquier reforma legislativa. Debe conocerlo, es su res- 
ponsabilidad. 

Dice 1ambii.n que para estas reformas parciales no se 
parte de una Administración ucx novon, sino que se parte 
de lo que se tiene. Pero jcs que no es uex novow el nuevo 
marco territorial, el nuevo sistema del Estado de las Au- 
tonomías? j N o  requiere medidas nuevas para acometer 
esta reforma? 

Dice 1ambii.n que no se cxcluyc el luturo Estatuto de la 
Función Pública. Pero 1ambii.n reconocerá el scnor Mi- 
nistro, y reconocerán los miembros del Partido Socialis- 
ta, que con estas medidas, por su carácter de básicas, al 
menos en más de un 60 por ciento. cstán condicionando 
de alguna manera ese futuro Estatuto con unas medidas 
que no son ciertamente las accptablcs. 

Pues bien, aun admitiendo, pero no comparticndo, esta 
tesis de reformas parciales, la Ley no soluciona parcelas 
concretas; todo lo deja mas complicado. todo lo convul- 
siona y no lo  va solucionando. 

Dccia el portavoz del Grupo Socialista que bastarían 
tres conceptos, tres soluciones, para que la Ley tuviera 
un mínimo de credibilidad: la unificación o la permisión 
de unificar. de refundir, la complc,jidad existente en estos 
momentos entre cuerpos y escalas, y permitir una cierta 
adscripción indistinta de los supuestos. Pero jcómo hace 
esto el proyecto? Deslegalizando. permitiendo que sea el 
Gobierno, por su solo criterio. su sola voluntad, su sim- 
ple acierto o desacierto, el que permita esta unificación. 

j N o  debe ser la Ley, en definitiva, quien marque las 
directrices esenciales de cómo se van a unir, a refundir o 
suprimir determinados cuerpos? jEs que el Gobierno va 
a tener la certeza de hacerlo bien sin que necesite el 
control parlamentario? 
JJ Esa adscripción indistinta, yo no digo que en su 
momento se haga con racionalidad, pero lo que es cierto. 
tal como queda el proyecto, es que cabe que un capataz 
desarrolle funciones de un mi.dico, que un mi.dico rcalicc 
funciones de economista y que un economista pueda rca- 
lizar funciones de un abogado. Esto es así y esta en los 
artículos correspondientes. Se habla de movilidad, de la 
necesidad de una movilidad. Pero jcuál va a ser el sistc- 
ma? No lo dice. 

Respecto del texto alternativo ofrece una colaboración. 
Realmente el portavoz del Grupo Socialista se compro- 
mete a no tener una actitud partidista al hacer las incor- 
poraciones sustanciales en las fases de Ponencia v de Co- 
misión. Bienvenida sea esa oferta de colaboración; que 
entre todos hagamos una Función publica.de todos, para 
todos y frente a nadie. En ese sentido, estimamos muv de 
veras esa oferta de colaboración. 

Pero yo rogaría al portavoz del Grupo Socialista que 
concretara cuál es esta oferta, porque se nos dice que no 
está de acuerdo con la paridad ni con la representación 
en los tres Consejos. jQui' más queremos tener para 
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nuestros funcionarios, darles un solo órgano con escasa y 
mínima representacion o, por el contrario, estimar que 
deben ampliarsc estas facultades de representación a sus 
problemas generales -Conse jo  Superior-, a su proble-, 
ma de Departamento - C o n s e j o  de Departamento-, a su 
problema específico de cuerpo o escala -Conse jo  de 
Cuerpo o Escala? 

s c  dice que es discutible la paridad. ¿Cómo van a par- 
ticipar dos representaciones públicas, de la Administra- 
ción .v del personal, si no se establece una paridad, s in  
perjuicio de los privilegios que pueda tener la Adminis- 
tración en cuanto a Poder público? i S c  puede estar en 
desacuerdo en querer una mavoria. una gran rcprcscnta- 
tividad, para nuestros funcionarios? i S c  puede querer 
que la reforma vava adelante si no se cuenta coii la altcr- 
nativa, con la oferta de los propios funcioiiarbs? 

N o  se nieguen a dar entrada en el proceso de i ' chma a 
la representación del personal. N o  Ics tengan miedo; son 
los primeros que quieren llevar adelante la reforma. Coii- 
síganlo, háganlo posible. 

Sc dice que no se pronuncian en estos momentos, pci.o 
que no hay acuerdo en el servicio civil. ¿Que estructura 
de Función pública vamos a tener en estos momentos. 
quC; posibilidad real de cstructuración. si no  establece- 
mos un modelo? 

Decía el señor Ministro -y perdón por la extensión, 
scnor Presidente- que no basta un instrumento juridico 
para hacer una rclorma, pero yo le digo que sin un ins- 
trumento jurídico n o  se puede hacer una reforma, sino 
que es causa «sinc qua non»  para llevar a cabo una rcíor- 
ma política. 

N o  obstante. somos conscientes de la necesidad de esa 
reforma: somos sensibles a esa oferta de colaboración, 
que pensamos sera debidamente correspondida, en las 
fases de Ponencia y de Comisión. Estimemos todas las 
propuestas, todas las alternativas; hagamos esa FunciOn 
pública 'de todos y para todos. 

En este sentido ya les anuncio que precisamente para 
no retardar, para no hacer imposible la rcíorma. aun no 
compartiendo en absoluto esas tesis que plantea cl porta- 
voz del Giupo Socialista al comentar el proyecto de Ley 
que nos ha presentado, este Grupo Popular. en oposición 
constructiva. que desea la solución de los problemas de 
nuestra sociedad, retira su enmienda de devolución, 
manteniendo su texto alternativo para que sirva de base 
a esa colaboración, a esa oferta. 

Tambihn es cierto, v lo decimos, que estaremos vigilan- 
tes para ver cómo se lleva a cabo esa reforma de la Fun- 
ción pública. Estaremos en permanente contacto y en 
sintonia con la sociedad, para traer a esta Cámara, o 
donde proceda, esas aspiraciones, esos anhelos, que hoy 
están en authntica desilusión, cn franca desesperanza, de 
los funcionarios públicos. 

N o  están de acuerdo los funcionarios con la reforma 
que se plantea. Hagamos entre todos que estdn de acucr- 
do con la reforma: hagamos que esos dcrcchos adquiri- 
dos o situaciones consolidadas no se malogren y que 
nuestros funcionarios. los funcionarios de  hov. los de ma- 
nana, digan que gracias a un Gobierno que fue responia- 

\ 

blc y gracias a una oposición que también lo fue, logra- 
mos una Función pública mejor, más perfecta v más res- 
ponsable, y ello en aras de un mejor servicio a España. 
í A p l a i i ~ o . ~  eri los bancos de la derecha.) 

El scnor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Tic-iic la palabra el señor Sácnz Coscullucla. 
cias, scnor Garcia-Tizón. 

El x-Iioi' SAENZ COSCULLUELA: Scnor Presidente, ha 
habido más intervenciones de totalidad y preferiría ha- 
cer la duplica al final. 

El x-lioi. VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Señor 
PC;reL Royo, jq i i i ) ic  hacer uso del turno de replica? 

El scnor PEREZ ROYO: Muy brevemente, para rcsal- 
tai'. en primer lugar, que el scnor Sácnz Coscullusla no 
ha objetado a las afirmaciones que y o  he hecho antcrior- 
iiiciitc en  la tribuna. Por eso no tenía intención dc rcpli- 
Lxi i .  iiiicialmcntc. Sc ha limitado a decir que n o  es cierta 
iiii :iliimación dc quc esta es una Ley que yo he califica- 
do de medidas de cataplasma para un caso que, en reali- 
dad ,  es gi'avisimo. Ha negado que esto sea correcto, pero 
no ha contradicho mi afirmación fundamental, es decir, 
la metodología de esta Ley, el andar con parches, con 
medidas prwisionalcs, en rclaci8n a un problema que no 
admitc provisionalidades. Es una metodologia errónea, 
cqui\,ocada y ,  en dcfiniti\.a, \.a a impedir que el problc- 
ma se solucione realmente, que las Comunidades Autóno- 
mas, cntrc otras cosas, puedan empezar su obra legislati- 
\.a sobre unos cimientos estables y no provisionales. Quc- 
ría i.ccalcar esto. 

En segundo lugar, al igual que han hecho los scnorcs 
Diputados que han intervenido anteriormente, quiero dc- 
cir que. por supuesto, he escuchado con satisfacción la 
olerta de acercamiento, senor Sácnz Coscullucla. En 
nuestro caso y toda vez que nuestras enmiendas. tanto 
las singulares como las de testo alternativo, se encucn- 
tran tremendamente prósimas a la posición tradicional 
del Partido Socialista (hasta tal punto que, como he indi- 
cado antsriormcntc replicando al Ministro, se trata de 
enmiendas que coinciden en gran medida con el texto 
alternativo que presentó el Partido Socialista en la antc- 
rior legislatura), entiendo que no será difícil un acerca- 
miento entre estas posiciones y las que actualmente 
mantiene el Gobierno socialista, siempre que la oferta de 
colaboración que ha hecho el scnor Sáenz Coscullucla 
sea sincera, como creo que lo es. 

El scnor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Tiene la palabra el senor Sacnz Coscullucla. 
cias, scnor Pkrcz Royo. 

El scrior SAENZ COSCULLUELA: Scnor Presidente, 
senorias, mi primera replica va dirigida al scnor Perez 
Royo. He dado una contestación global, incorporando los 
conceptos que me han parecido más conflictivos en el 
debate, tratando de dar una replica sintetica, es cierto; 
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pero si he de resumir la respuesta a su enmienda, debo 
decir que tampoco la enmienda alternativa que presenta 
el Grupo Comunista es el Estatuto de la Función Pública. 
En todo caso, adolece de lagunas, adolece de falta de 
tratamiento de otros aspectos, quizá influido por el mis- 
mo carácter que tiene el proyecto de Ley, que acomete 
las medidas urgentes, pero no entra en una regulación 
global, absoluta y total de todos los problemas de la Fun- 
ción pública; cosa que, como se ha señalado en el debate, 
debe ser producto de un proceso. 

Sinceramente, creo que puedo decir que no creemos en 
una reforma de la Función pública al ((sprint)), valga la 
expresión. El asunto no es hacer rápidamente un Estatu- 
to que recoja todos v cada uno de los problemas. Es más 
prudente tomar unas medidas reformadoras, urgentes, 
partir de esa experiencia, partir de ese proceso para con- 
solidar la reforma. Y no  nos falta voluntad política, pero 
es un proceso más prudente, más racional y ,  desde luego. 
aconsejado por el estudio histórico de todo lo que han 
sido los intentos de reforma de la Función pública. 

N o  he oído decir -y me refiero a otro señor Diputado 
a quien replic- que no hay un modelo. Lo que he oído 
decir es que, a partir de unas reformas, hay que configu- 
rar definitivamente el modelo. Por lo menos, lo que yo  he 
tratado de decir es que no vamos a un modelo dogmáti- 
co, ni de Partido, ni siquiera doctrinal, sino a acertar 
logrando una Administración eficaz dentro de un procc- 
so. Ya el fijar un proceso significa establecer un modelo 
racional para lograr el resultado definitivo a lo largo de 
los trabajos legislativos de este y de sucesivos proyectos. 

Respecto a que no ha habido diálogo antes, no entro en 
la valoración de las relaciones de los Grupos políticos y 
parlamentarios con el Gobierno. Me felicito de que el 
debate parlamentario tiene virtualidades. Creo que las 
manifestaciones de distintos Grupos y la propia retirada 
de la enmienda de devolución indican las virtualidades 
del diálogo parlamentario, y eso es lo que me interesa 
destacar en este momento. 

Una última manifestación, si no de réplica, sí de conso- 
lidación o fijación de posiciones. Nosotros vamos a re- 
chazar las enmiendas alternativas propuestas a la Cáma- 
ra por el Grupo Parlamentario Mixto, Partido Comunista 
y por el Grupo Popular, pero les aseguro que los ponentes 
socialistas van a acudir a la Ponencia del proyecto de 
Ley de medidas urgentes para la reforma de la Adminis- 
tración pública con el proyecto debajo del brazo y con 
todos los textos alternativos dentro de la carpeta, porque 
estamos dispuestos a hacer del trabajo reformador, en el 
ámbito de la Función pública, un irabajo colectivo de 
todos los Grupos Parlamentarios. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 
chas gracias, señor Sáenz Cosculluela. 

Grupos Parlamentarios que no han intervenido hasta 
el momento y desean fijar su posición en el debate. (Pau- 
sa.) Tiene la palabra el señor Monforte. 

El señor MONFORTE ARREGUI: Señor Presidente, se- 
ñorías, el proyecto de Ley que hoy nos ocupa tiene funda- 

mentalmente dos vertientes. Por un lado se inicia el pro- 
ceso de reforma de la Función pública con carácter gene- 
ral, introduciendo una serie de criterios de ordenación, 
dirigidos a la racionalización del sector público, al incre- 
mento de la eficacia y demás objetivos tendentes a mo- 
dernizar la Función pública. 

Desde una perspectiva de mejora de la Administración 
pública y desde una óptica de moralización y ejemplari- 
zación de la vida pública, compartimos plenamente los 
intentos dirigidos a introducir una clara regulación de 
las incompatibilidades, la clarificación del sistema retri- 
butivo, el cumplimiento de horarios, jornadas, la unifica- 
ción de cuerpos, escalas, etcétera. No sólo apoyaremos 
estos fines, sino que continuaremos trabajando en la mis- 
ma línea que lo hemos hecho anteriormente con la inci- 
piente Administración vasca, Por otro lado, se atribuye el 
carácter de bases a una gran parte del contenido. Por 
tanto, afecta de una manera muy especial a las Comuni- 
dades Autónomas, que de alguna forma influyen de modo 
decisivo en la aparición de este proyecto. 

Antes de entrar en el análisis fundamental de las dife- 
rencias, porque nuestras discrepancias se fundan princi- 
palmente en la incidencia que tienen en algunas compe- 
tencias de las Comunidades Autónomas, quisiera expre- 
sar y reconocer el avance que supone, en la posibilidad 
de llegar a acuerdos, lo manifestado por el señor Minis- 
tro; por ejemplo, la referencia a la situación del personal 
transferido, en cuanto al reconocimiento de los derechos 
o la referencia al personal contratado por las Comunida- 
des Autónomas en base a una serie de principios. De 
todas formas, espero que, cuando se trabaje en la Ponen- 
cia, en esas carpetas también figuren las enmiendas a la 
totalidad de los que las hemos retirado y espero que, en 
trámites ulteriores, el proyecto se pueda modificar en el 
sentido de las enmiendas que mantenemos los Grupos 
que hemos retirado, como he dicho, las enmiendas a la 
totalidad. 

Nuestro Grupo cree firmemente en la posibilidad de 
llegar a una serie de fórmulas, de acuerdos que posibili- 
ten, de un lado, construir una Administración más mo- 
derna y eficaz y ,  por otro lado, sc' asienten en la base de 
un hecho diferencial autonómico. 

Este proyecto, a nuestro juicio, no prejuzga el futuro 
contenido de la Ley de Bases del Régimen Estatutario de 
los Funcionarios y tiene la nota de la temporalidad, lo 
que, por una parte, nos tranquiliza, pero, al mismo tiem- 
po, nos preocupa, porque se demora, una vez más, esta 
promulgación de la Ley de Bases, que puede producir, de 
alguna forma, una ralentización del proceso autonómico. 

Como ya tuvimos ocasiones de expresar en el debate 
de 1982 con motivo de la fenecida Ley Orgánica y Armo- 
nizadora, era preferible que, de una vez por todas, se 
fuera al proceso de fijación definitiva de esas bases. 

Yo entiendo que éste es un proceso lento, pero el dise- 
ño legislativo sería deseable que lo fuera, corno he dicho 
antes, de una vez por todas. Confiamos también que se 
cumpla el compromiso, expresado en su momento en la 
Comisión, de que esta Ley de Bases se presentaría antes 
del 30 de juriio de 1984. Pero, en cualquier caso, sí nos 



preocupa el riesgo que pueda suponer el regular, por su- 
cesivas Leyes ordinarias de Cortes, aspectos básicos y/o 
no bás i cp ,  provisionales y/o definitivos de la materia de 
que se traca, que se van acumulando sucesivamente dan- 
do una especie de operación de proceso de tanteo. Ello 
seria mucho más preocupante si, una vez promulgada la 
Ley de Bases, se siguieran regulando como básicos capi- 
tulos concretos. Buena prueba de ello es que, paralela- 
mente, mañana tendremos la discusión de una Lcv que 
prácticamente es toda básica, salvo la referencia a las 
Fuerzas Armadas y a la figura del Delegado del Gobier- 
no, como es el proyecto de Ley de Incompatibilidades. 
. Aquí se vuelve a plantear un contencioso viejo, como 
es el relativo al Título VI  de la Ley del Proceso Autorió- 
mico, v que se plasma de nuevo en este provecto. Si en- 
tonces se argumentaba que la transferencia de servicios 
obligaba a reajustar una serie de departamentos afecta- 
dos por los traspasos mediante el sistema de traslados 
voluntarios v forzosos del personal excedente, en este ca- 
so.creenios que se va más lejos, y mientras dure la trans- 
ferencia de personas 4 s t a  es la cita textual-, se impo- 
sibilita el reclutamiento v selección por parte de las Co- 
munidades Autónomas, sin especificar la causa del 
reajuste. Se trata de un ajuste de personal en que los 
cxcendentes, bien lo sean por transferencias o por rcorga- 
nización o porque sencillamente sobran en la organiza- 
ción, se pasan con un derecho de preferencia a las Comu- 
nidades Autónomas. 

Nosotros desconocemos que se hava hecho algún cstu- 
dio estadístico fiable para conocer las necesidades reales 
de la Administración; ignoramos con exactitud cuál es e l  
número del personal afectado, del personal sobrante, 
cuánto tiempo va a durar esta limitación; datos impres- 
cindibles para avanzar en la solución del problema v a l  
que el señor Ministro aludía al decir que había que posi- 
bilitar esa Función pública de las Comunidades Autóno- 
mas. Difícilmente se podrá hablar de Función pública de 
las Comunidades Autónomas mientras no se fije el cspa- 
cio temporal a partir del cual pueda desarrollar una au- 
téntica política de personal, como es en materia de reclu- 
tamiento, selección, etcktera. 

U n  estudio de esta naturaleza requiere mucho tiempo 
y las comunidades Autónomas no pueden quedar en esa 
indefinición temporal, y paralizada esa posibilidad de 
ejercer una política de personal. Asimismo, hav que con- 
siderar las consecuencias personales que acarrean estas 
medidas. No se puede dejar al personal afectado por algo 
tan vital como es el puesto de trabajo o el lugar de su 
residencia en una incertidumbre de futuro o en una inse- 
guridad de presente. En este sentido, creemos que el 
traslado forzoso va en contra de un principio histórico, 
corno ha sido o es el de la inamovilidad. Do hecho, el 
Reglamento de Regimen Disciplinario dc los Funciona- 
rios contempla el traslado forzoso como una sanción. No- 
sotros creemos que se puede llegar a acuerdos, a veces 
difíciles y complejos, en materia de traslados volunta- 
rios, pero va a ser mucho más difícil la posibilidad de 
alcanzar acuerdos en el caso de los traslados forzosos, en 
el que, de alguna forma, se violenta el ejercicio de libre 

albedrío de la libertad personal en cuanto a la tijación de 
su residencia, aparte de la actitud negativa que se puede 
producir en las personas que c s t h  en esa situacibn una 
vez transferidas a una Comunidad Autónoma. 

Por ello. creo que lo que menos nos gusta de los as- 
pectos pendientes relativos a las Comunidades Autóno- 
mas es que,  de alguna forma, se produce esa rriodifica- 
ción de un pacto político. de un acuerdo de envergadura 
fruto de meses de dificil negociación, como fue el Real 
Decreto de 26 de septiembre de 1980, por e l  que se apto- 
baban las normas de traspaso de servicios del Estado a la 
Comunidad Autónoma del País Vasco. 

Resulta evidente que la regla de juego fundamental en 
el proceso autonómico es el cumplimiento estricto de los 
acuerdos, porque, de lo contrario, se produciría un fcnó- 
mcno de dcsconfianxa v de falta de credibilidad en las 
partes, cuando precisamente lo que hace falta en esta 
rclacibn entre la Administración central v las Adminis- 
traciones autonómicas, es lundamcntarlo en un proceso 
nuevo de recíproca coní'ianxa. Y si aquí hubo en  su mo- 
mento un pacto con virtualidad para ambas partes, crce- 
nios que su potencial modificación debe de ser tambien 
negociado v pactado en los trámites ulteriores de Ponen- 
cia v Comisión. 

Otras características que tampoco nos gustan son, por 
ejemplo, la pretensión homogcncizadoi-a, la rcdistribu- 
ción de competencias que, dc alguna í'orma, ignora un 
mandato constitucional v cstatutario, porque introduce 
de nuevo una redefinición de una serie de competencias 
que, de acuerdo con el Tribunal Constitucional, sólo les 
corresponde a los Estatutos o a la Constitución, v tampo- 
co esa utilización, no abusiva, pero si reiterada del prin- 
cipio de coordinación, que es un concepto en la doctrina 
un tanto volátil, errático v gaseoso v ,  de alguna forma, 
puede permitir una serie de interpretaciones más bien 
dirigidas a un control que a una auténtica participación. 

En nuestra posición, con relación a este provecto de 
Ley, diferencio, fundamentalmente, estos dos bloques: el 
relativo a todas las medidas a las que ha aludido el señor 
Ministro en su exposición referidas a la reforma de la 
AdministraciOn del Estado v ,  por otro lado, una serie de 
temas pendientes que espero que podamos llegar a 
acuerdos en los siguientes trámites de Ponencia v Comi- 
sión. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 

Tiene la palabra el señor Cuatrecasas. 
chas gracias, señor Monforte. 

El señor CUATRECASAS 1 MEMBRADO: Señor Presi- 
dente, señoras y señores Diputados, mi Grupo. al fijar la 
posición en este debate, reqlmente tiene el privilegio de 
recoger todas las opiniones que aquí se han manifestado 
por parte de diversos Grupos Parlamentarios y cmpezan- 
do  por todo ello la exposicion que ha hecho el señor 
Ministro. Esto nos congratula, porque nos permite adop- 
tar un criterio que pienso que puede ser coincidente con 
bastante de lo dicho aquí. 
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Sobre todo, como buena nota de lo que el senor Minis- 
tro, en su intervención al exponer el proyecto de Ley que 
se trae a esta Cámara, ha querido precisar, v valía la 
pena que el señor Ministro precisase, porque una de las 
cuestiones que nos preocupaban de este provecto de Lev 
es, quizá, su imprecisión en bastantes de sus normas, 
sobre todo, la imprecisión en su espíritu, en el contenido 
de esta Ley. 

En la exposición de motivos se indicaba que esta Lcv 
de Medidas para la Función Pública venia revestida con 
el carácter de la provisionalidad, v rcitcradamcntc se in- 
vocaba en dicha exposición de motivos que vendría des- 
pues el Estatuto de la Función Pública, el rcgimen esta- 
tutario de los funcionarios. 

Scnor Ministro, mala cosa seria que esta Lcv solamcn- 
te pretendiese ser provisional, independientemente que 
estemos de acuerdo o no con su contenido. Pero si sc trae 
a esta Cámara una Ley, buena parte de la cual es una 
normativa básica, v una normativa que prctcndc además 
posibilitar el ejercicio dc competencias, tanto por el Es- 
tado, como por las Comunidades Autónomas, estas bases 
deben tener carácter de permanencia; que lo quc venga 
dcspuks sea un  complemento, pero que no modifique ni 
distorsionc lo que pueda salir al final del trabajo Icgisla- 
tivo alrededor de esta Lcv. Si la propia jurisprudencia. 
tanto del Tribunal Supremo, como del Tribunal Consti- 
tucional, dice que bases, en el sentido que aqui se tratan, 
son principios v orientaciones para una producción nor- 
mativa posterior. lo mínimo que se puede exigir a estas 
bases es que sean realmente promulgadas con voluntad 
de permanencia. con voluntad de sentar unos principios, 
unas orientaciones sobre las cuales Comunidades Autó- 
nomas, el propio Estado dcspui.~ trabaje. A partir dc 
aquí pueden salvarse buena parte de imprccisioncs que 
en este momento existen y que para nosotros son graves. 

Supongo -v yo he querido entender de las palabras 
del señor Ministro en su exposición final que lo corregi- 
rán- que la alusión de provisionalidad que la cxposi- 
cibn de motivos del provecto de Ley contiene era porque 
se ticnc perfecta concicncia, por parte del Gobierno, de 
que es una reforma parcial que toca puntos importantes, 
pero no completa. 

A nuestro Grupo no Ic preocupa el hecho de que se 
aborde una reforma parcial. De lo que si está convencido 
mi Grupo es de la absoluta necesidad de la reforma. que 
es inaplazable. En este sentido he de decir francamente 
que mi Grupo no ticnc ninguna nostalgia de legislaciones 
de períodos anteriores y aún vigentes. 

Podríamos entrar aqui en un  debate sobre su eficacia 
real, con el que me parece que nadie está en desacuerdo. 
empezando por los propios luncionarios, en cuanto a la 
necesidad de una reforma a fondo, en serio, cn profundi- 
dad de la Función pública que dí. seguridad, que di. ea- 
rantías a todos, a los funcionarios. a los ciudadanos, a las 
comunidades Autónomas, a las diferentes Administracio- 
ncs pirblicas. 

En este sentido todo el trabajo que se pueda hacer 
avanzando cn este aspecto me parece que puede ser posi- 
tivo. Y si en función de este ofrecimiento de trabajo por 

parte del Grupo Parlamentario que apoya el Gobierno, 
recogiendo la voluntad del propio Gobierno de que haya 
un acuerdo, en lo que salga al final de esta Ley se reco- 
gen los pareceres de los distintos Grupos Parlamentarios, 
pienso que se habrá dado un paso importante hacia ade- 
lante en este aspecto de transformación de la Función 
pública que, evidentemente, no es fácil. 

Es un trabajo delicado, dificil. Somos perfectamente 
conscientes de ello. Hay toda una serie de aspectos, de 
derechos, de situaciones personales que se deben contem- 
plar a todos los niveles, y si las normas que aquí se pro- 
duzcan no son el resultado de una profunda reflexión de 
todos, correríamos el riesgo grave de que desconociesen 
algunos de estos derechos. 

En este aspecto mi Grupo contribuirá, en la medida de 
todas sus posibilidades, a garantizar estos derechos, en- 
trando, eso sí, en la voluntad que ha manifestado el señor 
Ministro, y esto nos satisface, de una Administración que 
sea más ágil, más transparente, más movible, en definiti- 
va, que sirva realmente al Estado que en este momento 
estamos va construvendo en una fase importante de con- 
creción, como es el Estado de las Autonomías, que está 
plenamente en funcionamiento. 

En este sentido quería subravar otro de los aspectos 
que nos preocupa del actual provecto de Lev. v es la 
autorización discrecional, amplísima que se otorga al 
Gobierno. Se le otorga en aspectos básicos v en aspectos 
no básicos. 

Desde la perspectiva de mi Grupo, supongo que a na- 
die sorprenderá que me refiera, en primer lugar, a los 
aspectos básicos sobre los cuales también el Gobierno 
solicita una autorización. Las capacidades reglamenta- 
rias que pueda tener el Gobierno en temas básicos vienen 
cnmarcadas en este momento por la propia filosofía del 
Tribunal Constitucional que ha establecido con absoluta 
claridad que, si bien es perfectamente legítima la actua- 
ción reglamentaria del Gobierno en aspectos básicos, lo 
será en tanto en cuanto nace de una norma legal concre- 
ta. 

Lo que pretende el provecto del Gobierno no es eso 
sino una pura y simple deslegalización, y esto me parece 
que en el tema básico sería prácticamente anticonstitu- 
cional. Pero tengo la esperanza de que en Ponencia y en 
Comisión esto S P  corrija. Que funcione la Comisión Per- 
manente del Consejo Superior de la Función Pública, que 
allí haya un  diálogo entre el Estado y las Comunidades 
Autónomas, quc sus propuestas puedan ser examinadas 
tanto por el Gobierno como por los Consejos ejecutivos 
de las Comunidades Autónomas. por las Asambleas legis- 
lativas de las Comunidades Autónomas, y que si hay dis- 
crepancias lo vuelvan a rcconsiderar, vuelvan a dialogar 
sobre ello. cada uno en el ámbito de sus competencias, v 
no porque sean exclusivas en cierta medida ni porque 
tengamos que construir una estructura desde el punto de 
vista de la Función pública, porque el propio Tribunal 
Constitucional nos indica que no ha de ser uniforme, que 
no ticnc por que ser uniforme; de ahí la capacidad legis- 
lativa de las Comunidades Autónomas, la creatividad 
que cn este campo pueda existir. Si hay realmente una 
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voluntad de diálogo, una voluntad de entendimiento, una 
real voluntad de preservar los derechos de todos los fun- 
cionarios, los que provengan de las Comunidades Autó- 
nomas, los que provenga0 de la Administración del Esta- 
do, sin crear discriminaclfones entre ellos, si realmente se 
atiende a la voluntad de creación de una Administración 
eficaz, tanto en el ámbito del Estado como de las Comu- 
nidades Autónomas, estos órganos previstos en la Ley 
pueden dar la medida de sus posibilidades. Esperemos 
que sean realmente así y en prdundidad. 

En definitiva, si la Ley se corrige a fondo, si se otorga a 
la normativa básica aquf contenida aquella precisión que 
ha de tener y,  por tanto, hay una clara delimitación de 
competencias de lo que corresponde al Estado v de lo 
que corresponde a las Comunidades Autónomas, hacien- 
do ya una primera interpretación de lo que el artículo 
149.1.18 de la Constitución prevé -pienso que está en el 
espíritu del setior Ministro el que esta normativa básica 
ya atiende en principio a este aspecto que por mandato 
constitucional hay que desarrollar-, habremos dado un 
primer paso y es importante que vavamos progresando 
en ello. Realmente mi Grupo intentará al máximo inter- 
venir en los trabajos de Ponencia v Comisión para que 
todos seamos capaces de superar las ambigüedades que 
hay aquí. 

Por lo que se refiere a los puntos en que estemos en 
desacuerdo para encontrar una fórmula de entendimien- 
to y sobre lo que el señor Ministro al inicio de su in.tcr- 
vención ya ha querido avanzar como compromiso que el 
Gobierno ofrece en este campo, mi Grupo ha tomado 
buena nota de ello. Esperemos que todo ello se traduzca 
en un primer paso de una reforma de la Función pública 
que dará la medida de lo que realmente podamos ser 
capaces de hacer en proyectos posteriores. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 
chas gracias, señor Cuatrecasas. 

Vamos a proceder a las votaciones. En primer lugar, 
votaremos la enmienda de totalidad y devolución al Go- 
bierno, del Grupo Parlamentario Centrista, al proyecto 
de Ley de medidas para la reforma de la Función públi- 
ca. 

El seilor HERRERO RODRIGUEZ DE MINON: ¿Este 
es de devolución? 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Efec- 
tivamente. Posteriormente, votaremos las dos enmiendas 
de texto alternativo, por separado cada una de ellas. 

Enmienda de devolución del Grupo Parlamentario 
Centrista. Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 291; a favor, 19; en contra, 177; abstenciones, 95. 

El seilor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
da, por consiguiente, rechazada la enmienda de totali- 
dad, del Grupo Parlamentario Centrista, de devolución al 
Gobierno del proyecto de Ley de medidas para la refor- 
ma de la Función pública. 

Votamos, seguidamente, la enmienda de texto alterna- 
tivo, del Grupo Parlamentario Mixto, defendida por el 
señor Pérez Rovo. 

Comienza la votación. fParisa.l 

Etectrradu la votación, dio el siguiente resrrltudo: Votos 
eniiridos, 291; u favor, 20; en contra, 180; uhstenciones, 91, 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
da, en consecuencia, rechazada la enmienda de totalidad 
v de texto alternativo, del Grupo Parlamentario Mixto. 

Enmienda, igualmente de texto alternativo, del Grupo 
Parlamentario Popular. Comienza la votación. IPausa.) 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos 
ernitidos, 291; a favor, 92; en contra, 179; abstenciones. 
19; milo. uno. 

El scrlor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Quc- 
da, por consiguiente, rechazada la enmienda de totalidad 
v de texto alternativo, del Grupo Parlamentario Popular. 

De este acucrdo de rechazo se dará cuenta a la Comi- 
sión correspondiente para la tramitación del provecto, 
conforme a las previsiones reglamentarias. 

Señorías, acaba de llegar a la Mesa la noticia de un 
atentado ocurrido en Zarauz, durante un  acto electoral 
de la Coalición Popular, afortunadamente sin víctimas. 

Desde este recinto. en que la única fuerza es la palabra 
y el libre juego de las instituciones democráticas, es prc- 
ciso una vez más, con igual sobriedad que firmeza, rnani- 
festar nuestra repulsa hacia los fanáticos de la metralle- 
ta, nuestra fe en el futuro en paz del pueblo vasco y en la 
convivencia de todos los españoles. (Apluusos.) 

Se suspende la sesihn hasta mañana a las cuatro v 
media de la tarde. 

Erun lus nueve v treintu v cinco minutos de Ir noche. 
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